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Cómo se usa este temario Léelo antes de empezar

Este es un temario en formato ley: reúne, tema a tema, el texto literal y vigente de los artículos que entran en el
programa oficial de Técnico/a Administración Especial Control Interno (79 de 100 temas) · Ayuntamiento de Inca. Son
46 normas, en el orden de tus 79 temas y sin los artículos derogados. No trae resúmenes ni explicaciones de los temas:
es la ley, ordenada y señalada.

Este temario incluye solo los temas 1 a 44, 48, 56 a 81 y 88 a 95: 79 de los 100 temas del programa oficial. No
incluye los temas 45 a 47, 49 a 55, 82 a 87 y 96 a 100.

Esto es una muestra gratis: lleva 3 de los 79 temas. En el índice, los que no lleva van en gris.

La barra amarilla
Artículo 47. Nulidad de pleno derecho.
1. Los actos de las Administraciones 
Públicas son nulos de pleno derecho en 
los casos…

Un artículo con barra amarilla a su izquierda es uno de los más 
preguntados: tiene 20 preguntas de examen real o más. En este temario 
son 151 artículos. Que un artículo no lleve barra no significa que no 
pueda caer: entra en tu programa.

La cuenta sale de las preguntas de exámenes reales de Administraciones Públicas españolas clasificadas por ley y artículo en

HazteFuncionario.com. Cuenta cerrada en octubre de 2026.

Cómo encontrar un artículo
1 Por el tema: el índice se puede pulsar y los marcadores del PDF llevan a cada tema y, dentro, a cada norma.

2 Por la página: la cabecera dice en qué tema estás y qué artículos hay en esa página, como en un diccionario.

3 Por lo que más se pregunta: cada tema abre con sus artículos más preguntados, y la lista de la página 10 reúne 
los de todo el temario con su página.

Cómo estudiarlo
1 Lee el tema entero una vez y marca la casilla de la 1.ª vuelta.

2 En la 2.ª vuelta, ve directo a los artículos con barra amarilla.

3 Haz las 5 preguntas del final. En la página siguiente está cada solución, con su explicación y el artículo del que 
sale.

4 Sigue practicando: el código del final abre el test de ese tema en haztefuncionario.com.

Créditos y aviso legal. © 2026 OposicionesExpress. Licencia de uso personal: no se permite su reventa ni su difusión pública. Publicación 
sin carácter oficial. Basado en datos de la Agencia Estatal Boletín Oficial del Estado (https://www.boe.es), de EUR-Lex (© Unión Europea, 
https://eur-lex.europa.eu) y del boletín o la sede oficial de las demás normas. Los textos de las normas son textos consolidados de carácter 
meramente informativo: el único con validez legal es el publicado en los boletines oficiales. El de cada norma se reproduce según su 
versión consolidada en la fecha que figura al empezar esa norma en cada tema; una reforma posterior no figura. Programa: el de las bases 
de la convocatoria de Técnico/a Administración Especial Control Interno (79 de 100 temas) · Ayuntamiento de Inca. Edición de octubre de 
2026.
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Índice Pulsa en un tema para ir a él

En gris, los temas que solo trae el temario completo.

Tema 1 La Constitución Española de 1978. Estructura y contenido esencial. La constitucionalización del 
principio de estabilidad presupuestaria. La reforma constitucional.
CE 1-8, 10-80, 98-102, 108-127, 129-132, 134-136, 159-169

11

Tema 2 La Administración pública en la Constitución. La Administración pública: Concepto. La Administración 
Instrumental Los organismos públicos. Organismos autónomos y entidades públicas empresariales. 
Sociedades mercantiles y fundaciones públicas.
CE 103-105, 107 · LRJSP 81-108, 111-117, 128-136 · LSPI-BAL 1-4, 28-46, 47-57

36

Tema 3 La organización territorial del Estado. Naturaleza jurídica y principios. Los Estatutos de Autonomía. La 
organización política y administrativa de las comunidades autónomas. La reforma de los Estatutos de 
Autonomía
CE 137-147, 151-152 · EA-BAL 1-12, 39-60, 76-87, 139 · LGob-BAL 1-41

71

Tema 4 El sistema de la distribución de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas. Las 
relaciones entre el Estado y las Comunidades Autónomas. Jurisprudencia constitucional. El marco 
competencial de las entidades locales.
CE 148-150, 153-155 · EA-BAL 30-38, 114-119 · LBRL 8-10, 28 · LOTC 38-40, 59-77

—

Tema 5 El Derecho de la Unión Europea. Tratados y derecho derivado. Las directivas y reglamentos 
comunitarios. Las decisiones, recomendaciones.
TUE 1-8, 47-55 · TFUE 288-299

—

Tema 6 La Administración pública y el derecho. El principio de legalidad en la Administración. Potestades 
regladas y discrecionales: discrecionalidad y conceptos jurídicos indeterminados. Límites de la 
discrecionalidad. Control judicial de la discrecionalidad. La desviación de poder.
CE 9, 103 · LRJSP 1-4 · LJCA 67-68, 70-71

—

Tema 7 La potestad organizativa de la Administración. Creación, modificación y supresión de los entes y 
órganos administrativos. Clases de órganos. Especial referencia a órganos colegiados.
LRJSP 5-7, 15-22, 54-56, 59, 88-97 · LRJ-BAL 5-19

—

Tema 8 Los principios de la organización administrativa: La competencia y sus técnicas de traslación. La 
jerarquía, la coordinación y el control. Conflicto de atribuciones.
LRJSP 8-14 · LRJ-BAL 20-33 · LBRL 50 · ROF 222

—

Tema 9 El ordenamiento jurídico-administrativo. El derecho administrativo: concepto y contenidos. El derecho 
administrativo básico dictado en virtud del artículo 149.1.18 de la Constitución. Tipo de disposiciones 
legales. Los tratados internacionales.
CE 81-96, 149 · L-Tratados 1-37

—

Tema 10 El ordenamiento jurídico-administrativo. El reglamento: concepto y clases. La potestad reglamentaria. 
El procedimiento de elaboración. Límites. El control de la potestad reglamentaria.
CE 97, 106 · Ley-Gobierno 22-29 · LJCA 72-73, 123-126

—

Tema 11 Las personas frente a la actividad de la Administración: derechos y obligaciones. El interesado: 
Concepto, capacidad de obrar y representación. La identificación de los interesados y sus derechos en 
el procedimiento.
LPACAP 3-14, 53

—

Tema 12 El derecho de acceso a la información pública. La protección de los datos de carácter personal.
LTBG 12-24 · LOPDGDD 1-18, 28-39 · D31-2023-BAL 11-42 · LBAdm-BAL 4-5

—

Tema 13 El acto administrativo. Concepto. Elementos. Clases. La forma y la motivación.
LPACAP 34-36

—

Índice
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Tema 14 La notificación: contenido, plazo y práctica en papel ya través de medios electrónicos. La notificación 
infructuosa. La publicación.
LPACAP 40-46 · RD-203-2021 41-45

—

Tema 15 La eficacia de los actos administrativos: el principio de autotutela declarativa. Condiciones. La 
aprobación por otra Administración. La demora y retroactividad de la eficacia.
LPACAP 38-39

—

Tema 16 La ejecutividad de los actos administrativos: el principio de autotutela ejecutiva. La ejecución forzosa 
de los actos administrativos: sus medios y principios de uso. La coacción administrativa directa. La vía 
de hecho.
LPACAP 38-39, 97-105

—

Tema 17 La invalidez del acto administrativo. Supuestos de nulidad de pleno derecho y anulabilidad. El 
principio de conservación del acto administrativo.
LPACAP 47-52

—

Tema 18 Disposiciones generales sobre el procedimiento administrativo. Los medios electrónicos aplicados al 
procedimiento administrativo común.
LPACAP 1-2, 17, 26-28 · LRJSP 38-46 · RD-203-2021 46-55

—

Tema 19 La iniciación del procedimiento: Clases, subsanación y mejora de solicitudes. Presentación de 
solicitudes, escritos y comunicaciones. Los registros administrativos.
LPACAP 16, 54-55, 57-64, 66, 68-69 · RD-203-2021 37-40

—

Tema 20 La adopción de medidas provisionales. El tiempo en el procedimiento. Términos y plazos: cómputo, 
ampliación y tramitación de urgencia.
LPACAP 29-33, 56

—

Tema 21 La instrucción del procedimiento. Sus fases. La intervención de los interesados.
LPACAP 75-80, 82-83

—

Tema 22 La ordenación y tramitación del procedimiento. La tramitación simplificada del procedimiento 
administrativo común.
LPACAP 70-74, 96

—

Tema 23 Terminación del procedimiento. La obligación de resolver. Contenido de la resolución expresa: 
principios de congruencia y no agravamiento de la situación inicial. La terminación convencional.
LPACAP 21, 84, 86-88

—

Tema 24 El incumplimiento de los plazos para resolver y sus efectos. La falta de resolución expresa: el régimen 
del silencio administrativo. El desistimiento y la renuncia. La caducidad.
LPACAP 22-25, 93-95

—

Tema 25 La revisión de actos y disposiciones por la propia Administración: Supuestos. La revocación de actas. 
La rectificación de errores materiales o de hecho. La acción de nulidad, procedimiento, límites. La 
declaración de lesividad.
LPACAP 106-111

—

Tema 26 Recursos administrativos: principios generales. Actas susceptibles de recurso administrativo. Reglas 
generales de tramitación de recursos administrativos. Clases de recursos. Procedimientos sustitutivos 
de los recursos administrativos: conciliación, mediación y arbitraje.
LPACAP 112-126

—

Tema 27 La Jurisdicción contencioso-administrativa. Naturaleza, extensión y límites. Órganos de la jurisdicción 
y sus competencias. Las partes: legitimación. El objeto del recurso contencioso-administrativo. Causas 
de inadmisibilidad.
LJCA 1-14, 18-22, 25-42, 51, 69

—

Índice
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Tema 28 La potestad sancionadora: concepto y significado. Principios del ejercicio de la potestad sancionadora. 
Especialidades del procedimiento en materia sancionadora. Medidas sancionadoras administrativas. 
Especial referencia a la potestad sancionadora local.
LRJSP 25-31 · LPACAP 85, 89-90 · LBRL 4, 139-141

—

Tema 29 El ejercicio de la potestad normativa. Los principios de buena regulación. La planificación y evaluación 
normativa. La participación de los ciudadanos. La memoria de análisis de impacto normativo.
LPACAP 127-133

—

Tema 30 La responsabilidad de la Administración pública: caracteres. Los presupuestos de la responsabilidad. 
Daños indemnizables. La acción de responsabilidad. Especialidades del procedimiento administrativo 
en materia de responsabilidad. La responsabilidad patrimonial de las autoridades y personal al 
servicio de las administraciones públicas.
LRJSP 32-37 · LPACAP 65, 67, 81, 91 · ROF 223-225

—

Tema 31 Los contratos del sector público: Las directivas europeas en materia de contratación pública. Objeto y 
ámbito de aplicación de la Ley de Contratos del Sector Público. Tipo de contratos del sector público. 
Contratos sujetos a regulación armonizada. Contratos Administrativos y contratos privados.
LCSP 1-9, 11-15, 18-27

—

Tema 32 Disposiciones generales sobre la contratación del sector público: Racionalidad y consistencia, libertad 
de pactos y contenido mínimo del contrato, perfección y forma del contrato.
LCSP 28-37

—

Tema 33 Régimen de invalidez. Recurso especial en materia de contratación.
LCSP 38-60

—

Tema 34 Las partes en los contratos del sector público. Órganos de contratación. Capacidad y solvencia del 
empresario. Sucesión en la persona del contratista. Competencia en materia de contratación y normas 
específicas de contratación pública en las entidades locales.
LCSP 61-62, 64-98, 323-325

—

Tema 35 Objeto, presupuesto base de licitación, valor estimado, precio del contrato y su revisión. Garantías 
exigibles en la contratación del sector público. Preparación de los contratos de las administraciones 
públicas: expediente de contratación, pliego de cláusulas administrativas particulares y de 
prescripciones técnicas.
LCSP 99-130

—

Tema 36 Adjudicación de los contratos de las administraciones públicas: Normas generales y procedimientos de 
adjudicación. El Perfil de Contratante. Normas específicas de contratación pública en las entidades 
locales.
LCSP 63, 131-187

—

Tema 37 Efectos de los contratos. Prerrogativas de la administración pública en los contratos administrativos. 
Ejecución de los contratos. Modificación de contratos. Suspensión y extinción de los contratos. Cesión 
de los contratos y subcontratación.
LCSP 188-217

—

Tema 38 El contrato de obras. Actuaciones preparatorias del contrato de obras. Ejecución del contrato de obras. 
Modificación del contrato. Cumplimiento y resolución.
LCSP 231-246

—

Tema 39 El contrato de concesión de obras. Actuaciones preparatorias del contrato de concesión de obras. 
Efectos, cumplimiento y extinción de las concesiones. Construcción de obras objeto de concesión. 
Derechos y obligaciones de concesionario y prerrogativas de la administración concediente. Extinción 
de las concesiones.
LCSP 247-283

—

Índice
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Tema 40 El contrato de concesión de servicios. Actuaciones preparatorias del contrato de concesión de 
servicios. Efectos, cumplimiento y extinción del contrato de concesión de servicios. Ejecución y 
modificación del contrato. Cumplimiento y resolución.
LCSP 284-295

—

Tema 41 El contrato de suministro. Ejecución del contrato de suministro. Cumplimiento y resolución. 
Regulación de determinados contratos de suministro.
LCSP 16, 298-307

—

Tema 42 El contrato de servicios. Ejecución de los contratos de servicios. Resolución. Especialidades del 
contrato de elaboración de proyectos de obras.
LCSP 17, 308-315

—

Tema 43 Las formas actividad administrativa. El servicio público. Concepto. Evolución y crisis. Las formas de 
gestión de los servicios públicos. La remunicipalización de los servicios públicos. La iniciativa 
económica pública y los servicios públicos.
CE 128 · RSCL 45-66, 95-101

—

Tema 44 La iniciativa económica de las entidades locales y la reserva de servicios a favor de las Entidades 
locales. El servicio público en las entidades locales. Concepto. Las formas de gestión de los servicios 
públicos locales.
LBRL 84-86 · TRRL 88, 90-109 · RSCL 30-36, 41-44, 67-75, 85-94, 102-147

—

Tema 48 La hacienda local en la Constitución. El régimen jurídico de las haciendas locales: criterios inspiradores 
del sistema de recursos y principios presupuestarios. Incidencia estatal y autonómica en la autonomía 
financiera local. La coordinación de las haciendas estatal, autonómica y local.
CE 133, 156-158 · TRLRHL 1 · LBRL 105-116 · LOFCA 1-3, 6

—

Tema 56 Actividad subvencional de las Administraciones públicas: tipos de subvenciones. Procedimientos de 
concesión y gestión de subvenciones. Reintegro de subvenciones. Control financiero. Infracciones y 
sanciones administrativas en materia de subvenciones.
LGS 1-69 · RD-887-2006 1-103

—

Tema 57 El régimen local: significado y evolución histórica. La Administración local en la Constitución y en los 
Estatutos de Autonomía. El principio de autonomía local: significado, contenido y límites.
CE 137-142 · LBRL 1-3, 5-6 · EA-BAL 75

—

Tema 58 Las fuentes del derecho local. La Carta Europea de Autonomía Local. Regulación básica del Estado y 
normativa de las comunidades autónomas en materia de régimen local. La incidencia de la legislación 
sectorial sobre el régimen local. La potestad normativa de las entidades locales: reglamentos y 
ordenanzas. Procedimiento de Elaboración. El reglamento orgánico. Los bandos.
CEAL 1-18 · LBRL 4 · TRRL 1, 55-56

—

Tema 59 El municipio: concepto y elementos. El término municipal: el problema de la planta municipal. 
Alteraciones de términos municipales. Legislación básica y legislación autonómica. La población 
municipal. El padrón de habitantes. El estatuto de los vecinos. Derechos extranjeros. La participación 
vecinal en la gestión municipal.
LBRL 11-18, 69-72 · TRRL 2-11 · RPDT 1-30, 53-107 · ROF 226-236

—

Tema 60 La organización municipal. El régimen ordinario del Ayuntamiento. El consejo abierto. Otros regímenes 
especiales. Especialidades del régimen orgánico-funcional en los municipios de gran población. El 
estatuto de los miembros electivos de las corporaciones locales. Los concejales no adscritos. Los 
grupos políticos.
LBRL 19-20, 29-30, 73-78, 121-136, 138 · TRRL 72-73 · ROF 6-34, 111

—

Tema 61 Régimen ordinario: órganos necesarios. Alcalde, tenientes de alcalde, pleno y junta de gobierno local. 
Órganos complementarios: comisiones informativas y otros órganos.
LBRL 19-24 · TRRL 18-24 · ROF 35-53, 119-139

—

Índice
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Tema 62 Las competencias municipales: Sistema de determinación. Competencias propias, delegadas y 
competencias distintas a las propias. Los servicios mínimos. La sostenibilidad financiera de la 
hacienda local como presupuesto del ejercicio de las competencias. Los convenios sobre ejercicio de 
competencias y la prestación de servicios municipales.
LBRL 7, 25-27 · LRJSP 47-53 · LOEPSF 4

—

Tema 63 La provincia como entidad local. Organización y competencias. La cooperación municipal y 
coordinación en la prestación de determinados servicios. Las islas: los consejos y capítulos insulares. 
Entidades locales de ámbito inferior en el municipio. Las comarcas. Las mancomunidades de 
municipios. Las áreas metropolitanas. Sociedades interadministrativas. Los consorcios: régimen 
jurídico.
LBRL 31-41, 42-44 · TRRL 25-34, 35-45 · LRJSP 118-127 · EA-BAL 61-63, 65, 67-74 · ROF 55-76, 140-145

—

Tema 64 El sistema electoral local. Causas de inelegibilidad e incompatibilidad. Elección de los concejales y 
alcaldes. Elección de diputados provinciales y presidentes de diputaciones provinciales. Elección de 
consejeros y presidentes de capítulos y consejos insulares. La moción de censura y la cuestión de 
confianza en el ámbito local. El recurso contencioso-electoral.
LOREG 6-7, 109-117, 176-189, 191-200, 201, 202-209 · EA-BAL 64, 66

—

Tema 65 Régimen de sesiones de los órganos de gobierno local: Convocatoria, desarrollo y adopción de 
acuerdos. Las actas.
LBRL 46-48, 51 · TRRL 46-54 · ROF 77-110, 112-113, 196-207

—

Tema 66 El patrimonio de las entidades locales: bienes y derechos que lo conforman. Clases. Bienes de dominio 
público. Bienes patrimoniales. Prerrogativas y potestades de las entidades locales en relación a sus 
bienes. Los bienes comunales. El inventario. Los montes vecinales de mancomún.
RBEL 1-108 · LBRL 79-83 · TRRL 74-87 · LPAAP 3-8, 28-35, 41-60

—

Tema 67 Los empleados públicos: Clases y régimen jurídico. Los instrumentos de organización del personal: 
plantillas y relaciones de puestos de trabajo. Los instrumentos reguladores de los recursos humanos: 
la oferta de empleo, los planes de empleo y otros sistemas de racionalización.
TREBEP 1-12, 69-77 · LBRL 89-91 · TRRL 126-129 · FP-BAL 13-39

—

Tema 68 El acceso a los empleos públicos: principios reguladores. Requisitos. Sistemas selectivos. La extinción 
de la condición de empleado público. El régimen de provisión de puestos de trabajo: sistemas de 
provisión. El contrato de trabajo. Las situaciones administrativas de los funcionarios locales.
TREBEP 55-68, 78-84, 85-92 · LBRL 100-104 · TRRL 130-157, 176-177 · ET 1-16, 39-57 · FP-BAL 44-61, 73-96, 97-113

—

Tema 69 La relación estatutaria. Los derechos de los funcionarios públicos. Derechos individuales. Especial 
referencia a la carrera administrativa y retribuciones. El régimen de Seguridad Social.
TREBEP 14-30, 47-51 · RD-861-1986 1-8 · FP-BAL 62-72, 114-123 · LGSS 1-20, 42-65, 136-137

—

Tema 70 Real decreto 128/2018, de 16 de marzo, por el que se regula el régimen jurídico de los funcionarios de 
Administración Local con habilitación de carácter nacional: delimitación de las funciones necesarias y 
puestos reservados.
RD-128-2018 1-4, 6-16 · LBRL 92

—

Tema 71 Las nuevas orientaciones de la gestión pública. Gobierno en red. La Administración electrónica. «Smart 
cities». Territorios inteligentes.
LPACAP 15, 18-20 · RD-203-2021 1-36, 56-65

—

Tema 72 La función directiva. Sus particularidades en la gestión pública. El directivo público local. Las políticas 
públicas como enfoque de análisis. Clasificación y comparación de las políticas públicas.
TREBEP 13 · LBRL 130 · LBAdm-BAL 44-49

—

Tema 73 La planificación de la gestión pública: la planificación estratégica y operativa y su aplicación a los 
gobiernos locales. La gestión de la calidad en las Administraciones públicas.
LBAdm-BAL 23-26

—

Índice
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Tema 74 Nuevas formas de gestión de los servicios públicos locales. Formación y gestión de alianzas público 
privadas: Los partenariados público-privados. La innovación social como elemento de transformación 
y empoderamiento ciudadano. Eficiencia social en los ingresos y el gasto público.
LBAdm-BAL 41, 43

—

Tema 75 El presupuesto general de las entidades locales: concepto y contenido. Especial referencia a las bases 
de ejecución del presupuesto. La elaboración y aprobación del presupuesto general. La prórroga 
presupuestaria.
TRLRHL 162-166, 168-171 · RD-500-1990 2-23

—

Tema 76 La estructura presupuestaria. Los créditos del presupuesto de gastos: deslinde, situación y niveles de 
vinculación jurídica. Las modificaciones de crédito: clases, concepto, financiación y tramitación.
TRLRHL 167, 172-173, 175-182 · RD-500-1990 24-51 · Orden-EHA-3565-2008 1-9, 11-94

—

Tema 77 La ejecución del presupuesto de gastos y de ingresos: sus fases. Los pagos a justificar. Los anticipos de 
caja fija. Los gastos de carácter plurianual. La tramitación anticipada de gastos. Los proyectos de gasto. 
Los gastos con financiación afectada: especial referencia a las desviaciones de financiación.
TRLRHL 174, 183-185, 190 · RD-500-1990 52-88 · ICAL 21-29

—

Tema 78 La liquidación del presupuesto. Tramitación. Los remanentes de crédito. El resultado presupuestario: 
concepto, cálculo y ajustes. El remanente de tesorería: concepto y cálculo. Análisis del remanente de 
tesorería para gastos con financiación afectada y del remanente de tesorería para gastos generales. La 
consolidación presupuestaria.
TRLRHL 191-193 · RD-500-1990 89-105, 115-118 · ICAL 16-20

—

Tema 79 Estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera. Principios generales. Objetivos de estabilidad 
presupuestaria, de deuda pública y de la regla de gasto para las corporaciones locales: Establecimiento 
y consecuencias asociadas a su incumplimiento. Los planes económico-financieros: contenido, 
tramitación y seguimiento. Planes de ajuste y saneamiento financiero. Suministro de información 
financiera de las entidades locales.
LOEPSF 1-32

—

Tema 80 La tesorería de las entidades locales. Régimen jurídico. El principio de unidad de caja. Funciones de la 
tesorería. Organización. Situación de los fondos: caja y cuentas bancarias. La realización de pagos: 
prelación, procedimientos y medios de pago. El cumplimiento del plazo en los pagos: el período medio 
de pago. El estado de conciliación.
TRLRHL 186-189, 194-199 · RD-128-2018 5 · ICAL 48

—

Tema 81 La planificación financiera. El plan de tesorería y el plan de disposición fondo. La rentabilización de 
excedentes de tesorería. Las operaciones de tesorería. El riesgo de tipos de interés y de cambio en las 
operaciones financieras.
TRLRHL 187

—

Tema 88 Los recursos de las haciendas locales. Los tributos locales: principios. La potestad reglamentaria de las 
entidades locales en materia tributaria: contenido de las ordenanzas fiscales, tramitación y régimen de 
impugnación de los actos de imposición y ordenación de tributos. El establecimiento de recursos no 
tributarios.
TRLRHL 2-6, 15-19, 38, 56, 59, 131 · LGT 1, 3-16

—

Tema 89 La gestión, inspección y recaudación de los recursos de las haciendas locales. La revisión en vía 
administrativa de los actos de gestión tributaria dictados por las entidades locales, en municipios de 
régimen común y gran población. La gestión y recaudación de recursos por cuenta de otros entes 
públicos.
TRLRHL 7-14 · LBRL 137 · LGT 117-177, 213-249 · RGR 1-10, 68-69 · RGAT 116-197

—
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Tema 90 El impuesto sobre bienes inmuebles. Naturaleza. Hecho imponible. Sujeto pasivo. Exenciones y 
bonificaciones. Base imponible. Base liquidable. Cuota, devengo y período impositivo. Gestión 
catastral. Gestión tributaria. Inspección catastral.
TRLRHL 60-77 · TRLCI 1-32

—

Tema 91 El impuesto sobre actividades económicas. Naturaleza. Hecho imponible. Sujeto pasivo. Exenciones. 
Cuota: las tarifas. Devengo y período impositivo. Gestión censal y gestión tributaria. El recargo 
provincial. El impuesto sobre construcciones, instalaciones y obras.
TRLRHL 78-91, 100-103, 134

—

Tema 92 El impuesto sobre vehículos de tracción mecánica. El impuesto sobre el incremento de valor de los 
terrenos de naturaleza urbana.
TRLRHL 92-99, 104-110

—

Tema 93 Tasas y precios públicos. Principales diferencias. Las contribuciones especiales: anticipo y 
aplazamiento de cuotas y colaboración ciudadana.
TRLRHL 20-37, 41-47, 57-58, 127, 132-133, 148 · LGT 2

—

Tema 94 La participación de municipios y provincias en los tributos del Estado y de las comunidades 
autónomas. Criterios de distribución y reglas de evolución. Regímenes especiales. La cooperación 
económica del Estado y de las Comunidades Autónomas en las inversiones de las entidades locales. 
Los fondos de la UE para entidades locales.
TRLRHL 39-40, 111-126, 135-147, 157-161 · LBRL 57

—

Tema 95 El crédito local. Clases de operaciones de crédito. Naturaleza jurídica de los contratos: tramitación. Las 
operaciones de crédito a largo plazo: finalidad y duración, competencia y límites y requisitos para la 
concertación de las operaciones. Las operaciones de crédito a corto plazo: requisitos y condiciones. La 
concesión de avales por las entidades locales.
TRLRHL 48-55 · LCSP 10

—
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Lo más preguntado de este temario Por dónde empezar la segunda vuelta

151
artículos llevan barra amarilla: 
tienen 20 preguntas de examen o 
más

384
artículos concentran 8 de cada 10 
preguntas de examen del temario

25
son los de esta lista: los más 
preguntados, con su tema y su 
página

Artículo De qué trata Preguntas de examen Tema Página

1 Art. 21 LBRL Ley 7/1985 bases del régimen local 126 — —

2 Art. 47 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 103 — —

3 Art. 1 CE Constitución Española 100 Tema 1 pág. 11

4 Art. 21 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 100 — —

5 Art. 22 LBRL Ley 7/1985 bases del régimen local 94 — —

6 Art. 26 LBRL Ley 7/1985 bases del régimen local 90 — —

7 Art. 14 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 89 — —

8 Art. 30 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 89 — —

9 Art. 20 LBRL Ley 7/1985 bases del régimen local 85 — —

10 Art. 137 CE Constitución Española 83 Tema 3 pág. 71

11 Art. 41 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 82 — —

12 Art. 35 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 80 — —

13 Art. 16 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 77 — —

14 Art. 24 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 74 — —

15 Art. 140 CE La Constitución garantiza la autonomí… 73 Tema 3 pág. 71

16 Art. 39 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 73 — —

17 Art. 40 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 71 — —

18 Art. 46 LBRL Ley 7/1985 bases del régimen local 71 — —

19 Art. 9 CE Constitución Española 70 — —

20 Art. 89 TREBEP RDLeg 5/2015 Estatuto Básico del Emp… 68 — —

21 Art. 112 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 67 — —

22 Art. 103 CE Constitución Española 63 Tema 2 pág. 36

23 Art. 48 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 59 — —

24 Art. 8 TREBEP RDLeg 5/2015 Estatuto Básico del Emp… 58 — —

25 Art. 11 LBRL Ley 7/1985 bases del régimen local 56 — —

Preguntas de exámenes reales sobre cada artículo, según el banco de HazteFuncionario.com (octubre de 2026). Que un artículo no esté 
aquí no significa que no pueda caer. Los artículos sin página están en temas que solo trae el temario completo.
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TEMAS INCLUIDOS 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

1
La Constitución Española de 1978. Estructura y contenido esencial. La 
constitucionalización del principio de estabilidad presupuestaria. La reforma 
constitucional.

Qué entra en este tema

CE · Constitución Española
arts. 1 a 8, 10 a 80, 98 a 102, 108 a 127, 129 a 132, 134 a 136 y 159…

122 artículos · empieza en la pág. 11

Lo más preguntado de este tema

Art. 1 CE 100
Art. 10 CE 46
Art. 53 CE 45
Art. 54 CE 45
Art. 17 CE 44

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 1.302 sobre el tema entero.

CE
Constitución Española
En este tema: arts. 1 a 8, 10 a 80, 98 a 102, 108 a 127, 129 a 132, 134 a 136 y 159 a 169 · 122 artículos · texto consolidado a 2 
de julio de 2026 · BOE-A-1978-31229

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.
1. España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores
de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político.

2. La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado.

3. La forma política del Estado español es la Monarquía parlamentaria.

Artículo 2.
La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común e indivisible de
todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la
integran y la solidaridad entre todas ellas.

Artículo 3.
1. El castellano es la lengua española oficial del Estado. Todos los españoles tienen el deber de conocerla y el
derecho a usarla.

2. Las demás lenguas españolas serán también oficiales en las respectivas Comunidades Autónomas de
acuerdo con sus Estatutos.

3. La riqueza de las distintas modalidades lingüísticas de España es un patrimonio cultural que será objeto de
especial respeto y protección.

Artículo 4.
1. La bandera de España está formada por tres franjas horizontales, roja, amarilla y roja, siendo la amarilla de
doble anchura que cada una de las rojas.

2. Los Estatutos podrán reconocer banderas y enseñas propias de las Comunidades Autónomas. Estas se
utilizarán junto a la bandera de España en sus edificios públicos y en sus actos oficiales.

CE · arts. 1-4Tema 1 · La Constitución Española de 1978. Estructura y contenido esencial. La constitucionalización del principio de estabilidad…
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Artículo 5.
La capital del Estado es la villa de Madrid.

Artículo 6.
Los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la formación y manifestación de la
voluntad popular y son instrumento fundamental para la participación política. Su creación y el ejercicio de su
actividad son libres dentro del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento
deberán ser democráticos.

Artículo 7.
Los sindicatos de trabajadores y las asociaciones empresariales contribuyen a la defensa y promoción de los
intereses económicos y sociales que les son propios. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro
del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.

Artículo 8.
1. Las Fuerzas Armadas, constituidas por el Ejército de Tierra, la Armada y el Ejército del Aire, tienen como
misión garantizar la soberanía e independencia de España, defender su integridad territorial y el
ordenamiento constitucional.

2. Una ley orgánica regulará las bases de la organización militar conforme a los principios de la presente
Constitución.

TÍTULO I DE LOS DERECHOS Y DEBERES FUNDAMENTALES

Artículo 10.
1. La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la
personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz
social.

2. Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se
interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos
internacionales sobre las mismas materias ratificados por España.

CAPÍTULO PRIMERO DE LOS ESPAÑOLES Y LOS EXTRANJEROS

Artículo 11.
1. La nacionalidad española se adquiere, se conserva y se pierde de acuerdo con lo establecido por la ley.

2. Ningún español de origen podrá ser privado de su nacionalidad.

3. El Estado podrá concertar tratados de doble nacionalidad con los países iberoamericanos o con aquellos
que hayan tenido o tengan una particular vinculación con España. En estos mismos países, aun cuando no
reconozcan a sus ciudadanos un derecho recíproco, podrán naturalizarse los españoles sin perder su
nacionalidad de origen.

Artículo 12.
Los españoles son mayores de edad a los dieciocho años.

Artículo 13.
1. Los extranjeros gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el presente Título en los
términos que establezcan los tratados y la ley.

2. Solamente los españoles serán titulares de los derechos reconocidos en el artículo 23, salvo lo que,
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atendiendo a criterios de reciprocidad, pueda establecerse por tratado o ley para el derecho de sufragio activo
y pasivo en las elecciones municipales.

3. La extradición sólo se concederá en cumplimiento de un tratado o de la ley, atendiendo al principio de
reciprocidad. Quedan excluidos de la extradición los delitos políticos, no considerándose como tales los actos
de terrorismo.

4. La ley establecerá los términos en que los ciudadanos de otros países y los apátridas podrán gozar del
derecho de asilo en España.
Se modifica el apartado 2 por el art. único de la Reforma de 27 de agosto de 1992. Ref. BOE-A-1992-20403

CAPÍTULO SEGUNDO DERECHOS Y LIBERTADES

Artículo 14.
Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de
nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

SECCIÓN 1.ª DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES Y DE LAS LIBERTADES PÚBLICAS

Artículo 15.
Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral, sin que, en ningún caso, puedan ser sometidos
a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. Queda abolida la pena de muerte, salvo lo que puedan
disponer las leyes penales militares para tiempos de guerra.

Artículo 16.
1. Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las comunidades sin más
limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para el mantenimiento del orden público protegido por la
ley.

2. Nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias.

3. Ninguna confesión tendrá carácter estatal. Los poderes públicos tendrán en cuenta las creencias religiosas
de la sociedad española y mantendrán las consiguientes relaciones de cooperación con la Iglesia Católica y las
demás confesiones.

Artículo 17.
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser privado de su libertad, sino con la
observancia de lo establecido en este artículo y en los casos y en la forma previstos en la ley.

2. La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la realización de las
averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo caso, en el plazo máximo de setenta y
dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la autoridad judicial.

3. Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata, y de modo que le sea comprensible, de sus
derechos y de las razones de su detención, no pudiendo ser obligada a declarar. Se garantiza la asistencia de
abogado al detenido en las diligencias policiales y judiciales, en los términos que la ley establezca.

4. La ley regulará un procedimiento de «habeas corpus» para producir la inmediata puesta a disposición
judicial de toda persona detenida ilegalmente. Asimismo, por ley se determinará el plazo máximo de duración
de la prisión provisional.

Artículo 18.
1. Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen.

2. El domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin consentimiento del titular o
resolución judicial, salvo en caso de flagrante delito.
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3. Se garantiza el secreto de las comunicaciones y, en especial, de las postales, telegráficas y telefónicas, salvo
resolución judicial.

4. La ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los
ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos.

Artículo 19.
Los españoles tienen derecho a elegir libremente su residencia y a circular por el territorio nacional.
Asimismo, tienen derecho a entrar y salir libremente de España en los términos que la ley establezca. Este
derecho no podrá ser limitado por motivos políticos o ideológicos.

Artículo 20.
1. Se reconocen y protegen los derechos:

a) A expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la palabra, el escrito o
cualquier otro medio de reproducción.

b) A la producción y creación literaria, artística, científica y técnica.

c) A la libertad de cátedra.

d) A comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión. La ley regulará el
derecho a la cláusula de conciencia y al secreto profesional en el ejercicio de estas libertades.

2. El ejercicio de estos derechos no puede restringirse mediante ningún tipo de censura previa.

3. La ley regulará la organización y el control parlamentario de los medios de comunicación social
dependientes del Estado o de cualquier ente público y garantizará el acceso a dichos medios de los grupos
sociales y políticos significativos, respetando el pluralismo de la sociedad y de las diversas lenguas de España.

4. Estas libertades tienen su límite en el respeto a los derechos reconocidos en este Título, en los preceptos de
las leyes que lo desarrollen y, especialmente, en el derecho al honor, a la intimidad, a la propia imagen y a la
protección de la juventud y de la infancia.

5. Sólo podrá acordarse el secuestro de publicaciones, grabaciones y otros medios de información en virtud de
resolución judicial.

Artículo 21.
1. Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de este derecho no necesitará
autorización previa.

2. En los casos de reuniones en lugares de tránsito público y manifestaciones se dará comunicación previa a la
autoridad, que sólo podrá prohibirlas cuando existan razones fundadas de alteración del orden público, con
peligro para personas o bienes.

Artículo 22.
1. Se reconoce el derecho de asociación.

2. Las asociaciones que persigan fines o utilicen medios tipificados como delito son ilegales.

3. Las asociaciones constituidas al amparo de este artículo deberán inscribirse en un registro a los solos
efectos de publicidad.

4. Las asociaciones sólo podrán ser disueltas o suspendidas en sus actividades en virtud de resolución judicial
motivada.

5. Se prohíben las asociaciones secretas y las de carácter paramilitar.
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Artículo 23.
1. Los ciudadanos tienen el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente o por medio de
representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por sufragio universal.

2. Asimismo, tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, con los
requisitos que señalen las leyes.

Artículo 24.
1. Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus
derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión.

2. Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley, a la defensa y a la asistencia de
letrado, a ser informados de la acusación formulada contra ellos, a un proceso público sin dilaciones
indebidas y con todas las garantías, a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa, a no declarar
contra sí mismos, a no confesarse culpables y a la presunción de inocencia. La ley regulará los casos en que,
por razón de parentesco o de secreto profesional, no se estará obligado a declarar sobre hechos
presuntamente delictivos.

Artículo 25.
1. Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no
constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento.

2. Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia la reeducación y
reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados. El condenado a pena de prisión que estuviere
cumpliendo la misma gozará de los derechos fundamentales de este Capítulo, a excepción de los que se vean
expresamente limitados por el contenido del fallo condenatorio, el sentido de la pena y la ley penitenciaria.
En todo caso, tendrá derecho a un trabajo remunerado y a los beneficios correspondientes de la Seguridad
Social, así como al acceso a la cultura y al desarrollo integral de su personalidad.

3. La Administración civil no podrá imponer sanciones que, directa o subsidiariamente, impliquen privación
de libertad.

Artículo 26.
Se prohíben los Tribunales de Honor en el ámbito de la Administración civil y de las organizaciones
profesionales.

Artículo 27.
1. Todos tienen el derecho a la educación. Se reconoce la libertad de enseñanza.

2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana en el respeto a los principios
democráticos de convivencia y a los derechos y libertades fundamentales.

3. Los poderes públicos garantizan el derecho que asiste a los padres para que sus hijos reciban la formación
religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.

4. La enseñanza básica es obligatoria y gratuita.

5. Los poderes públicos garantizan el derecho de todos a la educación, mediante una programación general de
la enseñanza, con participación efectiva de todos los sectores afectados y la creación de centros docentes.

6. Se reconoce a las personas físicas y jurídicas la libertad de creación de centros docentes, dentro del respeto
a los principios constitucionales.

7. Los profesores, los padres y, en su caso, los alumnos intervendrán en el control y gestión de todos los
centros sostenidos por la Administración con fondos públicos, en los términos que la ley establezca.
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8. Los poderes públicos inspeccionarán y homologarán el sistema educativo para garantizar el cumplimiento
de las leyes.

9. Los poderes públicos ayudarán a los centros docentes que reúnan los requisitos que la ley establezca.

10. Se reconoce la autonomía de las Universidades, en los términos que la ley establezca.

Artículo 28.
1. Todos tienen derecho a sindicarse libremente. La ley podrá limitar o exceptuar el ejercicio de este derecho a
las Fuerzas o Institutos armados o a los demás Cuerpos sometidos a disciplina militar y regulará las
peculiaridades de su ejercicio para los funcionarios públicos. La libertad sindical comprende el derecho a
fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección, así como el derecho de los sindicatos a formar
confederaciones y a fundar organizaciones sindicales internacionales o a afiliarse a las mismas. Nadie podrá
ser obligado a afiliarse a un sindicato.

2. Se reconoce el derecho a la huelga de los trabajadores para la defensa de sus intereses. La ley que regule el
ejercicio de este derecho establecerá las garantías precisas para asegurar el mantenimiento de los servicios
esenciales de la comunidad.

Artículo 29.
1. Todos los españoles tendrán el derecho de petición individual y colectiva, por escrito, en la forma y con los
efectos que determine la ley.

2. Los miembros de las Fuerzas o Institutos armados o de los Cuerpos sometidos a disciplina militar podrán
ejercer este derecho sólo individualmente y con arreglo a lo dispuesto en su legislación específica.

SECCIÓN 2.ª DE LOS DERECHOS Y DEBERES DE LOS CIUDADANOS

Artículo 30.
1. Los españoles tienen el derecho y el deber de defender a España.

2. La ley fijará las obligaciones militares de los españoles y regulará, con las debidas garantías, la objeción de
conciencia, así como las demás causas de exención del servicio militar obligatorio, pudiendo imponer, en su
caso, una prestación social sustitutoria.

3. Podrá establecerse un servicio civil para el cumplimiento de fines de interés general.

4. Mediante ley podrán regularse los deberes de los ciudadanos en los casos de grave riesgo, catástrofe o
calamidad pública.

Artículo 31.
1. Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica
mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún
caso, tendrá alcance confiscatorio.

2. El gasto público realizará una asignación equitativa de los recursos públicos, y su programación y ejecución
responderán a los criterios de eficiencia y economía.

3. Sólo podrán establecerse prestaciones personales o patrimoniales de carácter público con arreglo a la ley.

Artículo 32.
1. El hombre y la mujer tienen derecho a contraer matrimonio con plena igualdad jurídica.

2. La ley regulará las formas de matrimonio, la edad y capacidad para contraerlo, los derechos y deberes de
los cónyuges, las causas de separación y disolución y sus efectos.
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Artículo 33.
1. Se reconoce el derecho a la propiedad privada y a la herencia.

2. La función social de estos derechos delimitará su contenido, de acuerdo con las leyes.

3. Nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos sino por causa justificada de utilidad pública o interés
social, mediante la correspondiente indemnización y de conformidad con lo dispuesto por las leyes.

Artículo 34.
1. Se reconoce el derecho de fundación para fines de interés general, con arreglo a la ley.

2. Regirá también para las fundaciones lo dispuesto en los apartados 2 y 4 del artículo 22.

Artículo 35.
1. Todos los españoles tienen el deber de trabajar y el derecho al trabajo, a la libre elección de profesión u
oficio, a la promoción a través del trabajo y a una remuneración suficiente para satisfacer sus necesidades y
las de su familia, sin que en ningún caso pueda hacerse discriminación por razón de sexo.

2. La ley regulará un estatuto de los trabajadores.

Artículo 36.
La ley regulará las peculiaridades propias del régimen jurídico de los Colegios Profesionales y el ejercicio de
las profesiones tituladas. La estructura interna y el funcionamiento de los Colegios deberán ser democráticos.

Artículo 37.
1. La ley garantizará el derecho a la negociación colectiva laboral entre los representantes de los trabajadores
y empresarios, así como la fuerza vinculante de los convenios.

2. Se reconoce el derecho de los trabajadores y empresarios a adoptar medidas de conflicto colectivo. La ley
que regule el ejercicio de este derecho, sin perjuicio de las limitaciones que puedan establecer, incluirá las
garantías precisas para asegurar el funcionamiento de los servicios esenciales de la comunidad.

Artículo 38.
Se reconoce la libertad de empresa en el marco de la economía de mercado. Los poderes públicos garantizan y
protegen su ejercicio y la defensa de la productividad, de acuerdo con las exigencias de la economía general y,
en su caso, de la planificación.

CAPÍTULO TERCERO DE LOS PRINCIPIOS RECTORES DE LA POLÍTICA SOCIAL Y ECONÓMICA

Artículo 39.
1. Los poderes públicos aseguran la protección social, económica y jurídica de la familia.

2. Los poderes públicos aseguran, asimismo, la protección integral de los hijos, iguales éstos ante la ley con
independencia de su filiación, y de las madres, cualquiera que sea su estado civil. La ley posibilitará la
investigación de la paternidad.

3. Los padres deben prestar asistencia de todo orden a los hijos habidos dentro o fuera del matrimonio,
durante su minoría de edad y en los demás casos en que legalmente proceda.

4. Los niños gozarán de la protección prevista en los acuerdos internacionales que velan por sus derechos.

Artículo 40.
1. Los poderes públicos promoverán las condiciones favorables para el progreso social y económico y para
una distribución de la renta regional y personal más equitativa, en el marco de una política de estabilidad
económica. De manera especial realizarán una política orientada al pleno empleo.
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2. Asimismo, los poderes públicos fomentarán una política que garantice la formación y readaptación
profesionales; velarán por la seguridad e higiene en el trabajo y garantizarán el descanso necesario, mediante
la limitación de la jornada laboral, las vacaciones periódicas retribuidas y la promoción de centros adecuados.

Artículo 41.
Los poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad Social para todos los ciudadanos, que
garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones de necesidad, especialmente en
caso de desempleo. La asistencia y prestaciones complementarias serán libres.

Artículo 42.
El Estado velará especialmente por la salvaguardia de los derechos económicos y sociales de los trabajadores
españoles en el extranjero y orientará su política hacia su retorno.

Artículo 43.
1. Se reconoce el derecho a la protección de la salud.

2. Compete a los poderes públicos organizar y tutelar la salud pública a través de medidas preventivas y de las
prestaciones y servicios necesarios. La ley establecerá los derechos y deberes de todos al respecto.

3. Los poderes públicos fomentarán la educación sanitaria, la educación física y el deporte. Asimismo
facilitarán la adecuada utilización del ocio.

Artículo 44.
1. Los poderes públicos promoverán y tutelarán el acceso a la cultura, a la que todos tienen derecho.

2. Los poderes públicos promoverán la ciencia y la investigación científica y técnica en beneficio del interés
general.

Artículo 45.
1. Todos tienen el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, así
como el deber de conservarlo.

2. Los poderes públicos velarán por la utilización racional de todos los recursos naturales, con el fin de
proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el medio ambiente, apoyándose en la
indispensable solidaridad colectiva.

3. Para quienes violen lo dispuesto en el apartado anterior, en los términos que la ley fije se establecerán
sanciones penales o, en su caso, administrativas, así como la obligación de reparar el daño causado.

Artículo 46.
Los poderes públicos garantizarán la conservación y promoverán el enriquecimiento del patrimonio histórico,
cultural y artístico de los pueblos de España y de los bienes que lo integran, cualquiera que sea su régimen
jurídico y su titularidad. La ley penal sancionará los atentados contra este patrimonio.

Artículo 47.
Todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada. Los poderes públicos
promoverán las condiciones necesarias y establecerán las normas pertinentes para hacer efectivo este
derecho, regulando la utilización del suelo de acuerdo con el interés general para impedir la especulación. La
comunidad participará en las plusvalías que genere la acción urbanística de los entes públicos.

Artículo 48.
Los poderes públicos promoverán las condiciones para la participación libre y eficaz de la juventud en el
desarrollo político, social, económico y cultural.
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Artículo 49.
1. Las personas con discapacidad ejercen los derechos previstos en este Título en condiciones de libertad e
igualdad reales y efectivas. Se regulará por ley la protección especial que sea necesaria para dicho ejercicio.

2. Los poderes públicos impulsarán las políticas que garanticen la plena autonomía personal y la inclusión
social de las personas con discapacidad, en entornos universalmente accesibles. Asimismo, fomentarán la
participación de sus organizaciones, en los términos que la ley establezca. Se atenderán particularmente las
necesidades específicas de las mujeres y los menores con discapacidad.
Se modifica por el art. único de la Reforma de 15 de febrero de 2024. Ref. BOE-A-2024-3099

Artículo 50.
Los poderes públicos garantizarán, mediante pensiones adecuadas y periódicamente actualizadas, la
suficiencia económica a los ciudadanos durante la tercera edad. Asimismo, y con independencia de las
obligaciones familiares, promoverán su bienestar mediante un sistema de servicios sociales que atenderán
sus problemas específicos de salud, vivienda, cultura y ocio.

Artículo 51.
1. Los poderes públicos garantizarán la defensa de los consumidores y usuarios, protegiendo, mediante
procedimientos eficaces, la seguridad, la salud y los legítimos intereses económicos de los mismos.

2. Los poderes públicos promoverán la información y la educación de los consumidores y usuarios,
fomentarán sus organizaciones y oirán a éstas en las cuestiones que puedan afectar a aquéllos, en los términos
que la ley establezca.

3. En el marco de lo dispuesto por los apartados anteriores, la ley regulará el comercio interior y el régimen de
autorización de productos comerciales.

Artículo 52.
La ley regulará las organizaciones profesionales que contribuyan a la defensa de los intereses económicos que
les sean propios. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.

CAPÍTULO CUARTO DE LAS GARANTÍAS DE LAS LIBERTADES Y DERECHOS FUNDAMENTALES

Artículo 53.
1. Los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo segundo del presente Título vinculan a todos los
poderes públicos. Sólo por ley, que en todo caso deberá respetar su contenido esencial, podrá regularse el
ejercicio de tales derechos y libertades, que se tutelarán de acuerdo con lo previsto en el artículo 161, 1, a).

2. Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y derechos reconocidos en el artículo 14 y la
Sección primera del Capítulo segundo ante los Tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los
principios de preferencia y sumariedad y, en su caso, a través del recurso de amparo ante el Tribunal
Constitucional. Este último recurso será aplicable a la objeción de conciencia reconocida en el artículo 30.

3. El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios reconocidos en el Capítulo tercero
informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos. Sólo podrán ser
alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que los desarrollen.

Artículo 54.
Una ley orgánica regulará la institución del Defensor del Pueblo, como alto comisionado de las Cortes
Generales, designado por éstas para la defensa de los derechos comprendidos en este Título, a cuyo efecto
podrá supervisar la actividad de la Administración, dando cuenta a las Cortes Generales.
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CAPÍTULO QUINTO DE LA SUSPENSIÓN DE LOS DERECHOS Y LIBERTADES

Artículo 55.
1. Los derechos reconocidos en los artículos 17, 18, apartados 2 y 3, artículos 19, 20, apartados 1, a) y d), y 5,
artículos 21, 28, apartado 2, y artículo 37, apartado 2, podrán ser suspendidos cuando se acuerde la
declaración del estado de excepción o de sitio en los términos previstos en la Constitución. Se exceptúa de lo
establecido anteriormente el apartado 3 del artículo 17 para el supuesto de declaración de estado de excepción.

2. Una ley orgánica podrá determinar la forma y los casos en los que, de forma individual y con la necesaria
intervención judicial y el adecuado control parlamentario, los derechos reconocidos en los artículos 17,
apartado 2, y 18, apartados 2 y 3, pueden ser suspendidos para personas determinadas, en relación con las
investigaciones correspondientes a la actuación de bandas armadas o elementos terroristas. La utilización
injustificada o abusiva de las facultades reconocidas en dicha ley orgánica producirá responsabilidad penal,
como violación de los derechos y libertades reconocidos por las leyes.

TÍTULO II DE LA CORONA

Artículo 56.
1. El Rey es el Jefe del Estado, símbolo de su unidad y permanencia, arbitra y modera el funcionamiento
regular de las instituciones, asume la más alta representación del Estado español en las relaciones
internacionales, especialmente con las naciones de su comunidad histórica, y ejerce las funciones que le
atribuyen expresamente la Constitución y las leyes.

2. Su título es el de Rey de España y podrá utilizar los demás que correspondan a la Corona.

3. La persona del Rey es inviolable y no está sujeta a responsabilidad. Sus actos estarán siempre refrendados
en la forma establecida en el artículo 64, careciendo de validez sin dicho refrendo, salvo lo dispuesto en el
artículo 65, 2.

Artículo 57.
1. La Corona de España es hereditaria en los sucesores de S. M. Don Juan Carlos I de Borbón, legítimo
heredero de la dinastía histórica. La sucesión en el trono seguirá el orden regular de primogenitura y
representación, siendo preferida siempre la línea anterior a las posteriores; en la misma línea, el grado más
próximo al más remoto; en el mismo grado, el varón a la mujer, y en el mismo sexo, la persona de más edad a
la de menos.

2. El Príncipe heredero, desde su nacimiento o desde que se produzca el hecho que origine el llamamiento,
tendrá la dignidad de Príncipe de Asturias y los demás títulos vinculados tradicionalmente al sucesor de la
Corona de España.

3. Extinguidas todas las líneas llamadas en Derecho, las Cortes Generales proveerán a la sucesión en la Corona
en la forma que más convenga a los intereses de España.

4. Aquellas personas que teniendo derecho a la sucesión en el trono contrajeren matrimonio contra la expresa
prohibición del Rey y de las Cortes Generales, quedarán excluidas en la sucesión a la Corona por sí y sus
descendientes.

5. Las abdicaciones y renuncias y cualquier duda de hecho o de derecho que ocurra en el orden de sucesión a
la Corona se resolverán por una ley orgánica.

Artículo 58.
La Reina consorte o el consorte de la Reina no podrán asumir funciones constitucionales, salvo lo dispuesto
para la Regencia.
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Artículo 59.
1. Cuando el Rey fuere menor de edad, el padre o la madre del Rey y, en su defecto, el pariente mayor de edad
más próximo a suceder en la Corona, según el orden establecido en la Constitución, entrará a ejercer
inmediatamente la Regencia y la ejercerá durante el tiempo de la minoría de edad del Rey.

2. Si el Rey se inhabilitare para el ejercicio de su autoridad y la imposibilidad fuere reconocida por las Cortes
Generales, entrará a ejercer inmediatamente la Regencia el Príncipe heredero de la Corona, si fuere mayor de
edad. Si no lo fuere, se procederá de la manera prevista en el apartado anterior, hasta que el Príncipe heredero
alcance la mayoría de edad.

3. Si no hubiere ninguna persona a quien corresponda la Regencia, ésta será nombrada por las Cortes
Generales, y se compondrá de una, tres o cinco personas.

4. Para ejercer la Regencia es preciso ser español y mayor de edad.

5. La Regencia se ejercerá por mandato constitucional y siempre en nombre del Rey.

Artículo 60.
1. Será tutor del Rey menor la persona que en su testamento hubiese nombrado el Rey difunto, siempre que
sea mayor de edad y español de nacimiento; si no lo hubiese nombrado, será tutor el padre o la madre
mientras permanezcan viudos. En su defecto, lo nombrarán las Cortes Generales, pero no podrán acumularse
los cargos de Regente y de tutor sino en el padre, madre o ascendientes directos del Rey.

2. El ejercicio de la tutela es también incompatible con el de todo cargo o representación política.

Artículo 61.
1. El Rey, al ser proclamado ante las Cortes Generales, prestará juramento de desempeñar fielmente sus
funciones, guardar y hacer guardar la Constitución y las leyes y respetar los derechos de los ciudadanos y de
las Comunidades Autónomas.

2. El Príncipe heredero, al alcanzar la mayoría de edad, y el Regente o Regentes al hacerse cargo de sus
funciones, prestarán el mismo juramento, así como el de fidelidad al Rey.

Artículo 62.
Corresponde al Rey:

a) Sancionar y promulgar las leyes.

b) Convocar y disolver las Cortes Generales y convocar elecciones en los términos previstos en la Constitución.

c) Convocar a referéndum en los casos previstos en la Constitución.

d) Proponer el candidato a Presidente del Gobierno y, en su caso, nombrarlo, así como poner fin a sus
funciones en los términos previstos en la Constitución.

e) Nombrar y separar a los miembros del Gobierno, a propuesta de su Presidente.

f) Expedir los decretos acordados en el Consejo de Ministros, conferir los empleos civiles y militares y
conceder honores y distinciones con arreglo a las leyes.

g) Ser informado de los asuntos de Estado y presidir, a estos efectos, las sesiones del Consejo de Ministros,
cuando lo estime oportuno, a petición del Presidente del Gobierno.

h) El mando supremo de las Fuerzas Armadas.

i) Ejercer el derecho de gracia con arreglo a la ley, que no podrá autorizar indultos generales.

j) El Alto Patronazgo de las Reales Academias.
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Artículo 63.
1. El Rey acredita a los embajadores y otros representantes diplomáticos. Los representantes extranjeros en
España están acreditados ante él.

2. Al Rey corresponde manifestar el consentimiento del Estado para obligarse internacionalmente por medio
de tratados, de conformidad con la Constitución y las leyes.

3. Al Rey corresponde, previa autorización de las Cortes Generales, declarar la guerra y hacer la paz.

Artículo 64.
1. Los actos del Rey serán refrendados por el Presidente del Gobierno y, en su caso, por los Ministros
competentes. La propuesta y el nombramiento del Presidente del Gobierno, y la disolución prevista en el
artículo 99, serán refrendados por el Presidente del Congreso.

2. De los actos del Rey serán responsables las personas que los refrenden.

Artículo 65.
1. El Rey recibe de los Presupuestos del Estado una cantidad global para el sostenimiento de su Familia y Casa,
y distribuye libremente la misma.

2. El Rey nombra y releva libremente a los miembros civiles y militares de su Casa.

TÍTULO III DE LAS CORTES GENERALES

CAPÍTULO PRIMERO DE LAS CÁMARAS

Artículo 66.
1. Las Cortes Generales representan al pueblo español y están formadas por el Congreso de los Diputados y el
Senado.

2. Las Cortes Generales ejercen la potestad legislativa del Estado, aprueban sus Presupuestos, controlan la
acción del Gobierno y tienen las demás competencias que les atribuya la Constitución.

3. Las Cortes Generales son inviolables.

Artículo 67.
1. Nadie podrá ser miembro de las dos Cámaras simultáneamente, ni acumular el acta de una Asamblea de
Comunidad Autónoma con la de Diputado al Congreso.

2. Los miembros de las Cortes Generales no estarán ligados por mandato imperativo.

3. Las reuniones de Parlamentarios que se celebren sin convocatoria reglamentaria no vincularán a las
Cámaras, y no podrán ejercer sus funciones ni ostentar sus privilegios.

Artículo 68.
1. El Congreso se compone de un mínimo de 300 y un máximo de 400 Diputados, elegidos por sufragio
universal, libre, igual, directo y secreto, en los términos que establezca la ley.

2. La circunscripción electoral es la provincia. Las poblaciones de Ceuta y Melilla estarán representadas cada
una de ellas por un Diputado. La ley distribuirá el número total de Diputados, asignando una representación
mínima inicial a cada circunscripción y distribuyendo los demás en proporción a la población.

3. La elección se verificará en cada circunscripción atendiendo a criterios de representación proporcional.

4. El Congreso es elegido por cuatro años. El mandato de los Diputados termina cuatro años después de su
elección o el día de la disolución de la Cámara.

5. Son electores y elegibles todos los españoles que estén en pleno uso de sus derechos políticos. La ley
reconocerá y el Estado facilitará el ejercicio del derecho de sufragio a los españoles que se encuentren fuera
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del territorio de España.

6. Las elecciones tendrán lugar entre los treinta días y sesenta días desde la terminación del mandato. El
Congreso electo deberá ser convocado dentro de los veinticinco días siguientes a la celebración de las
elecciones.

Artículo 69.
1. El Senado es la Cámara de representación territorial.

2. En cada provincia se elegirán cuatro Senadores por sufragio universal, libre, igual, directo y secreto por los
votantes de cada una de ellas, en los términos que señale una ley orgánica.

3. En las provincias insulares, cada isla con Cabildo o Consejo Insular constituirá una circunscripción a
efectos de elección de Senadores, correspondiendo tres a cada una de las islas mayores −Gran Canaria,
Mallorca y Tenerife− y uno a cada una de las siguientes islas: Ibiza, Formentera, Menorca, Fuerteventura, La
Gomera, El Hierro, Lanzarote y La Palma.

4. Las poblaciones de Ceuta y Melilla elegirán cada una de ellas dos Senadores.

5. Las Comunidades Autónomas designarán además un Senador y otro más por cada millón de habitantes de
su respectivo territorio. La designación corresponderá a la Asamblea legislativa o, en su defecto, al órgano
colegiado superior de la Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo que establezcan los Estatutos, que
asegurarán, en todo caso, la adecuada representación proporcional.

6. El Senado es elegido por cuatro años. El mandato de los Senadores termina cuatro años después de su
elección o el día de la disolución de la Cámara.

Se modifica el apartado 3 por el art. único de la Reforma de 19 de mayo de 2026. Ref. BOE-A-2026-10881 La eficacia de la creación de las 
circunscripciones electorales de Ibiza y Formentera quedará pospuesta hasta la convocatoria de las primeras elecciones al Senado que se 
celebren tras la entrada en vigor de la citada Reforma, según establece su disposición transitoria única.

Artículo 70.
1. La ley electoral determinará las causas de inelegibilidad e incompatibilidad de los Diputados y Senadores,
que comprenderán, en todo caso:

a) A los componentes del Tribunal Constitucional.

b) A los altos cargos de la Administración del Estado que determine la ley, con la excepción de los
miembros del Gobierno.

c) Al Defensor del Pueblo.

d) A los Magistrados, Jueces y Fiscales en activo.

e) A los militares profesionales y miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y Policía en activo.

f) A los miembros de las Juntas Electorales.

2. La validez de las actas y credenciales de los miembros de ambas Cámaras estará sometida al control
judicial, en los términos que establezca la ley electoral.

Artículo 71.
1. Los Diputados y Senadores gozarán de inviolabilidad por las opiniones manifestadas en el ejercicio de sus
funciones.

2. Durante el período de su mandato los Diputados y Senadores gozarán asimismo de inmunidad y sólo
podrán ser detenidos en caso de flagrante delito. No podrán ser inculpados ni procesados sin la previa
autorización de la Cámara respectiva.

3. En las causas contra Diputados y Senadores será competente la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.

4. Los Diputados y Senadores percibirán una asignación que será fijada por las respectivas Cámaras.
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Artículo 72.
1. Las Cámaras establecen sus propios Reglamentos, aprueban autónomamente sus presupuestos y, de común
acuerdo, regulan el Estatuto del Personal de las Cortes Generales. Los Reglamentos y su reforma serán
sometidos a una votación final sobre su totalidad, que requerirá la mayoría absoluta.

2. Las Cámaras eligen sus respectivos Presidentes y los demás miembros de sus Mesas. Las sesiones conjuntas
serán presididas por el Presidente del Congreso y se regirán por un Reglamento de las Cortes Generales
aprobado por mayoría absoluta de cada Cámara.

3. Los Presidentes de las Cámaras ejercen en nombre de las mismas todos los poderes administrativos y
facultades de policía en el interior de sus respectivas sedes.

Artículo 73.
1. Las Cámaras se reunirán anualmente en dos períodos ordinarios de sesiones: el primero, de septiembre a
diciembre, y el segundo, de febrero a junio.

2. Las Cámaras podrán reunirse en sesiones extraordinarias a petición del Gobierno, de la Diputación
Permanente o de la mayoría absoluta de los miembros de cualquiera de las Cámaras. Las sesiones
extraordinarias deberán convocarse sobre un orden del día determinado y serán clausuradas una vez que éste
haya sido agotado.

Artículo 74.
1. Las Cámaras se reunirán en sesión conjunta para ejercer las competencias no legislativas que el Título II
atribuye expresamente a las Cortes Generales.

2. Las decisiones de las Cortes Generales previstas en los artículos 94, 1, 145, 2 y 158, 2, se adoptarán por
mayoría de cada una de las Cámaras. En el primer caso, el procedimiento se iniciará por el Congreso, y en los
otros dos, por el Senado. En ambos casos, si no hubiera acuerdo entre Senado y Congreso, se intentará
obtener por una Comisión Mixta compuesta de igual número de Diputados y Senadores. La Comisión
presentará un texto que será votado por ambas Cámaras. Si no se aprueba en la forma establecida, decidirá el
Congreso por mayoría absoluta.

Artículo 75.
1. Las Cámaras funcionarán en Pleno y por Comisiones.

2. Las Cámaras podrán delegar en las Comisiones Legislativas Permanentes la aprobación de proyectos o
proposiciones de ley. El Pleno podrá, no obstante, recabar en cualquier momento el debate y votación de
cualquier proyecto o proposición de ley que haya sido objeto de esta delegación.

3. Quedan exceptuados de lo dispuesto en el apartado anterior la reforma constitucional, las cuestiones
internacionales, las leyes orgánicas y de bases y los Presupuestos Generales del Estado.

Artículo 76.
1. El Congreso y el Senado, y, en su caso, ambas Cámaras conjuntamente, podrán nombrar Comisiones de
investigación sobre cualquier asunto de interés público. Sus conclusiones no serán vinculantes para los
Tribunales, ni afectarán a las resoluciones judiciales, sin perjuicio de que el resultado de la investigación sea
comunicado al Ministerio Fiscal para el ejercicio, cuando proceda, de las acciones oportunas.

2. Será obligatorio comparecer a requerimiento de las Cámaras. La ley regulará las sanciones que puedan
imponerse por incumplimiento de esta obligación.
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Artículo 77.
1. Las Cámaras pueden recibir peticiones individuales y colectivas, siempre por escrito, quedando prohibida
la presentación directa por manifestaciones ciudadanas.

2. Las Cámaras pueden remitir al Gobierno las peticiones que reciban. El Gobierno está obligado a explicarse
sobre su contenido, siempre que las Cámaras lo exijan.

Artículo 78.
1. En cada Cámara habrá una Diputación Permanente compuesta por un mínimo de veintiún miembros, que
representarán a los grupos parlamentarios, en proporción a su importancia numérica.

2. Las Diputaciones Permanentes estarán presididas por el Presidente de la Cámara respectiva y tendrán como
funciones la prevista en el artículo 73, la de asumir las facultades que correspondan a las Cámaras, de acuerdo
con los artículos 86 y 116, en caso de que éstas hubieren sido disueltas o hubiere expirado su mandato y la de
velar por los poderes de las Cámaras cuando éstas no estén reunidas.

3. Expirado el mandato o en caso de disolución, las Diputaciones Permanentes seguirán ejerciendo sus
funciones hasta la constitución de las nuevas Cortes Generales.

4. Reunida la Cámara correspondiente, la Diputación Permanente dará cuenta de los asuntos tratados y de sus
decisiones.

Artículo 79.
1. Para adoptar acuerdos, las Cámaras deben estar reunidas reglamentariamente y con asistencia de la
mayoría de sus miembros.

2. Dichos acuerdos, para ser válidos, deberán ser aprobados por la mayoría de los miembros presentes, sin
perjuicio de las mayorías especiales que establezcan la Constitución o las leyes orgánicas y las que para
elección de personas establezcan los Reglamentos de las Cámaras.

3. El voto de Senadores y Diputados es personal e indelegable.

Artículo 80.
Las sesiones plenarias de las Cámaras serán públicas, salvo acuerdo en contrario de cada Cámara, adoptado
por mayoría absoluta o con arreglo al Reglamento.

TÍTULO IV DEL GOBIERNO Y DE LA ADMINISTRACIÓN

Artículo 98.
1. El Gobierno se compone del Presidente, de los Vicepresidentes, en su caso, de los Ministros y de los demás
miembros que establezca la ley.

2. El Presidente dirige la acción del Gobierno y coordina las funciones de los demás miembros del mismo, sin
perjuicio de la competencia y responsabilidad directa de éstos en su gestión.

3. Los miembros del Gobierno no podrán ejercer otras funciones representativas que las propias del mandato
parlamentario, ni cualquier otra función pública que no derive de su cargo, ni actividad profesional o
mercantil alguna.

4. La ley regulará el estatuto e incompatibilidades de los miembros del Gobierno.

Artículo 99.
1. Después de cada renovación del Congreso de los Diputados, y en los demás supuestos constitucionales en
que así proceda, el Rey, previa consulta con los representantes designados por los Grupos políticos con
representación parlamentaria, y a través del Presidente del Congreso, propondrá un candidato a la
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Presidencia del Gobierno.

2. El candidato propuesto conforme a lo previsto en el apartado anterior expondrá ante el Congreso de los
Diputados el programa político del Gobierno que pretenda formar y solicitará la confianza de la Cámara.

3. Si el Congreso de los Diputados, por el voto de la mayoría absoluta de sus miembros, otorgare su confianza a
dicho candidato, el Rey le nombrará Presidente. De no alcanzarse dicha mayoría, se someterá la misma
propuesta a nueva votación cuarenta y ocho horas después de la anterior, y la confianza se entenderá otorgada
si obtuviere la mayoría simple.

4. Si efectuadas las citadas votaciones no se otorgase la confianza para la investidura, se tramitarán sucesivas
propuestas en la forma prevista en los apartados anteriores.

5. Si transcurrido el plazo de dos meses, a partir de la primera votación de investidura, ningún candidato
hubiere obtenido la confianza del Congreso, el Rey disolverá ambas Cámaras y convocará nuevas elecciones
con el refrendo del Presidente del Congreso.

Artículo 100.
Los demás miembros del Gobierno serán nombrados y separados por el Rey, a propuesta de su Presidente.

Artículo 101.
1. El Gobierno cesa tras la celebración de elecciones generales, en los casos de pérdida de la confianza
parlamentaria previstos en la Constitución, o por dimisión o fallecimiento de su Presidente.

2. El Gobierno cesante continuará en funciones hasta la toma de posesión del nuevo Gobierno.

Artículo 102.
1. La responsabilidad criminal del Presidente y los demás miembros del Gobierno será exigible, en su caso,
ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.

2. Si la acusación fuere por traición o por cualquier delito contra la seguridad del Estado en el ejercicio de sus
funciones, sólo podrá ser planteada por iniciativa de la cuarta parte de los miembros del Congreso, y con la
aprobación de la mayoría absoluta del mismo.

3. La prerrogativa real de gracia no será aplicable a ninguno de los supuestos del presente artículo.

TÍTULO V DE LAS RELACIONES ENTRE EL GOBIERNO Y LAS CORTES GENERALES

Artículo 108.
El Gobierno responde solidariamente en su gestión política ante el Congreso de los Diputados.

Artículo 109.
Las Cámaras y sus Comisiones podrán recabar, a través de los Presidentes de aquéllas, la información y ayuda
que precisen del Gobierno y de sus Departamentos y de cualesquiera autoridades del Estado y de las
Comunidades Autónomas.

Artículo 110.
1. Las Cámaras y sus Comisiones pueden reclamar la presencia de los miembros del Gobierno.

2. Los miembros del Gobierno tienen acceso a las sesiones de las Cámaras y a sus Comisiones y la facultad de
hacerse oír en ellas, y podrán solicitar que informen ante las mismas funcionarios de sus Departamentos.

Artículo 111.
1. El Gobierno y cada uno de sus miembros están sometidos a las interpelaciones y preguntas que se le
formulen en las Cámaras. Para esta clase de debate los Reglamentos establecerán un tiempo mínimo semanal.

2. Toda interpelación podrá dar lugar a una moción en la que la Cámara manifieste su posición.
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Artículo 112.
El Presidente del Gobierno, previa deliberación del Consejo de Ministros, puede plantear ante el Congreso de
los Diputados la cuestión de confianza sobre su programa o sobre una declaración de política general. La
confianza se entenderá otorgada cuando vote a favor de la misma la mayoría simple de los Diputados.

Artículo 113.
1. El Congreso de los Diputados puede exigir la responsabilidad política del Gobierno mediante la adopción
por mayoría absoluta de la moción de censura.

2. La moción de censura deberá ser propuesta al menos por la décima parte de los Diputados, y habrá de
incluir un candidato a la Presidencia del Gobierno.

3. La moción de censura no podrá ser votada hasta que transcurran cinco días desde su presentación. En los
dos primeros días de dicho plazo podrán presentarse mociones alternativas.

4. Si la moción de censura no fuere aprobada por el Congreso, sus signatarios no podrán presentar otra
durante el mismo período de sesiones.

Artículo 114.
1. Si el Congreso niega su confianza al Gobierno, éste presentará su dimisión al Rey, procediéndose a
continuación a la designación de Presidente del Gobierno, según lo dispuesto en el artículo 99.

2. Si el Congreso adopta una moción de censura, el Gobierno presentará su dimisión al Rey y el candidato
incluido en aquélla se entenderá investido de la confianza de la Cámara a los efectos previstos en el artículo
99. El Rey le nombrará Presidente del Gobierno.

Artículo 115.
1. El Presidente del Gobierno, previa deliberación del Consejo de Ministros, y bajo su exclusiva
responsabilidad, podrá proponer la disolución del Congreso, del Senado o de las Cortes Generales, que será
decretada por el Rey. El decreto de disolución fijará la fecha de las elecciones.

2. La propuesta de disolución no podrá presentarse cuando esté en trámite una moción de censura.

3. No procederá nueva disolución antes de que transcurra un año desde la anterior, salvo lo dispuesto en el
artículo 99, apartado 5.

Artículo 116.
1. Una ley orgánica regulará los estados de alarma, de excepción y de sitio, y las competencias y limitaciones
correspondientes.

2. El estado de alarma será declarado por el Gobierno mediante decreto acordado en Consejo de Ministros por
un plazo máximo de quince días, dando cuenta al Congreso de los Diputados, reunido inmediatamente al
efecto y sin cuya autorización no podrá ser prorrogado dicho plazo. El decreto determinará el ámbito
territorial a que se extienden los efectos de la declaración.

3. El estado de excepción será declarado por el Gobierno mediante decreto acordado en Consejo de Ministros,
previa autorización del Congreso de los Diputados. La autorización y proclamación del estado de excepción
deberá determinar expresamente los efectos del mismo, el ámbito territorial a que se extiende y su duración,
que no podrá exceder de treinta días, prorrogables por otro plazo igual, con los mismos requisitos.

4. El estado de sitio será declarado por la mayoría absoluta del Congreso de los Diputados, a propuesta
exclusiva del Gobierno. El Congreso determinará su ámbito territorial, duración y condiciones.

5. No podrá procederse a la disolución del Congreso mientras estén declarados algunos de los estados
comprendidos en el presente artículo, quedando automáticamente convocadas las Cámaras si no estuvieren
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en período de sesiones. Su funcionamiento, así como el de los demás poderes constitucionales del Estado, no
podrán interrumpirse durante la vigencia de estos estados. Disuelto el Congreso o expirado su mandato, si se
produjere alguna de las situaciones que dan lugar a cualquiera de dichos estados, las competencias del
Congreso serán asumidas por su Diputación Permanente.

6. La declaración de los estados de alarma, de excepción y de sitio no modificarán el principio de
responsabilidad del Gobierno y de sus agentes reconocidos en la Constitución y en las leyes.

TÍTULO VI DEL PODER JUDICIAL

Artículo 117.
1. La justicia emana del pueblo y se administra en nombre del Rey por Jueces y Magistrados integrantes del
poder judicial, independientes, inamovibles, responsables y sometidos únicamente al imperio de la ley.

2. Los Jueces y Magistrados no podrán ser separados, suspendidos, trasladados ni jubilados, sino por alguna
de las causas y con las garantías previstas en la ley.

3. El ejercicio de la potestad jurisdiccional en todo tipo de procesos, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado,
corresponde exclusivamente a los Juzgados y Tribunales determinados por las leyes, según las normas de
competencia y procedimiento que las mismas establezcan.

4. Los Juzgados y Tribunales no ejercerán más funciones que las señaladas en el apartado anterior y las que
expresamente les sean atribuidas por ley en garantía de cualquier derecho.

5. El principio de unidad jurisdiccional es la base de la organización y funcionamiento de los Tribunales. La
ley regulará el ejercicio de la jurisdicción militar en el ámbito estrictamente castrense y en los supuestos de
estado de sitio, de acuerdo con los principios de la Constitución.

6. Se prohíben los Tribunales de excepción.

Artículo 118.
Es obligado cumplir las sentencias y demás resoluciones firmes de los Jueces y Tribunales, así como prestar la
colaboración requerida por éstos en el curso del proceso y en la ejecución de lo resuelto.

Artículo 119.
La justicia será gratuita cuando así lo disponga la ley y, en todo caso, respecto de quienes acrediten
insuficiencia de recursos para litigar.

Artículo 120.
1. Las actuaciones judiciales serán públicas, con las excepciones que prevean las leyes de procedimiento.

2. El procedimiento será predominantemente oral, sobre todo en materia criminal.

3. Las sentencias serán siempre motivadas y se pronunciarán en audiencia pública.

Artículo 121.
Los daños causados por error judicial, así como los que sean consecuencia del funcionamiento anormal de la
Administración de Justicia, darán derecho a una indemnización a cargo del Estado, conforme a la ley.

Artículo 122.
1. La ley orgánica del poder judicial determinará la constitución, funcionamiento y gobierno de los Juzgados y
Tribunales, así como el estatuto jurídico de los Jueces y Magistrados de carrera, que formarán un Cuerpo
único, y del personal al servicio de la Administración de Justicia.

2. El Consejo General del Poder Judicial es el órgano de gobierno del mismo. La ley orgánica establecerá su
estatuto y el régimen de incompatibilidades de sus miembros y sus funciones, en particular en materia de

CE · arts. 116-122Tema 1 · La Constitución Española de 1978. Estructura y contenido esencial. La constitucionalización del principio de estabi…

1

TEMARIO Técnico/a Administración Especial Control Interno (79 de 100 temas) · Ayuntamiento de Inca · oposicionesexpress.com pág. 28



nombramientos, ascensos, inspección y régimen disciplinario.

3. El Consejo General del Poder Judicial estará integrado por el Presidente del Tribunal Supremo, que lo
presidirá, y por veinte miembros nombrados por el Rey por un período de cinco años. De éstos, doce entre
Jueces y Magistrados de todas las categorías judiciales, en los términos que establezca la ley orgánica; cuatro a
propuesta del Congreso de los Diputados, y cuatro a propuesta del Senado, elegidos en ambos casos por
mayoría de tres quintos de sus miembros, entre abogados y otros juristas, todos ellos de reconocida
competencia y con más de quince años de ejercicio en su profesión.

Artículo 123.
1. El Tribunal Supremo, con jurisdicción en toda España, es el órgano jurisdiccional superior en todos los
órdenes, salvo lo dispuesto en materia de garantías constitucionales.

2. El Presidente del Tribunal Supremo será nombrado por el Rey, a propuesta del Consejo General del Poder
Judicial, en la forma que determine la ley.

Artículo 124.
1. El Ministerio Fiscal, sin perjuicio de las funciones encomendadas a otros órganos, tiene por misión
promover la acción de la justicia en defensa de la legalidad, de los derechos de los ciudadanos y del interés
público tutelado por la ley, de oficio o a petición de los interesados, así como velar por la independencia de los
Tribunales y procurar ante éstos la satisfacción del interés social.

2. El Ministerio Fiscal ejerce sus funciones por medio de órganos propios conforme a los principios de unidad
de actuación y dependencia jerárquica y con sujeción, en todo caso, a los de legalidad e imparcialidad.

3. La ley regulará el estatuto orgánico del Ministerio Fiscal.

4. El Fiscal General del Estado será nombrado por el Rey, a propuesta del Gobierno, oído el Consejo General
del Poder Judicial.

Artículo 125.
Los ciudadanos podrán ejercer la acción popular y participar en la Administración de Justicia mediante la
institución del Jurado, en la forma y con respecto a aquellos procesos penales que la ley determine, así como
en los Tribunales consuetudinarios y tradicionales.

Artículo 126.
La policía judicial depende de los Jueces, de los Tribunales y del Ministerio Fiscal en sus funciones de
averiguación del delito y descubrimiento y aseguramiento del delincuente, en los términos que la ley
establezca.

Artículo 127.
1. Los Jueces y Magistrados así como los Fiscales, mientras se hallen en activo, no podrán desempeñar otros
cargos públicos, ni pertenecer a partidos políticos o sindicatos. La ley establecerá el sistema y modalidades de
asociación profesional de los Jueces, Magistrados y Fiscales.

2. La ley establecerá el régimen de incompatibilidades de los miembros del poder judicial, que deberá
asegurar la total independencia de los mismos.

TÍTULO VII ECONOMÍA Y HACIENDA

Artículo 129.
1. La ley establecerá las formas de participación de los interesados en la Seguridad Social y en la actividad de
los organismos públicos cuya función afecte directamente a la calidad de la vida o al bienestar general.
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2. Los poderes públicos promoverán eficazmente las diversas formas de participación en la empresa y
fomentarán, mediante una legislación adecuada, las sociedades cooperativas. También establecerán los
medios que faciliten el acceso de los trabajadores a la propiedad de los medios de producción.

Artículo 130.
1. Los poderes públicos atenderán a la modernización y desarrollo de todos los sectores económicos y, en
particular, de la agricultura, de la ganadería, de la pesca y de la artesanía, a fin de equiparar el nivel de vida de
todos los españoles.

2. Con el mismo fin, se dispensará un tratamiento especial a las zonas de montaña.

Artículo 131.
1. El Estado, mediante ley, podrá planificar la actividad económica general para atender a las necesidades
colectivas, equilibrar y armonizar el desarrollo regional y sectorial y estimular el crecimiento de la renta y de
la riqueza y su más justa distribución.

2. El Gobierno elaborará los proyectos de planificación, de acuerdo con las previsiones que le sean
suministradas por las Comunidades Autónomas y el asesoramiento y colaboración de los sindicatos y otras
organizaciones profesionales, empresariales y económicas. A tal fin se constituirá un Consejo, cuya
composición y funciones se desarrollarán por ley.

Artículo 132.
1. La ley regulará el régimen jurídico de los bienes de dominio público y de los comunales, inspirándose en
los principios de inalienabilidad, imprescriptibilidad e inembargabilidad, así como su desafectación.

2. Son bienes de dominio público estatal los que determine la ley y, en todo caso, la zona marítimo-terrestre,
las playas, el mar territorial y los recursos naturales de la zona económica y la plataforma continental.

3. Por ley se regularán el Patrimonio del Estado y el Patrimonio Nacional, su administración, defensa y
conservación.

Artículo 134.
1. Corresponde al Gobierno la elaboración de los Presupuestos Generales del Estado y a las Cortes Generales,
su examen, enmienda y aprobación.

2. Los Presupuestos Generales del Estado tendrán carácter anual, incluirán la totalidad de los gastos e ingresos
del sector público estatal y en ellos se consignará el importe de los beneficios fiscales que afecten a los
tributos del Estado.

3. El Gobierno deberá presentar ante el Congreso de los Diputados los Presupuestos Generales del Estado al
menos tres meses antes de la expiración de los del año anterior.

4. Si la Ley de Presupuestos no se aprobara antes del primer día del ejercicio económico correspondiente, se
considerarán automáticamente prorrogados los Presupuestos del ejercicio anterior hasta la aprobación de los
nuevos.

5. Aprobados los Presupuestos Generales del Estado, el Gobierno podrá presentar proyectos de ley que
impliquen aumento del gasto público o disminución de los ingresos correspondientes al mismo ejercicio
presupuestario.

6. Toda proposición o enmienda que suponga aumento de los créditos o disminución de los ingresos
presupuestarios requerirá la conformidad del Gobierno para su tramitación.

7. La Ley de Presupuestos no puede crear tributos. Podrá modificarlos cuando una ley tributaria sustantiva así
lo prevea.
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Artículo 135.
1. Todas las Administraciones Públicas adecuarán sus actuaciones al principio de estabilidad presupuestaria.

2. El Estado y las Comunidades Autónomas no podrán incurrir en un déficit estructural que supere los
márgenes establecidos, en su caso, por la Unión Europea para sus Estados Miembros. Una ley orgánica fijará
el déficit estructural máximo permitido al Estado y a las Comunidades Autónomas, en relación con su
producto interior bruto. Las Entidades Locales deberán presentar equilibrio presupuestario.

3. El Estado y las Comunidades Autónomas habrán de estar autorizados por ley para emitir deuda pública o
contraer crédito. Los créditos para satisfacer los intereses y el capital de la deuda pública de las
Administraciones se entenderán siempre incluidos en el estado de gastos de sus presupuestos y su pago
gozará de prioridad absoluta. Estos créditos no podrán ser objeto de enmienda o modificación, mientras se
ajusten a las condiciones de la ley de emisión. El volumen de deuda pública del conjunto de las
Administraciones Públicas en relación con el producto interior bruto del Estado no podrá superar el valor de
referencia establecido en el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.

4. Los límites de déficit estructural y de volumen de deuda pública sólo podrán superarse en caso de
catástrofes naturales, recesión económica o situaciones de emergencia extraordinaria que escapen al control
del Estado y perjudiquen considerablemente la situación financiera o la sostenibilidad económica o social del
Estado, apreciadas por la mayoría absoluta de los miembros del Congreso de los Diputados.

5. Una ley orgánica desarrollará los principios a que se refiere este artículo, así como la participación, en los
procedimientos respectivos, de los órganos de coordinación institucional entre las Administraciones Públicas
en materia de política fiscal y financiera. En todo caso, regulará:

a) La distribución de los límites de déficit y de deuda entre las distintas Administraciones Públicas, los
supuestos excepcionales de superación de los mismos y la forma y plazo de corrección de las desviaciones
que sobre uno y otro pudieran producirse.

b) La metodología y el procedimiento para el cálculo del déficit estructural.

c) La responsabilidad de cada Administración Pública en caso de incumplimiento de los objetivos de
estabilidad presupuestaria.

6. Las Comunidades Autónomas, de acuerdo con sus respectivos Estatutos y dentro de los límites a que se
refiere este artículo, adoptarán las disposiciones que procedan para la aplicación efectiva del principio de
estabilidad en sus normas y decisiones presupuestarias.

Se modifica por el art. único de la Reforma de 27 de septiembre de 2011. Ref. BOE-A-2011-15210. Los límites de déficit estructural establecidos 
en el apartado 2 entran en vigor a partir de 2020, según establece la disposición adicional única.3.

Artículo 136.
1. El Tribunal de Cuentas es el supremo órgano fiscalizador de las cuentas y de la gestión económica de
Estado, así como del sector público. Dependerá directamente de las Cortes Generales y ejercerá sus funciones
por delegación de ellas en el examen y comprobación de la Cuenta General del Estado.

2. Las cuentas del Estado y del sector público estatal se rendirán al Tribunal de Cuentas y serán censuradas
por éste. El Tribunal de Cuentas, sin perjuicio de su propia jurisdicción, remitirá a las Cortes Generales un
informe anual en el que, cuando proceda, comunicará las infracciones o responsabilidades en que, a su juicio,
se hubiere incurrido.

3. Los miembros del Tribunal de Cuentas gozarán de la misma independencia e inamovilidad y estarán
sometidos a las mismas incompatibilidades que los Jueces.

4. Una ley orgánica regulará la composición, organización y funciones del Tribunal de Cuentas.
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TÍTULO IX DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Artículo 159.
1. El Tribunal Constitucional se compone de 12 miembros nombrados por el Rey; de ellos, cuatro a propuesta
del Congreso por mayoría de tres quintos de sus miembros; cuatro a propuesta del Senado, con idéntica
mayoría; dos a propuesta del Gobierno, y dos a propuesta del Consejo General del Poder Judicial.

2. Los miembros del Tribunal Constitucional deberán ser nombrados entre Magistrados y Fiscales, Profesores
de Universidad, funcionarios públicos y Abogados, todos ellos juristas de reconocida competencia con más de
quince años de ejercicio profesional.

3. Los miembros del Tribunal Constitucional serán designados por un período de nueve años y se renovarán
por terceras partes cada tres.

4. La condición de miembro del Tribunal Constitucional es incompatible: con todo mandato representativo;
con los cargos políticos o administrativos; con el desempeño de funciones directivas en un partido político o
en un sindicato y con el empleo al servicio de los mismos; con el ejercicio de las carreras judicial y fiscal, y
con cualquier actividad profesional o mercantil. En lo demás los miembros del Tribunal Constitucional
tendrán las incompatibilidades propias de los miembros del poder judicial.

5. Los miembros del Tribunal Constitucional serán independientes e inamovibles en el ejercicio de su
mandato.

Artículo 160.
El Presidente del Tribunal Constitucional será nombrado entre sus miembros por el Rey, a propuesta del
mismo Tribunal en pleno y por un período de tres años.

Artículo 161.
1. El Tribunal Constitucional tiene jurisdicción en todo el territorio español y es competente para conocer:

a) Del recurso de inconstitucionalidad contra leyes y disposiciones normativas con fuerza de ley. La
declaración de inconstitucionalidad de una norma jurídica con rango de ley, interpretada por la
jurisprudencia, afectará a ésta, si bien la sentencia o sentencias recaídas no perderán el valor de cosa
juzgada.

b) Del recurso de amparo por violación de los derechos y libertades referidos en el artículo 53, 2, de esta
Constitución, en los casos y formas que la ley establezca.

c) De los conflictos de competencia entre el Estado y las Comunidades Autónomas o de los de éstas entre sí.

d) De las demás materias que le atribuyan la Constitución o las leyes orgánicas.

2. El Gobierno podrá impugnar ante el Tribunal Constitucional las disposiciones y resoluciones adoptadas por
los órganos de las Comunidades Autónomas. La impugnación producirá la suspensión de la disposición o
resolución recurrida, pero el Tribunal, en su caso, deberá ratificarla o levantarla en un plazo no superior a
cinco meses.

Artículo 162.
1. Están legitimados:

a) Para interponer el recurso de inconstitucionalidad, el Presidente del Gobierno, el Defensor del Pueblo,
50 Diputados, 50 Senadores, los órganos colegiados ejecutivos de las Comunidades Autónomas y, en su
caso, las Asambleas de las mismas.

b) Para interponer el recurso de amparo, toda persona natural o jurídica que invoque un interés legítimo,
así como el Defensor del Pueblo y el Ministerio Fiscal.
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2. En los demás casos, la ley orgánica determinará las personas y órganos legitimados.

Artículo 163.
Cuando un órgano judicial considere, en algún proceso, que una norma con rango de ley, aplicable al caso, de
cuya validez dependa el fallo, pueda ser contraria a la Constitución, planteará la cuestión ante el Tribunal
Constitucional en los supuestos, en la forma y con los efectos que establezca la ley, que en ningún caso serán
suspensivos.

Artículo 164.
1. Las sentencias del Tribunal Constitucional se publicarán en el boletín oficial del Estado con los votos
particulares, si los hubiere. Tienen el valor de cosa juzgada a partir del día siguiente de su publicación y no
cabe recurso alguno contra ellas. Las que declaren la inconstitucionalidad de una ley o de una norma con
fuerza de ley y todas las que no se limiten a la estimación subjetiva de un derecho, tienen plenos efectos frente
a todos.

2. Salvo que en el fallo se disponga otra cosa, subsistirá la vigencia de la ley en la parte no afectada por la
inconstitucionalidad.

Artículo 165.
Una ley orgánica regulará el funcionamiento del Tribunal Constitucional, el estatuto de sus miembros, el
procedimiento ante el mismo y las condiciones para el ejercicio de las acciones.

TÍTULO X DE LA REFORMA CONSTITUCIONAL

Artículo 166.
La iniciativa de reforma constitucional se ejercerá en los términos previstos en los apartados 1 y 2 del artículo
87.

Artículo 167.
1. Los proyectos de reforma constitucional deberán ser aprobados por una mayoría de tres quintos de cada
una de las Cámaras. Si no hubiera acuerdo entre ambas, se intentará obtenerlo mediante la creación de una
Comisión de composición paritaria de Diputados y Senadores, que presentará un texto que será votado por el
Congreso y el Senado.

2. De no lograrse la aprobación mediante el procedimiento del apartado anterior, y siempre que el texto
hubiere obtenido el voto favorable de la mayoría absoluta del Senado, el Congreso, por mayoría de dos tercios,
podrá aprobar la reforma.

3. Aprobada la reforma por las Cortes Generales, será sometida a referéndum para su ratificación cuando así
lo soliciten, dentro de los quince días siguientes a su aprobación, una décima parte de los miembros de
cualquiera de las Cámaras.

Artículo 168.
1. Cuando se propusiere la revisión total de la Constitución o una parcial que afecte al Título preliminar, al
Capítulo segundo, Sección primera del Título I, o al Título II, se procederá a la aprobación del principio por
mayoría de dos tercios de cada Cámara, y a la disolución inmediata de las Cortes.

2. Las Cámaras elegidas deberán ratificar la decisión y proceder al estudio del nuevo texto constitucional, que
deberá ser aprobado por mayoría de dos tercios de ambas Cámaras.

3. Aprobada la reforma por las Cortes Generales, será sometida a referéndum para su ratificación.
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Artículo 169.
No podrá iniciarse la reforma constitucional en tiempo de guerra o de vigencia de alguno de los estados
previstos en el artículo 116.

Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 1

1 Señale la respuesta correcta:

A) La ley regulará un procedimiento de "habeas corpus" para producir la inmediata puesta en libertad de toda 
persona detenida ilegalmente

B) El derecho de asociación podrá ser suspendido cuando se acuerde la declaración del estado de excepción o de 
sitio

C) El ejercicio del derecho de reunión necesitará autorización previa

D) Ninguna es correcta
Ayuntamiento de Meliana, 2021

2 ¿Cuál de los siguientes derechos no está explícitamente protegido por la Constitución Española?

A) Derecho a la propiedad privada

B) Derecho a la educación

C) Derecho a la desconexión digital

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
Ayuntamiento de Pedrezuela, 2023

3 De conformidad con el artículo 25.2 de la Constitución española, las penas privativas de libertad estarán 
orientadas…

A) Hacia la educación y reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados.

B) Hacia la reeducación y reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados.

C) Hacia la educación y reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados, salvo que vengan 
expresamente impuestos por el fallo condenatorio.

D) Hacia la reeducación y reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados, salvo que vengan 
expresamente impuestos por el fallo condenatorio.

Ayuntamiento de Liria

4 Si después de haber transcurrido el plazo de............... a partir de la primera votación de investidura, 
ningún candidato hubiera obtenido la confianza del Congreso, el Rey disolverá ambas Cámaras y convocará 
nuevas elecciones con el refrendo del Presidente del Congreso:

A) 1 mes

B) 2 meses

C) 3 meses

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
Ayuntamiento de Roquetas, 2025

5 El Derecho de los Españoles a la Seguridad Social se encuentra recogido en:

A) El artículo 9 de la Constitución Española

B) El artículo 31 de la Constitución Española

C) El artículo 41 de la Constitución española

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
Ayuntamiento de Loga (Granada), 2025
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Soluciones — Tema 1 Cada una con su explicación y su artículo

1 A Art. 17 CE pág. 13 La Constitución obliga a establecer un cauce rápido para que quien esté detenido sin
amparo legal sea puesto en libertad de forma inmediata, presentándolo ante el juez. El derecho de reunión, en
cambio, se ejerce libremente y no requiere permiso previo, bastando con comunicarlo cuando se celebra en
lugares de tránsito público. Conviene además distinguir el derecho de asociación, que no figura entre los que
pueden quedar en suspenso al declararse el estado de excepción o de sitio, a diferencia del derecho de reunión.

2 C Art. 27 CE pág. 15 La propiedad privada y la educación figuran de forma expresa en el texto constitucional,
dentro de los derechos y deberes que la norma fundamental reconoce. En cambio, el derecho a desconectar del
entorno laboral fuera de la jornada no aparece en la Constitución: se introdujo posteriormente en la legislación
sobre protección de datos y garantía de derechos digitales. Conviene distinguir entre derechos con rango
constitucional y derechos reconocidos únicamente por ley ordinaria, como ocurre con la desconexión digital.

3 B Art. 25 CE pág. 15 El texto constitucional habla de reeducación, no de simple educación: la pena de prisión
busca recuperar a la persona para la convivencia y devolverla a la sociedad. Además prohíbe de forma tajante
los trabajos forzados, sin admitir excepción alguna por sentencia condenatoria. Debe distinguirse la fórmula
exacta, pues conviene precisar que ni la palabra inicial es educación ni cabe añadir la salvedad de los trabajos
impuestos por el fallo, que la norma no contempla.

4 B Art. 99 CE pág. 25 Cuando ningún candidato logra ser investido, la Constitución fija un límite temporal
preciso: si transcurren dos meses desde la primera votación de investidura sin que nadie obtenga la confianza
del Congreso, el Rey debe disolver ambas Cámaras y convocar nuevas elecciones, actuando con el refrendo del
Presidente del Congreso. El cómputo arranca en esa primera votación fallida, no en otro momento. Conviene
precisar que el dato decisivo es ese plazo de dos meses, no uno ni tres.

5 C Art. 41 CE pág. 18 El régimen público de protección social que ampara a la ciudadanía ante situaciones de
necesidad, como el desempleo, la enfermedad o la vejez, se reconoce dentro de los principios rectores de la
política social y económica. La Constitución encomienda a los poderes públicos mantener ese sistema
garantizando prestaciones suficientes, configurándolo como un mandato de actuación más que como un
derecho directamente exigible. Debe distinguirse de la igualdad y los valores superiores y del deber de
contribuir al sostenimiento del gasto público mediante los impuestos.

Practica con más de 1.300 preguntas de este tema en 
haztefuncionario.com
Apunta con la cámara: test del Tema 1, corregido al momento y con el artículo de la ley delante 
de cada respuesta.

haztefuncionario.com/oposicion/tag-a1-ayto-inca
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TEMAS INCLUIDOS 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

2
La Administración pública en la Constitución. La Administración pública: Concepto. La 
Administración Instrumental Los organismos públicos. Organismos autónomos y 
entidades públicas empresariales. Sociedades mercantiles y fundaciones públicas.

Qué entra en este tema

CE · Constitución Española
arts. 103 a 105 y 107 · 4 artículos

LRJSP · Ley 40/2015 régimen jurídico del sector público
arts. 81 a 108, 111 a 117 y 128 a 136 · 50 artículos

LSPI-BAL · Ley 7/2010, de 21 de julio, del sector público instr…
arts. 1 a 4, 28 a 46 y 47 a 57 · 34 artículos

88 artículos · empieza en la pág. 36

Lo más preguntado de este tema

Art. 103 CE 63
Art. 84 LRJSP 10
Art. 104 CE 7
Art. 103 LRJSP 6
Art. 105 CE 5

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 122 sobre el tema entero.

CE
Constitución Española
En este tema: arts. 103 a 105 y 107 · 4 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-1978-31229

TÍTULO IV DEL GOBIERNO Y DE LA ADMINISTRACIÓN

Artículo 103.
1. La Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales y actúa de acuerdo con los
principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento
pleno a la ley y al Derecho.

2. Los órganos de la Administración del Estado son creados, regidos y coordinados de acuerdo con la ley.

3. La ley regulará el estatuto de los funcionarios públicos, el acceso a la función pública de acuerdo con los
principios de mérito y capacidad, las peculiaridades del ejercicio de su derecho a sindicación, el sistema de
incompatibilidades y las garantías para la imparcialidad en el ejercicio de sus funciones.

Artículo 104.
1. Las Fuerzas y Cuerpos de seguridad, bajo la dependencia del Gobierno, tendrán como misión proteger el
libre ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la seguridad ciudadana.

2. Una ley orgánica determinará las funciones, principios básicos de actuación y estatutos de las Fuerzas y
Cuerpos de seguridad.

Artículo 105.
La ley regulará:

a) La audiencia de los ciudadanos, directamente o a través de las organizaciones y asociaciones reconocidas
por la ley, en el procedimiento de elaboración de las disposiciones administrativas que les afecten.

b) El acceso de los ciudadanos a los archivos y registros administrativos, salvo en lo que afecte a la seguridad y
defensa del Estado, la averiguación de los delitos y la intimidad de las personas.

c) El procedimiento a través del cual deben producirse los actos administrativos, garantizando, cuando
proceda, la audiencia del interesado.
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Artículo 107.
El Consejo de Estado es el supremo órgano consultivo del Gobierno. Una ley orgánica regulará su composición
y competencia.

LRJSP
Ley 40/2015 régimen jurídico del sector público
En este tema: arts. 81 a 108, 111 a 117 y 128 a 136 · 50 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-
A-2015-10566

TÍTULO II ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DEL SECTOR PÚBLICO INSTITUCIONAL

CAPÍTULO I DEL SECTOR PÚBLICO INSTITUCIONAL

Artículo 81. Principios generales de actuación.
1. Las entidades que integran el sector público institucional están sometidas en su actuación a los principios
de legalidad, eficiencia, estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera así como al principio de
transparencia en su gestión. En particular se sujetarán en materia de personal, incluido el laboral, a las
limitaciones previstas en la normativa presupuestaria y en las previsiones anuales de los presupuestos
generales.

2. Todas las Administraciones Públicas deberán establecer un sistema de supervisión continua de sus
entidades dependientes, con el objeto de comprobar la subsistencia de los motivos que justificaron su
creación y su sostenibilidad financiera, y que deberá incluir la formulación expresa de propuestas de
mantenimiento, transformación o extinción.

3. Los organismos y entidades vinculados o dependientes de la Administración autonómica y local se regirán
por las disposiciones básicas de esta ley que les resulten de aplicación, y en particular, por lo dispuesto en los
Capítulos I y VI y en los artículos 129 y 134, así como por la normativa propia de la Administración a la que se
adscriban.

Redactado el apartado 3 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 306, de 23 de diciembre de 2015. Ref. BOE-A-2015-14020

Artículo 82. El Inventario de Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local.
1. El Inventario de Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local, se configura como un registro
público administrativo que garantiza la información pública y la ordenación de todas las entidades integrantes
del sector público institucional cualquiera que sea su naturaleza jurídica. La integración y gestión de dicho
Inventario y su publicación dependerá de la Intervención General de la Administración del Estado.
Téngase en cuenta que esta última actualización del apartado 1, establecida por la disposición final 15.1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre. 
Ref. BOE-A-2017-12902, tendrá efectos desde el 9 de marzo de 2018, según determina su disposición final 16. Redacción anterior: "1. El 
Inventario de Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local, se configura como un registro público administrativo que garantiza la 
información pública y la ordenación de todas las entidades integrantes del sector público institucional cualquiera que sea su naturaleza 
jurídica. La integración y gestión de dicho Inventario y su publicación dependerá de la Intervención General de la Administración del Estado y 
la captación y el tratamiento de la información enviada por las Comunidades Autónomas y las Entidades locales para la formación y 
mantenimiento del inventario dependerá de la Secretaría General de Coordinación Autonómica y Local.".

2. El Inventario de Entidades del Sector Público contendrá, al menos, información actualizada sobre la
naturaleza jurídica, finalidad, fuentes de financiación, estructura de dominio, en su caso, la condición de
medio propio, regímenes de contabilidad, presupuestario y de control así como la clasificación en términos de
contabilidad nacional, de cada una de las entidades integrantes del sector público institucional.

3. Al menos, la creación, transformación, fusión o extinción de cualquier entidad integrante del sector público
institucional, cualquiera que sea su naturaleza jurídica, será inscrita en el Inventario de Entidades del Sector
Público Estatal, Autonómico y Local.
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Se modifica, con efectos de 9 de marzo de 2018, el apartado 1 por la disposición final 15.1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre. Ref. BOE-
A-2017-12902

Artículo 83. Inscripción en el Inventario de Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local.
1. El titular del máximo órgano de dirección de la entidad notificará, a través de la intervención general de la
Administración correspondiente, la información necesaria para la inscripción definitiva en el Inventario de
Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local, en los términos previstos reglamentariamente, de
los actos relativos a su creación, transformación, fusión o extinción, en el plazo de treinta días hábiles a
contar desde que ocurra el acto inscribible. En la citada notificación se acompañará la documentación
justificativa que determina tal circunstancia.

2. La inscripción definitiva de la creación de cualquier entidad integrante del sector público institucional en el
Inventario de Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local se realizará de conformidad con las
siguientes reglas:

a) El titular del máximo órgano de dirección de la entidad, a través de la intervención general de la
Administración correspondiente, notificará, electrónicamente a efectos de su inscripción, al Inventario de
Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local, la norma o el acto jurídico de creación en el
plazo de 30 días hábiles desde la entrada en vigor de la norma o del acto, según corresponda. A la
notificación se acompañará la copia o enlace a la publicación electrónica del Boletín Oficial en el que se
publicó la norma, o copia del acto jurídico de creación, así como el resto de documentación justificativa
que proceda, como los Estatutos o el plan de actuación.

b) La inscripción en el Inventario de Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local se practicará
dentro del plazo de 15 días hábiles siguientes a la recepción de la solicitud de inscripción.

c) Para la asignación del Número de Identificación Fiscal definitivo y de la letra identificativa que
corresponda a la entidad, de acuerdo con su naturaleza jurídica, por parte de la Administración Tributaria
será necesaria la aportación de la certificación de la inscripción de la entidad en el Inventario de Entidades
del Sector Público Estatal, Autonómico y Local.

CAPÍTULO II ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DEL SECTOR PÚBLICO INSTITUCIONAL ESTATAL

Artículo 84. Composición y clasificación del sector público institucional estatal.
1. Integran el sector público institucional estatal las siguientes entidades:

a) Los organismos públicos vinculados o dependientes de la Administración General del Estado, los cuales
se clasifican en: 1. Organismos autónomos.

2. Entidades públicas empresariales.

3. Agencias estatales. b) Las autoridades administrativas independientes. c) Las sociedades mercantiles
estatales. d) Los consorcios. e) Las fundaciones del sector público. f) Los fondos sin personalidad jurídica. g)
Las universidades públicas no transferidas. 2. La Administración General del Estado o entidad integrante del
sector público institucional estatal no podrá, por sí misma ni en colaboración con otras entidades públicas o
privadas, crear, ni ejercer el control efectivo, directa ni indirectamente, sobre ningún otro tipo de entidad
distinta de las enumeradas en este artículo, con independencia de su naturaleza y régimen jurídico. Lo
dispuesto en este apartado no será de aplicación a la participación del Estado en organismos internacionales o
entidades de ámbito supranacional, ni a la participación en los organismos de normalización y acreditación
nacionales o en sociedades creadas al amparo de la Ley 27/1984, de 26 de julio, sobre reconversión y
reindustrialización. 3. Las universidades públicas no transferidas se regirán por lo dispuesto en la Ley 47/2003,
de 26 de noviembre, que les sea de aplicación y por lo dispuesto en esta ley en lo que no esté previsto en su
normativa específica.
Se modifica por la disposición final 34.1 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339
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Se modifica, con efectos de 9 de marzo de 2018, el apartado 2 por la disposición final 15.2 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre. Ref. BOE-
A-2017-12902
Redactado el apartado 3 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 306, de 23 de diciembre de 2015. Ref. BOE-A-2015-14020.

Artículo 84 bis. Presencia equilibrada entre mujeres y hombres en las entidades del sector público 
institucional estatal.
1. El principio de representación equilibrada entre mujeres y hombres será de aplicación a las personas
titulares de las presidencias, vicepresidencias, direcciones generales, direcciones ejecutivas y asimilados de
las entidades del sector público institucional estatal que tengan la condición de máximos responsables, así
como a las personas con contratos de alta dirección en las citadas entidades, de tal manera que las personas
de cada sexo no superen el sesenta por ciento ni sean menos del cuarenta por ciento en el ámbito de cada
entidad.

2. El principio de representación equilibrada se garantizará también en la composición de los órganos
colegiados de gobierno de las entidades.
Se añade por el art. 8.3 de la Ley Orgánica 2/2024, de 1 de agosto. Ref. BOE-A-2024-15936
Téngase en cuenta para su aplicación lo previsto en la disposición transitoria 1.3 de la citada Ley Orgánica.

Artículo 85. Control de eficacia y supervisión continua.
1. Las entidades integrantes del sector público institucional estatal estarán sometidas al control de eficacia y
supervisión continua, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 110. Para ello, todas las entidades
integrantes del sector público institucional estatal contarán, en el momento de su creación, con un plan de
actuación, que contendrá las líneas estratégicas en torno a las cuales se desenvolverá la actividad de la
entidad, que se revisarán cada tres años, y que se completará con planes anuales que desarrollarán el de
creación para el ejercicio siguiente.

2. El control de eficacia será ejercido por el Departamento al que estén adscritos, a través de las inspecciones
de servicios, y tendrá por objeto evaluar el cumplimiento de los objetivos propios de la actividad específica de
la entidad y la adecuada utilización de los recursos, de acuerdo con lo establecido en su plan de actuación y
sus actualizaciones anuales, sin perjuicio del control que de acuerdo con la Ley 47/2003, de 26 de noviembre,
se ejerza por la Intervención General de la Administración del Estado.

3. Todas las entidades integrantes del sector público institucional estatal están sujetas desde su creación hasta
su extinción a la supervisión continua del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, a través de la
Intervención General de la Administración del Estado, que vigilará la concurrencia de los requisitos previstos
en esta Ley. En particular verificará, al menos, lo siguiente:

a) La subsistencia de las circunstancias que justificaron su creación.

b) Su sostenibilidad financiera.

c) La concurrencia de la causa de disolución prevista en esta ley referida al incumplimiento de los fines
que justificaron su creación o que su subsistencia no resulte el medio más idóneo para lograrlos. Las
actuaciones de planificación, ejecución y evaluación correspondientes a la supervisión continua se
determinarán reglamentariamente.

4. Las actuaciones de control de eficacia y supervisión continua tomarán en consideración:

a) La información económico financiera disponible.

b) El suministro de información por parte de los organismos públicos y entidades sometidas al Sistema de
control de eficacia y supervisión continúa.

c) Las propuestas de las inspecciones de los servicios de los departamentos ministeriales. Los resultados de
la evaluación efectuada tanto por el Ministerio de adscripción como por el Ministerio de Hacienda y
Administraciones Públicas se plasmarán en un informe sujeto a procedimiento contradictorio que, según
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las conclusiones que se hayan obtenido, podrá contener recomendaciones de mejora o una propuesta de
transformación o supresión del organismo público o entidad.

Artículo 86. Medio propio y servicio técnico.
1. Las entidades integrantes del sector público institucional podrán ser consideradas medios propios y
servicios técnicos de los poderes adjudicadores y del resto de entes y sociedades que no tengan la
consideración de poder adjudicador cuando cumplan las condiciones y requisitos establecidos en la Ley
9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico
español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de
2014.

2. Tendrán la consideración de medio propio y servicio técnico cuando se acredite que, además de disponer
de medios suficientes e idóneos para realizar prestaciones en el sector de actividad que se corresponda con su
objeto social, de acuerdo con su norma o acuerdo de creación, se dé alguna de las circunstancias siguientes:

a) Sea una opción más eficiente que la contratación pública y resulta sostenible y eficaz, aplicando criterios
de rentabilidad económica.

b) Resulte necesario por razones de seguridad pública o de urgencia en la necesidad de disponer de los
bienes o servicios suministrados por el medio propio o servicio técnico. Formará parte del control de
eficacia de los medios propios y servicios técnicos la comprobación de la concurrencia de los mencionados
requisitos. En la denominación de las entidades integrantes del sector público institucional que tengan la
condición de medio propio deberá figurar necesariamente la indicación ‘‘Medio Propio’’ o su abreviatura
“M.P.”.

3. En el supuesto de creación de un nuevo medio propio y servicio técnico deberá acompañarse la propuesta
de declaración de una memoria justificativa que acredite lo dispuesto en el apartado anterior y que, en este
supuesto de nueva creación, deberá ser informada por la Intervención General de la Administración del
Estado.

Se modifica por la disposición final 34.2 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339
Redactado el apartado 1 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 94 de 20 de abril de 2021. Ref. BOE-A-2021-6240

Artículo 87. Transformaciones de las entidades integrantes del sector público institucional estatal.
1. Cualquier organismo autónomo, entidad pública empresarial, agencias estatales, sociedad mercantil estatal
o fundación del sector público institucional estatal podrá transformarse y adoptar la naturaleza jurídica de
cualquiera de las entidades citadas.

2. La transformación tendrá lugar, conservando su personalidad jurídica, por cesión e integración global, en
unidad de acto, de todo el activo y el pasivo de la entidad transformada con sucesión universal de derechos y
obligaciones. La transformación no alterará las condiciones financieras de las obligaciones asumidas ni podrá
ser entendida como causa de resolución de las relaciones jurídicas.

3. La transformación se llevará a cabo mediante Real Decreto, aunque suponga modificación de la Ley de
creación, salvo en el caso de la transformación en agencias estatales que deberá efectuarse por ley.

4. Cuando un organismo autónomo, entidad pública empresarial o Agencias Estatales se transforme en una
entidad pública empresarial, Agencias Estatales, sociedad mercantil estatal o en una fundación del sector
público, el Real Decreto o la Ley mediante el que se lleve a cabo la transformación deberá ir acompañado de la
siguiente documentación:

a) Una memoria que incluya:

1.º Una justificación de la transformación por no poder asumir sus funciones manteniendo su
naturaleza jurídica originaria.

2.º Un análisis de eficiencia que incluirá una previsión del ahorro que generará la transformación y la
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acreditación de inexistencia de duplicidades con las funciones que ya desarrolle otro órgano, organismo
público o entidad preexistente.

3.º Un análisis de la situación en la que quedará el personal, indicando si, en su caso, parte del mismo se
integrará, bien en la Administración General del Estado o bien en la entidad pública empresarial,
sociedad mercantil estatal o fundación que resulte de la transformación.

b) Un informe preceptivo de la Intervención General de la Administración del Estado en el que se valorará
el cumplimiento de lo previsto en este artículo.

5. La aprobación del Real Decreto de transformación conllevará:

a) La adaptación de la organización de los medios personales, materiales y económicos que resulte
necesaria por el cambio de naturaleza jurídica.

b) La posibilidad de integrar el personal en la entidad transformada o en la Administración General del
Estado. En su caso, esta integración se llevará a cabo de acuerdo con los procedimientos de movilidad
establecidos en la legislación de función pública o en la legislación laboral que resulte aplicable. Los
distintos tipos de personal de la entidad transformada tendrán los mismos derechos y obligaciones que les
correspondan de acuerdo con la normativa que les sea de aplicación. La adaptación, en su caso, de
personal que conlleve la transformación no supondrá, por sí misma, la atribución de la condición de
funcionario público al personal laboral que prestase servicios en la entidad transformada. La integración
de quienes hasta ese momento vinieran ejerciendo funciones reservadas a funcionarios públicos sin serlo
podrá realizarse con la condición de “a extinguir”, debiéndose valorar previamente las características de
los puestos afectados y las necesidades de la entidad donde se integren. De la ejecución de las medidas de
transformación no podrá derivarse incremento alguno de la masa salarial preexistente en la entidad
transformada.

Se modifica por la disposición final 34.3 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339

CAPÍTULO III DE LOS ORGANISMOS PÚBLICOS ESTATALES

SECCIÓN 1.ª DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 88. Definición y actividades propias.
Son organismos públicos dependientes o vinculados a la Administración General del Estado, bien
directamente o bien a través de otro organismo público, los creados para la realización de actividades
administrativas, sean de fomento, prestación o de gestión de servicios públicos o de producción de bienes de
interés público susceptibles de contraprestación; actividades de contenido económico reservadas a las
Administraciones Públicas; así como la supervisión o regulación de sectores económicos, y cuyas
características justifiquen su organización en régimen de descentralización funcional o de independencia.

Artículo 89. Personalidad jurídica y potestades.
1. Los organismos públicos tiene personalidad jurídica pública diferenciada, patrimonio y tesorería propios,
así como autonomía de gestión, en los términos previstos en esta Ley.

2. Dentro de su esfera de competencia, les corresponden las potestades administrativas precisas para el
cumplimiento de sus fines, en los términos que prevean sus estatutos, salvo la potestad expropiatoria. Los
estatutos podrán atribuir a los organismos públicos la potestad de ordenar aspectos secundarios del
funcionamiento para cumplir con los fines y el servicio encomendado, en el marco y con el alcance
establecido por las disposiciones que fijen el régimen jurídico básico de dicho servicio. Los actos y
resoluciones dictados por los organismos públicos en el ejercicio de potestades administrativas son
susceptibles de los recursos administrativos previstos en la Ley del Procedimiento Administrativo Común de
las Administraciones Públicas.
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Artículo 90. Estructura organizativa en el sector público estatal.
1. Los organismos públicos se estructuran en los órganos de gobierno, y ejecutivos que se determinen en su
respectivo Estatuto. Los máximos órganos de gobierno son el Presidente y el Consejo Rector. El estatuto
puede, no obstante, prever otros órganos de gobierno con atribuciones distintas. La dirección del organismo
público debe establecer un modelo de control orientado a conseguir una seguridad razonable en el
cumplimiento de sus objetivos.

2. Corresponde al Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas la clasificación de las entidades,
conforme a su naturaleza y a los criterios previstos en Real Decreto 451/2012, de 5 de marzo, por el que se
regula el régimen retributivo de los máximos responsables y directivos en el sector público empresarial y
otras entidades. A estos efectos, las entidades serán clasificadas en tres grupos. Esta clasificación determinará
el nivel en que la entidad se sitúa a efectos de:

a) Número máximo de miembros de los órganos de gobierno.

b) Estructura organizativa, con fijación del número mínimo y máximo de directivos, así como la cuantía
máxima de la retribución total, con determinación del porcentaje máximo del complemento de puesto y
variable.

Artículo 91. Creación de organismos públicos estatales.
1. La creación de los organismos públicos se efectuará por Ley.

2. La Ley de creación establecerá:

a) El tipo de organismo público que crea, con indicación de sus fines generales, así como el Departamento
de dependencia o vinculación.

b) En su caso, los recursos económicos, así como las peculiaridades de su régimen de personal, de
contratación, patrimonial, fiscal y cualesquiera otras que, por su naturaleza, exijan norma con rango de
Ley.

3. El anteproyecto de ley de creación del organismo público que se eleve al Consejo de Ministros deberá ser
acompañado de una propuesta de estatutos y de un plan inicial de actuación, junto con el informe preceptivo
favorable del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas que valorará el cumplimiento de lo previsto
en este artículo.

Artículo 92. Contenido y efectos del plan de actuación.
1. El plan inicial de actuación contendrá, al menos:

a) Las razones que justifican la creación de un nuevo organismo público, por no poder asumir esas
funciones otro ya existente, así como la constatación de que la creación no supone duplicidad con la
actividad que desarrolle cualquier otro órgano o entidad preexistente.

b) La forma jurídica propuesta y un análisis que justifique que la elegida resulta más eficiente frente a otras
alternativas de organización que se hayan descartado.

c) La fundamentación de la estructura organizativa elegida, determinando los órganos directivos y la
previsión sobre los recursos humanos necesarios para su funcionamiento.

d) El anteproyecto del presupuesto correspondiente al primer ejercicio junto con un estudio económico-
financiero que acredite la suficiencia de la dotación económica prevista inicialmente para el comienzo de
su actividad y la sostenibilidad futura del organismo, atendiendo a las fuentes futuras de financiación de
los gastos y las inversiones, así como a la incidencia que tendrá sobre los presupuestos generales del
Estado.

e) Los objetivos del organismo, justificando su suficiencia o idoneidad, los indicadores para medirlos, y la
programación plurianual de carácter estratégico para alcanzarlos, especificando los medios económicos y
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personales que dedicará, concretando en este último caso la forma de provisión de los puestos de trabajo,
su procedencia, coste, retribuciones e indemnizaciones, así como el ámbito temporal en que se prevé
desarrollar la actividad del organismo. Asimismo, se incluirán las consecuencias asociadas al grado de
cumplimiento de los objetivos establecidos y, en particular, su vinculación con la evaluación de la gestión
del personal directivo en el caso de incumplimiento. A tal efecto, el reparto del complemento de
productividad o concepto equivalente se realizará teniendo en cuenta el grado de cumplimiento de los
objetivos establecidos en el plan de creación y en los anuales.

2. Los organismos públicos deberán acomodar su actuación a lo previsto en su plan inicial de actuación. Éste
se actualizará anualmente mediante la elaboración del correspondiente plan que permita desarrollar para el
ejercicio siguiente las previsiones del plan de creación. El plan anual de actuación deberá ser aprobado en el
último trimestre del año natural por el departamento del que dependa o al que esté vinculado el organismo y
deberá guardar coherencia con el Programa de actuación plurianual previsto en la normativa presupuestaria.
El Plan de actuación incorporará, cada tres años, una revisión de la programación estratégica del organismo.
La falta de aprobación del plan anual de actuación dentro del plazo fijado por causa imputable al organismo, y
hasta tanto se subsane la omisión, llevará aparejada la paralización de las transferencias que deban realizarse
a favor del organismo con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, salvo que el Consejo de Ministros
adopte otra decisión.

3. El plan de actuación y los anuales, así como sus modificaciones, se hará público en la página web del
organismo público al que corresponda.

Artículo 93. Contenido de los estatutos.
1. Los estatutos regularán, al menos, los siguientes extremos:

a) Las funciones y competencias del organismo, con indicación de las potestades administrativas que
pueda ostentar.

b) La determinación de su estructura organizativa, con expresión de la composición, funciones,
competencias y rango administrativo que corresponda a cada órgano. Asimismo se especificarán aquellos
de sus actos y resoluciones que agoten la vía administrativa.

c) El patrimonio que se les asigne y los recursos económicos que hayan de financiarlos.

d) El régimen relativo a recursos humanos, patrimonio, presupuesto y contratación.

e) La facultad de participación en sociedades mercantiles cuando ello sea imprescindible para la
consecución de los fines asignados.

2. Los estatutos de los organismos públicos se aprobarán por Real Decreto del Consejo de Ministros a
propuesta conjunta del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas y del Ministerio al que el
organismo esté vinculado o sea dependiente.

3. Los estatutos deberán ser aprobados y publicados con carácter previo a la entrada en funcionamiento
efectivo del organismo público.

Artículo 94. Fusión de organismos públicos estatales.
1. Los organismos públicos estatales de la misma naturaleza jurídica podrán fusionarse bien mediante su
extinción e integración en un nuevo organismo público, bien mediante su extinción por ser absorbido por
otro organismo público ya existente.

2. La fusión se llevará a cabo mediante norma reglamentaria, aunque suponga modificación de la Ley de
creación. Cuando la norma reglamentaria cree un nuevo organismo público resultante de la fusión deberá
cumplir con lo previsto en el artículo 91.2 sobre requisitos de creación de organismos públicos.

3. A la norma reglamentaria de fusión se acompañará un plan de redimensionamiento para la adecuación de
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las estructuras organizativas, inmobiliarias, de personal y de recursos resultantes de la nueva situación y en el
que debe quedar acreditado el ahorro que generará la fusión. Si alguno de los organismos públicos estuviese
en situación de desequilibrio financiero se podrá prever, como parte del plan de redimensionamiento, que las
obligaciones, bienes y derechos patrimoniales que se consideren liquidables y derivados de la actividad que
ocasionó el desequilibrio, se integren en un fondo, sin personalidad jurídica y con contabilidad separada,
adscrito al nuevo organismo público o al absorbente, según corresponda. La actividad o actividades que
ocasionaron el desequilibrio dejarán de prestarse tras la fusión, salvo que se prevea su realización futura de
forma sostenible tras la fusión. El plan de redimensionamiento, previo informe preceptivo de la Intervención
General de la Administración del Estado deberá ser aprobado por cada uno de los organismos públicos
fusionados si se integran en uno nuevo o por el organismo público absorbente, según corresponda al tipo de
fusión.

4. La aprobación de la norma de fusión conllevará:

a) La integración de las organizaciones de los organismos públicos fusionados, incluyendo los medios
personales, materiales y económicos, en los términos previstos en el plan de redimensionamiento.

b) El personal de los organismos públicos extinguidos se podrá integrar bien en la Administración General
del Estado o bien en el nuevo organismo público que resulte de la fusión o en el organismo público
absorbente, según proceda, de acuerdo con lo previsto en la norma reglamentaria de fusión y de
conformidad con los procedimientos de movilidad establecidos en la legislación de función pública o en la
legislación laboral que resulte aplicable. Los distintos tipos de personal de los organismos públicos
fusionados tendrán los derechos y obligaciones que les correspondan de acuerdo con la normativa que les
sea de aplicación. La integración de quienes hasta ese momento vinieran ejerciendo funciones reservadas
a funcionarios públicos sin serlo podrá realizarse con la condición de «a extinguir», debiéndose valorar
previamente las características de los puestos afectados y las necesidades del organismos donde se
integren. Esta integración de personal no supondrá, en ningún caso, la atribución de la condición de
funcionario público al personal laboral que prestase servicios en los organismos públicos fusionados. De la
ejecución de las medidas de fusión no podrá derivarse incremento alguno de la masa salarial en los
organismos públicos afectados.

c) La cesión e integración global, en unidad de acto, de todo el activo y el pasivo de los organismos públicos
extinguidos en el nuevo organismo público resultante de la fusión o en el organismo público absorbente,
según proceda, que le sucederá universalmente en todos sus derechos y obligaciones. La fusión no alterará
las condiciones financieras de las obligaciones asumidas ni podrá ser entendida como causa de resolución
de las relaciones jurídicas.

d) Si se hubiera previsto en el plan de redimensionamiento, las obligaciones, bienes y derechos
patrimoniales que se consideren liquidables se integrarán en un fondo, sin personalidad jurídica y con
contabilidad separada, adscrito al nuevo organismo público resultante de la fusión o al organismo público
absorbente, según proceda, que designará un liquidador al que le corresponderá la liquidación de este
fondo. Esta liquidación se efectuará de conformidad con lo previsto en el artículo 97. La liquidación deberá
llevarse a cabo durante los dos años siguientes a la aprobación de la norma reglamentaria de fusión, salvo
que el Consejo de Ministros acuerde su prórroga, sin perjuicio de los posibles derechos que puedan
corresponder a los acreedores. La aprobación de las normas a las que tendrá que ajustarse la contabilidad
del fondo corresponderá al Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas a propuesta de la
Intervención General de la Administración del Estado.

Artículo 95. Gestión compartida de servicios comunes.
1. La norma de creación de los organismos públicos del sector público estatal incluirá la gestión compartida
de algunos o todos los servicios comunes, salvo que la decisión de no compartirlos se justifique, en la
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memoria que acompañe a la norma de creación, en términos de eficiencia, conforme al artículo 7 de la Ley
Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, en razones de
seguridad nacional o cuando la organización y gestión compartida afecte a servicios que deban prestarse de
forma autónoma en atención a la independencia del organismo. La organización y gestión de algunos o todos
los servicios comunes se coordinará por el Ministerio de adscripción, por el Ministerio de Hacienda y
Administraciones Públicas o por un organismo público vinculado o dependiente del mismo.

2. Se consideran servicios comunes de los organismos públicos, al menos, los siguientes:

a) Gestión de bienes inmuebles.

b) Sistemas de información y comunicación.

c) Asistencia jurídica.

d) Contabilidad y gestión financiera.

e) Publicaciones.

f) Contratación pública.

Artículo 96. Disolución de organismos públicos estatales.
1. Los Organismos públicos estatales deberán disolverse:

a) Por el transcurso del tiempo de existencia señalado en la ley de creación.

b) Porque la totalidad de sus fines y objetivos sean asumidos por los servicios de la Administración General
del Estado.

c) Porque sus fines hayan sido totalmente cumplidos, de forma que no se justifique la pervivencia del
organismo público, y así se haya puesto de manifiesto en el control de eficacia.

d) Cuando del seguimiento del plan de actuación resulte el incumplimiento de los fines que justificaron la
creación del organismo o que su subsistencia no es el medio más idóneo para lograrlos y así se concluya en
el control de eficacia o de supervisión continua.

e) Por cualquier otra causa establecida en los estatutos.

f) Cuando así lo acuerde el Consejo de Ministros siguiendo el procedimiento determinado al efecto en el
acto jurídico que acuerde la disolución.

2. Cuando un organismo público incurra en alguna de las causas de disolución previstas en las letras a), b), c),
d) o e) del apartado anterior, el titular del máximo órgano de dirección del organismo lo comunicará al titular
del departamento de adscripción en el plazo de dos meses desde que concurra la causa de disolución.
Transcurrido dicho plazo sin que se haya producido la comunicación y concurriendo la causa de disolución, el
organismo público quedará automáticamente disuelto y no podrá realizar ningún acto jurídico, salvo los
estrictamente necesarios para garantizar la eficacia de su liquidación y extinción. En el plazo de dos meses
desde la recepción de la comunicación a la que se refiere el párrafo anterior, el Consejo de Ministros adoptará
el correspondiente acuerdo de disolución, en el que designará al órgano administrativo o entidad del sector
público institucional estatal que asumirá las funciones de liquidador, y se comunicará al Inventario de
Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local para su publicación. Transcurrido dicho plazo sin
que el acuerdo de disolución haya sido publicado, el organismo público quedará automáticamente disuelto y
no podrá realizar ningún acto jurídico, salvo los estrictamente necesarios para garantizar la eficacia de su
liquidación y extinción.
Se modifica por la disposición final 34.4 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339 Se suspende la aplicación de lo previsto 
en los apartados 1.e) y 3 para las cuentas anuales aprobadas durante los ejercicios 2020, 2021 y 2022, según establece la disposición adicional 
2 de la Ley 3/2020, de 18 de septiembre. Ref. BOE-A-2020-10923 Se suspende la aplicación de lo previsto en los apartados 1.e) y 3 para las 
cuentas anuales aprobadas durante los ejercicios 2020, 2021 y 2022, según establece la disposición adicional 2 del Real Decreto-ley 16/2020, 
de 28 de abril. Ref. BOE-A-2020-4705
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Artículo 97. Liquidación y extinción de organismos públicos estatales.
1. Publicado el acuerdo de disolución al que se refiere el artículo anterior, o transcurridos los plazos en él
establecidos sin que éste haya sido publicado, se entenderá automáticamente iniciada la liquidación.

2. La liquidación tendrá lugar por la cesión e integración global, en unidad de acto, de todo el activo y el pasivo
del organismo público en la Administración General del Estado que le sucederá universalmente en todos sus
derechos y obligaciones. El órgano o entidad designada como liquidador determinará, en cada caso, el órgano
o entidad concreta, de la Administración General del Estado, donde se integrarán los elementos que forman
parte del activo y del pasivo del organismo público liquidado. La responsabilidad que le corresponda al
empleado público como miembro de la entidad u órgano liquidador será directamente asumida por la entidad
o la Administración General del Estado que lo designó. La Administración General del Estado podrá exigir de
oficio al empleado público que designó a esos efectos la responsabilidad en que hubiera incurrido por los
daños y perjuicios causados en sus bienes o derechos cuando hubiera concurrido dolo, culpa o negligencia
graves, conforme a lo previsto en las Leyes administrativas en materia de responsabilidad patrimonial.

3. La Administración General del Estado quedará subrogada automáticamente en todas las relaciones jurídicas
que tuviera el organismo público con sus acreedores, tanto de carácter principal como accesorias, a la fecha
de adopción del acuerdo de disolución o, en su defecto, a la fecha en que concurriera la causa de disolución,
incluyendo los activos y pasivos sobrevenidos. Esta subrogación no alterará las condiciones financieras de las
obligaciones asumidas ni podrá ser entendida como causa de resolución de las relaciones jurídicas.

4. Formalizada la liquidación del organismo público se producirá su extinción automática.

SECCIÓN 2.ª ORGANISMOS AUTÓNOMOS ESTATALES

Artículo 98. Definición.
1. Los organismos autónomos son entidades de derecho público, con personalidad jurídica propia, tesorería y
patrimonio propios y autonomía en su gestión, que desarrollan actividades propias de la Administración
Pública, tanto actividades de fomento, prestacionales, de gestión de servicios públicos o de producción de
bienes de interés público, susceptibles de contraprestación, en calidad de organizaciones instrumentales
diferenciadas y dependientes de ésta.

2. Los organismos autónomos dependen de la Administración General del Estado a la que corresponde su
dirección estratégica, la evaluación de los resultados de su actividad y el control de eficacia.

3. Con independencia de cuál sea su denominación, cuando un organismo público tenga la naturaleza jurídica
de organismo autónomo deberá figurar en su denominación la indicación «organismo autónomo» o su
abreviatura «O.A.».

Artículo 99. Régimen jurídico.
Los organismos autónomos se regirán por lo dispuesto en esta Ley, en su ley de creación, sus estatutos, la Ley
de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, el Real Decreto Legislativo 3/2011,
de 14 de noviembre, la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, y el resto de las normas de derecho administrativo
general y especial que le sea de aplicación. En defecto de norma administrativa, se aplicará el derecho común.

Artículo 100. Régimen jurídico del personal y de contratación.
1. El personal al servicio de los organismos autónomos será funcionario o laboral, y se regirá por lo previsto
en la Ley 7/2007, de 12 de abril, y demás normativa reguladora de los funcionarios públicos y por la normativa
laboral. El nombramiento de los titulares de los órganos de los organismos autónomos se regirá por las
normas aplicables a la Administración General del Estado. El titular del máximo órgano de dirección del
organismo tendrá atribuidas, en materia de gestión de recursos humanos, las facultades que le asigne la
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legislación específica. El organismo autónomo estará obligado a aplicar las instrucciones sobre recursos
humanos dictadas por el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas y a comunicarle a este
departamento cuantos acuerdos o resoluciones adopte en aplicación del régimen específico de personal
establecido en su Ley de creación o en sus estatutos.

2. La contratación de los organismos autónomos se ajustará a lo dispuesto en la legislación sobre contratación
del sector público. El titular del máximo órgano de dirección del organismo autónomo será el órgano de
contratación.

Artículo 101. Régimen económico-financiero y patrimonial.
1. Los organismos autónomos tendrán, para el cumplimiento de sus fines, un patrimonio propio, distinto del
de la Administración Pública, integrado por el conjunto de bienes y derechos de los que sean titulares. La
gestión y administración de sus bienes y derechos propios, así como de aquellos del Patrimonio de la
Administración que se les adscriban para el cumplimiento de sus fines, será ejercida de acuerdo a lo
establecido para los organismos autónomos en la Ley 33/2003, de 3 de noviembre.

2. Los recursos económicos de los organismos autónomos podrán provenir de las siguientes fuentes:

a) Los bienes y valores que constituyen su patrimonio.

b) Los productos y rentas de dicho patrimonio.

c) Las consignaciones específicas que tuvieren asignadas en los presupuestos generales del Estado.

d) Las transferencias corrientes o de capital que procedan de la Administración o entidades públicas.

e) Las donaciones, legados, patrocinios y otras aportaciones de entidades privadas y de particulares.

f) Cualquier otro recurso que estén autorizados a percibir, según las disposiciones por las que se rijan o
que pudieran serles atribuidos.

Artículo 102. Régimen presupuestario, de contabilidad y control económico-financiero.
Los organismo autónomos aplicarán el régimen presupuestario, económico-financiero, de contabilidad, y de
control establecido por la Ley 47/2003, de 26 de noviembre.

SECCIÓN 3.ª LAS ENTIDADES PÚBLICAS EMPRESARIALES DE ÁMBITO ESTATAL

Artículo 103. Definición.
1. Las entidades públicas empresariales son entidades de Derecho público, con personalidad jurídica propia,
patrimonio propio y autonomía en su gestión, que se financian con ingresos de mercado, a excepción de
aquellas que tengan la condición o reúnan los requisitos para ser declaradas medio propio personificado de
conformidad con la Ley de Contratos del Sector Público, y que junto con el ejercicio de potestades
administrativas desarrollan actividades prestacionales, de gestión de servicios o de producción de bienes de
interés público, susceptibles de contraprestación.

2. Las entidades públicas empresariales dependen de la Administración General del Estado o de un
Organismo autónomo vinculado o dependiente de ésta, al que le corresponde la dirección estratégica, la
evaluación de los resultados de su actividad y el control de eficacia.

3. Con independencia de cuál sea su denominación, cuando un organismo público tenga naturaleza jurídica
de entidad pública empresarial deberá figurar en su denominación la indicación de «entidad pública
empresarial» o su abreviatura «E.P.E».
Se modifica el apartado 1 por la disposición final 34.5 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339

Artículo 104. Régimen jurídico.
Las entidades públicas empresariales se rigen por el Derecho privado, excepto en la formación de la voluntad
de sus órganos, en el ejercicio de las potestades administrativas que tengan atribuidas y en los aspectos
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específicamente regulados para las mismas en esta Ley, en su Ley de creación, sus estatutos, la Ley de
Procedimiento Administrativo Común, el Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, la Ley 33/2003,
de 3 de noviembre, y el resto de normas de derecho administrativo general y especial que le sean de
aplicación.

Artículo 105. Ejercicio de potestades administrativas.
1. Las potestades administrativas atribuidas a las entidades públicas empresariales sólo pueden ser ejercidas
por aquellos órganos de éstas a los que los estatutos se les asigne expresamente esta facultad.

2. No obstante, a los efectos de esta Ley, los órganos de las entidades públicas empresariales no son
asimilables en cuanto a su rango administrativo al de los órganos de la Administración General del Estado,
salvo las excepciones que, a determinados efectos se fijen, en cada caso, en sus estatutos.

Artículo 106. Régimen jurídico del personal y de contratación.
1. El personal de las entidades públicas empresariales se rige por el Derecho laboral, con las especificaciones
dispuestas en este artículo y las excepciones relativas a los funcionarios públicos de la Administración General
del Estado, quienes se regirán por lo previsto en la Ley 7/2007, de 12 de abril y demás normativa reguladora de
los funcionarios públicos o por la normativa laboral.

2. La selección del personal laboral de estas entidades se realizará conforme a las siguientes reglas:

a) El personal directivo, que se determinará en los estatutos de la entidad, será nombrado con arreglo a los
criterios establecidos en el apartado 11 del artículo 55, atendiendo a la experiencia en el desempeño de
puestos de responsabilidad en la gestión pública o privada.

b) El resto del personal será seleccionado mediante convocatoria pública basada en los principios de
igualdad, mérito y capacidad.

3. (Suprimido)

4. El Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas efectuará, con la periodicidad adecuada, controles
específicos sobre la evolución de los gastos de personal y de la gestión de sus recursos humanos, conforme a
los criterios previamente establecidos por los mismos.

5. La Ley de creación de cada entidad pública empresarial deberá determinar las condiciones conforme a las
cuales, los funcionarios de la Administración General del Estado, podrán cubrir destinos en la referida
entidad, y establecerá, asimismo, las competencias que a la misma correspondan sobre este personal que, en
todo caso, serán las que tengan legalmente atribuidas los Organismos autónomos.

6. La contratación de las entidades públicas empresariales se rige por las previsiones contenidas al respecto
en la legislación de contratos del sector público.
Se suprime el apartado 3 por la disposición final 34.6 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339

Artículo 107. Régimen económico-financiero y patrimonial.
1. Las entidades públicas empresariales tendrán, para el cumplimiento de sus fines, un patrimonio propio,
distinto del de la Administración Pública, integrado por el conjunto de bienes y derechos de los que sean
titulares. La gestión y administración de sus bienes y derechos propios, así como de aquellos del Patrimonio
de la Administración que se les adscriban para el cumplimiento de sus fines, será ejercida de acuerdo con lo
previsto en la Ley 33/2003, de 3 de noviembre.

2. Las entidades públicas empresariales podrán financiarse con los ingresos que se deriven de sus
operaciones, obtenidos como contraprestación de sus actividades comerciales, y con los recursos económicos
que provengan de las siguientes fuentes:

a) Los bienes y valores que constituyen su patrimonio.

b) Los productos y rentas de dicho patrimonio y cualquier otro recurso que pudiera serle atribuido.
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Excepcionalmente, cuando así lo prevea la Ley de creación, podrá financiarse con los recursos económicos
que provengan de las siguientes fuentes: a) Las consignaciones específicas que tuvieran asignadas en los
Presupuestos Generales del Estado. b) Las transferencias corrientes o de capital que procedan de las
Administraciones o entidades públicas.

c) Las donaciones, legados, patrocinios y otras aportaciones de entidades privadas y de particulares.

3. Las entidades público empresariales se financiarán mayoritariamente con ingresos de mercado, a
excepción de aquellas que tengan la condición o reúnan los requisitos para ser declaradas medio propio
personificado de conformidad con la Ley de Contratos del Sector Público. Se entiende que se financian
mayoritariamente con ingresos de mercado cuando tengan la consideración de productor de mercado de
conformidad con el Sistema Europeo de Cuentas. A tales efectos se tomará en consideración la clasificación de
las diferentes entidades públicas a los efectos de la contabilidad nacional que efectúe el Comité Técnico de
Cuentas Nacionales y que se recogerá en el Inventario de Entidades del sector Público estatal, Autonómico y
Local.
Se modifica el apartado 3 por la disposición final 34.7 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339

SECCIÓN 4.ª AGENCIAS ESTATALES

Artículo 108. Régimen presupuestario, de contabilidad y control económico-financiero.
Las entidades públicas empresariales aplicarán el régimen presupuestario, económico-financiero, de
contabilidad y de control establecido en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre.

Artículo 108 bis. Definición.
1. Las Agencias Estatales son entidades de derecho público, dotadas de personalidad jurídica pública,
patrimonio propio y autonomía en su gestión, facultadas para ejercer potestades administrativas, que son
creadas por el Gobierno para el cumplimiento de los programas correspondientes a las políticas públicas que
desarrolle la Administración General del Estado en el ámbito de sus competencias. Las agencias estatales
están dotadas de los mecanismos de autonomía funcional, responsabilidad por la gestión y control de
resultados establecidos en esta ley.

2. Con independencia de cuál sea su denominación, cuando un organismo público tenga naturaleza de
Agencia Estatales deberá figurar en su denominación la indicación de “Agencia Estatal”.
Se añade por la disposición final 34.9 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339

Artículo 108 ter. Régimen jurídico.
1. Las agencias estatales se rigen por esta ley y, en su marco, por el estatuto propio de cada una de ellas; y el
resto de las normas de derecho administrativo general y especial que le sea de aplicación.

2. La actuación de las agencias estatales se produce, con arreglo al plan de acción anual, bajo la vigencia y con
arreglo al pertinente contrato plurianual de gestión que ha de establecer, como mínimo y para el periodo de
su vigencia, los siguientes extremos:

a) Los objetivos a perseguir, los resultados a obtener y, en general, la gestión a desarrollar.

b) Los planes necesarios para alcanzar los objetivos, con especificación de los marcos temporales
correspondientes y de los proyectos asociados a cada una de las estrategias y sus plazos temporales, así
como los indicadores para evaluar los resultados obtenidos.

c) Las previsiones máximas de plantilla de personal y el marco de actuación en materia de gestión de
recursos humanos.

d) Los recursos personales, materiales y presupuestarios a aportar para la consecución de los objetivos, si
bien serán automáticamente revisados de conformidad con el contenido de la Ley de Presupuestos
Generales del Estado del ejercicio correspondiente.
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e) Los efectos asociados al grado de cumplimiento de los objetivos establecidos por lo que hace a exigencia
de responsabilidad por la gestión de los órganos ejecutivos y el personal directivo, así como el montante de
masa salarial destinada al complemento de productividad o concepto equivalente del personal laboral.

f) El procedimiento a seguir para la cobertura de los déficits anuales que, en su caso, se pudieran producir
por insuficiencia de los ingresos reales respecto de los estimados y las consecuencias de responsabilidad
en la gestión que, en su caso, deban seguirse de tales déficits. Dicho procedimiento deberá ajustarse, en
todo caso, a lo que establezca el contenido de la Ley de Presupuestos Generales del Estado del ejercicio
correspondiente.

g) El procedimiento para la introducción de las modificaciones o adaptaciones anuales que, en su caso,
procedan.

3. En el contrato de gestión se determinarán los mecanismos que permitan la exigencia de responsabilidades
a que se refiere la letra e) del apartado anterior por incumplimiento de objetivos.

4. El Consejo Rector de cada agencia estatal aprueba la propuesta de contrato inicial de gestión, en el plazo de
tres meses desde su constitución. Los posteriores contratos de gestión se presentarán en el último trimestre
de la vigencia del anterior. La aprobación del contrato de gestión tiene lugar por Orden conjunta de los
Ministerios de adscripción, de Política Territorial y Función Pública y de Hacienda, en un plazo máximo de
tres meses a contar desde su presentación. En el caso de no ser aprobado en este plazo mantendrá su vigencia
el contrato de gestión anterior.

5. En el seno del Consejo Rector se constituirá una Comisión de Control, con la composición que se determine
en los estatutos. Corresponde a la Comisión de Control informar al Consejo Rector sobre la ejecución del
contrato de gestión y, en general, sobre todos aquellos aspectos relativos a la gestión económico-financiera
que deba conocer el propio Consejo y que se determinen en los Estatutos.
Se añade por la disposición final 34.10 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339

Artículo 108 quater. Régimen jurídico de personal.
1. El personal al servicio de las Agencias Estatales está constituido por:

a) El personal que esté ocupando puestos de trabajo en servicios que se integren en la Agencia Estatal en el
momento de su constitución.

b) El personal que se incorpore a la Agencia Estatal desde cualquier administración pública por los
correspondientes procedimientos de provisión de puestos de trabajo previstos en esta ley.

c) El personal seleccionado por la Agencia Estatal, mediante pruebas selectivas convocadas al efecto en los
términos establecidos en esta Ley.

d) El personal directivo.

2. El personal a que se refieren las letras a) y b) del apartado anterior mantiene la condición de personal
funcionario, estatutario o laboral de origen, de acuerdo con la legislación aplicable.

3. El personal funcionario y estatutario se rige por la normativa reguladora de la función pública
correspondiente, con las especialidades previstas en esta Ley y las que, conforme a ella, se establezcan en el
estatuto de cada agencia estatal. El personal laboral se rige por el Texto refundido de la Ley del Estatuto de los
Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, y el resto de la normativa
laboral.

4. La selección del personal al que se refiere la letra c) se realiza mediante convocatoria pública y de acuerdo
con los principios de igualdad, mérito y capacidad, así como de acceso al empleo público de las personas con
discapacidad. A tal efecto, y en el período previsto en el contrato de gestión, las agencias estatales determinan
sus necesidades de personal a cubrir mediante pruebas selectivas. La determinación de las necesidades de
personal a cubrir se realizará con sujeción a la tasa de reposición que, en su caso, se establezca en la Ley de
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Presupuestos Generales del Estado para el ejercicio correspondiente. La previsión de necesidades de personal
se incorpora a la oferta anual de empleo de la correspondiente agencia estatal, que se integra en la oferta de
empleo público estatal, de conformidad con lo que establezca la Ley anual de Presupuestos Generales del
Estado. Las agencias estatales seleccionan a través de sus propios órganos de selección, a su personal laboral
de acuerdo con los requisitos y principios establecidos en el párrafo anterior. Las convocatorias de selección
de personal funcionario se efectuarán por el Ministerio al que se encuentren adscritos los cuerpos o escalas
correspondientes, y, excepcionalmente por la propia agencia estatal mediante convenio suscrito al efecto. Los
órganos de representación del personal de la agencia estatal serán tenidos en cuenta en los procesos de
selección que se lleven a cabo.

5. Las agencias estatales elaboran, convocan y, a propuesta de órganos especializados en selección de
personal, resuelven las correspondientes convocatorias de provisión de puestos de trabajo de personal
funcionario, de conformidad con los principios generales y procedimientos de provisión establecidos en la
normativa de función pública.

6. La movilidad de los funcionarios destinados en las agencias estatales podrá estar sometida a la condición de
autorización previa en las condiciones y con los plazos que se determinen en sus estatutos y de acuerdo con la
normativa de función pública.

7. Las agencias estatales disponen de su relación de puestos de trabajo, elaborada y aprobada por la propia
agencia estatal dentro del marco de actuación que, en materia de recursos humanos, se establezca en el
contrato de gestión.

8. El personal que preste sus servicios en las agencias estatales verá reconocido su derecho a la promoción
dentro de una carrera profesional evaluable, en el marco del Estatuto del Empleado Público. Dicha carrera
tendrá elementos que permitan criterios de homogeneidad dentro de agencias estatales del mismo ámbito,
facilitando similares retribuciones para niveles profesionales semejantes y posibilitando las medidas de
movilidad entre el personal de aquellas, sin perjuicio de lo previsto en el apartado 6.

9. Los conceptos retributivos del personal funcionario y estatutario de las agencias estatales, son los
establecidos en la normativa de función pública de la Administración General del Estado y sus cuantías se
determinarán de conformidad con lo establecido en las Leyes de Presupuestos Generales del Estado. Las
condiciones retributivas del personal laboral son las determinadas en el convenio colectivo de aplicación y en
el respectivo contrato de trabajo y sus cuantías se fijarán de acuerdo con lo indicado en el apartado 1 anterior.
La masa salarial de las agencias estatales se autorizará en las condiciones que establezca la normativa
aplicable. La cuantía de la masa salarial destinada al complemento de productividad, o concepto equivalente
del personal laboral, está en todo caso vinculada al grado de cumplimiento de los objetivos fijados en el
contrato de gestión.

10. El personal directivo de las agencias estatales es el que ocupa los puestos de trabajo determinados como
tales en el estatuto de las mismas en atención a la especial responsabilidad, competencia técnica y relevancia
de las tareas a ellos asignadas. El personal directivo de las agencias estatales es nombrado y cesado por su
Consejo Rector a propuesta de sus órganos ejecutivos, atendiendo a criterios de competencia profesional y
experiencia entre titulados superiores preferentemente funcionarios, y mediante procedimiento que
garantice el mérito, la capacidad y la publicidad. El proceso de provisión podrá ser realizado por los órganos
de selección especializados a los que se refiere el apartado 5 de este artículo, que formularán propuesta
motivada al director de la agencia estatal, incluyendo tres candidatos para cada puesto a cubrir. Cuando el
personal directivo de las agencias estatales tenga la condición de funcionario permanecerá en la situación de
servicio activo en su respectivo cuerpo o escala o en la que corresponda con arreglo a la legislación laboral si
se trata de personal de este carácter. El estatuto de las agencias estatales puede prever puestos directivos de
máxima responsabilidad a cubrir, en régimen laboral, mediante contratos de alta dirección. Al personal
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directivo de las agencias estatales, en todo caso, le será de aplicación el Real Decreto 451/2012, de 5 de marzo,
por el que se regula el régimen retributivo de los máximos responsables y directivos en el sector público
empresarial y otras entidades. El personal directivo está sujeto, en el desarrollo de sus cometidos, a evaluación
con arreglo a los criterios de eficacia, eficiencia y cumplimiento de la legalidad, responsabilidad por su
gestión y control de resultados en relación con los objetivos que le hayan sido fijados. El personal directivo
percibe una parte de su retribución como incentivo de rendimiento, mediante el complemento
correspondiente que valore la productividad, de acuerdo con los criterios y porcentajes que se establezcan por
el Consejo Rector, a propuesta de los órganos directivos de la Agencia Estatal.

11. El órgano ejecutivo de la agencia estatal es el director. Es nombrado y separado por el Consejo Rector a
propuesta del Presidente entre personas que reúnan las cualificaciones necesarias para el cargo, según se
determine en el Estatuto.
Se añade por la disposición final 34.11 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339

Artículo 108 quinquies. Régimen económico financiero y contratación.
1. Las Agencias Estatales se financian con los siguientes recursos:

a) Las transferencias consignadas en los Presupuestos Generales del Estado.

b) Los ingresos propios que perciba como contraprestación por las actividades que pueda realizar, en
virtud de contratos, convenios o disposición legal, para otras entidades públicas, privadas o personas
físicas.

c) La enajenación de los bienes y valores que constituyan su patrimonio.

d) El rendimiento procedente de sus bienes y valores.

e) Las aportaciones voluntarias, donaciones, herencias y legados y otras aportaciones a título gratuito de
entidades privadas y de particulares.

f) Los ingresos recibidos de personas físicas o jurídicas como consecuencia del patrocinio de actividades o
instalaciones.

g) Los demás ingresos de derecho público o privado que estén autorizadas a percibir.

h) Cualquier otro recurso que pudiera serles atribuido.

2. En aquellos supuestos expresamente previstos en los estatutos, y solo en la medida que tengan capacidad
para generar recursos propios suficientes, las Agencias Estatales podrán financiarse con cargo a los créditos
previstos en el capítulo VIII de los Presupuestos Generales del Estado adjudicados de acuerdo con
procedimientos de pública concurrencia y destinados a financiar proyectos de investigación y desarrollo. La
Ley de Presupuestos Generales del Estado de cada ejercicio establecerá los límites de esta financiación.

3. Los recursos que se deriven de los apartados b), e), f) y g) del número 1 anterior, y no se contemplen
inicialmente en el presupuesto de las Agencias Estatales se podrán destinar a financiar mayores gastos por
acuerdo de su Director.

4. El recurso al endeudamiento está prohibido a las agencias estatales, salvo que por Ley se disponga lo
contrario. No obstante, y con objeto de atender desfases temporales de tesorería, las agencias estatales
pueden recurrir a la contratación de pólizas de crédito o préstamo, siempre que el saldo vivo no supere el 5 %
de su presupuesto.

5. La contratación de las agencias estatales se rige por la normativa aplicable al sector público. Las sociedades
mercantiles y fundaciones creadas o participadas mayoritariamente por las agencias estatales, deberán
ajustar su actividad contractual, en todo caso, a los principios de publicidad y concurrencia.
Se añade por la disposición final 34.12 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339
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Artículo 108 sexies. Régimen presupuestario, de contabilidad y control económico financiero.
1. El Consejo Rector elaborará y aprobará el anteproyecto de presupuesto de la agencia estatal, conforme a lo
dispuesto en el contrato de gestión. El anteproyecto de presupuesto de la agencia estatal será remitido al
Ministerio de adscripción para su examen, que dará posterior traslado del mismo al Ministerio de Hacienda.
Una vez analizado por este último departamento ministerial, el anteproyecto se incorpora al de Presupuestos
Generales del Estado para su aprobación por el Consejo de Ministros y remisión a las Cortes Generales,
consolidándose con el de las restantes entidades que integran el sector público estatal.

2. La persona titular del Ministerio de Hacienda establece la estructura del presupuesto de las agencias
estatales, así como la documentación que se debe acompañar al mismo. El presupuesto de gastos de las
agencias estatales, tiene carácter limitativo por su importe global y carácter estimativo para la distribución de
los créditos en categorías económicas, con excepción de los correspondientes a gastos de personal que en
todo caso tienen carácter limitativo y vinculante por su cuantía total, y de las subvenciones nominativas y las
atenciones protocolarias y representativas que tendrán carácter limitativo y vinculante cualquiera que sea el
nivel de la clasificación económica al que se establezcan.

3. La autorización de las variaciones presupuestarias corresponde:

a) A la persona titular del Ministerio de Hacienda, las variaciones de la cuantía global del presupuesto y las
que afecten a gastos de personal, a iniciativa del director y propuesta del Consejo Rector, salvo las previstas
en la letra siguiente. Así mismo, corresponde a la persona titular del Ministerio de Hacienda acordar o
denegar las modificaciones presupuestarias, en los supuestos de competencia de los directores de las
agencias estatales, cuando exista informe negativo de la Intervención Delegada y el titular de la
competencia lo remita en discrepancia al Ministro Hacienda.

b) A la persona titular de la Dirección de la propia agencia estatal, todas las restantes variaciones, incluso
en la cuantía global cuando sean financiadas con recursos derivados de los apartados b), e), f), y g) del
artículo 108 quinquies por encima de los inicialmente presupuestados, no afecten a gastos de personal y
existan garantías suficientes de su efectividad, dando cuenta inmediata a la Comisión de Control.

4. Los remanentes de tesorería que resulten de la liquidación del ejercicio presupuestario no afectados a la
financiación del presupuesto del ejercicio siguiente, podrán aplicarse al presupuesto de ingresos y destinarse
a financiar incremento de gastos por acuerdo de la persona titular de la Dirección, dando cuenta a la Comisión
de Control. Los déficits derivados del incumplimiento de la estimación de ingresos anuales se compensarán
en la forma que se prevea en el contrato de gestión.

5. Las agencias estatales podrán adquirir compromisos de gasto que hayan de extenderse a ejercicios
posteriores a aquel en que se autoricen, siempre que no se superen alguno de los siguientes límites:

a) El número de ejercicios a que pueden aplicarse los gastos no será superior a cuatro.

b) El gasto que se impute a cada uno de los ejercicios posteriores no podrá exceder de la cantidad que
resulte de aplicar al importe total de cada programa, excluido el capítulo de gastos de personal y los
restantes créditos que tengan carácter vinculante, los siguientes porcentajes: El 70 por 100 en el ejercicio
inmediato siguiente, el 60 por ciento en el segundo ejercicio y el 50 por ciento en los ejercicios tercero y
cuarto. En el caso de gastos de personal o de otros que tengan carácter vinculante, podrán adquirirse
compromisos de gasto con cargo a ejercicios futuros dentro de los límites señalados anteriormente,
tomando como referencia de cálculo su dotación inicial. El Gobierno podrá acordar la modificación de los
límites anteriores en los casos especialmente justificados. A estos efectos, la persona titular del Ministerio
de Hacienda, a iniciativa de la agencia estatal correspondiente, elevará al Consejo de Ministros la oportuna
propuesta, previo informe de la Dirección General de Presupuestos.

6. La ejecución del presupuesto de las agencias estatales corresponde a sus órganos ejecutivos, que elaboran y
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remiten a la Comisión de Control, mensualmente, un estado de ejecución presupuestaria.

7. Las agencias estatales deberán aplicar los principios contables que les corresponda de acuerdo con lo
establecido en el artículo 121 de la Ley General Presupuestaria, con la finalidad de asegurar el adecuado
reflejo de las operaciones, los costes y los resultados de su actividad, así como de facilitar datos e información
con trascendencia económica. Corresponde a la Intervención General de la Administración del Estado
establecer los criterios que precise la aplicación de la normativa contable a las agencias estatales, en los
términos establecidos por la legislación presupuestaria para las entidades del sector público estatal.

8. Las agencias estatales dispondrán de:

a) Un sistema de información económica que: i) Muestre, a través de estados e informes, la imagen fiel del
patrimonio, de la situación financiera, de los resultados y de la ejecución del presupuesto. ii) Proporcione
información de costes sobre su actividad que sea suficiente para una correcta y eficiente adopción de
decisiones.

b) Un sistema de contabilidad de gestión que permita efectuar el seguimiento del cumplimiento de los
compromisos asumidos en el contrato de gestión. La Intervención General de la Administración del Estado
establece los requerimientos funcionales y, en su caso, los procedimientos informáticos, que deberán
observar las agencias estatales para cumplir lo dispuesto en este artículo, de acuerdo con lo dispuesto en el
artículo 125 de la Ley General Presupuestaria.

9. Las cuentas anuales de las agencias estatales se formulan por la persona titular de la Dirección en el plazo
de tres meses desde el cierre del ejercicio económico. Una vez auditadas dichas cuentas por la Intervención
General de la Administración del Estado son sometidas al Consejo Rector, para su aprobación antes del 30 de
junio del año siguiente al que se refieran. Una vez aprobadas por el Consejo Rector, las cuentas se remitirán a
través de la Intervención General de la Administración del Estado al Tribunal de Cuentas para su fiscalización.
Dicha remisión a la Intervención General se realizará dentro de los siete meses siguientes a la terminación del
ejercicio económico.

10. El control externo de la gestión económico-financiera de las agencias estatales corresponde al Tribunal de
Cuentas de acuerdo con su normativa específica. El control interno de la gestión económico-financiera de las
agencias estatales corresponde a la Intervención General de la Administración del Estado, y se realizará bajo
las modalidades de control financiero permanente y de auditoría pública, en las condiciones y en los términos
establecidos en la Ley General Presupuestaria. El control financiero permanente se realizará por las
Intervenciones Delegadas en las Agencias Estatales, bajo la dependencia funcional de la Intervención General
de la Administración del Estado. Sin perjuicio del control establecido en el párrafo anterior, las agencias
estatales estarán sometidas a un control de eficacia y de supervisión continua que será ejercido, a través del
seguimiento del contrato de gestión y hasta su aprobación a través del plan de actuación en los términos
establecidos en el artículo 85.
Se añade por la disposición final 34.13 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339

CAPÍTULO V DE LAS SOCIEDADES MERCANTILES ESTATALES

Artículo 111. Definición.
1. Se entiende por sociedad mercantil estatal aquella sociedad mercantil sobre la que se ejerce control estatal:

a) Bien porque la participación directa, en su capital social de la Administración General del Estado o
alguna de las entidades que, conforme a lo dispuesto en el artículo 84, integran el sector público
institucional estatal, incluidas las sociedades mercantiles estatales, sea superior al 50 por 100. Para la
determinación de este porcentaje, se sumarán las participaciones correspondientes a la Administración
General del Estado y a todas las entidades integradas en el sector público institucional estatal, en el caso de
que en el capital social participen varias de ellas.
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b) Bien porque la sociedad mercantil se encuentre en el supuesto previsto en el artículo 4 de la Ley 24/1988,
de 28 de julio, del Mercado de Valores respecto de la Administración General del Estado o de sus
organismos públicos vinculados o dependientes.

2. En la denominación de las sociedades mercantiles que tengan la condición de estatales deberá figurar
necesariamente la indicación «sociedad mercantil estatal» o su abreviatura «S.M.E.».

Artículo 112. Principios rectores.
La Administración General del Estado y las entidades integrantes del sector público institucional, en cuanto
titulares del capital social de las sociedades mercantiles estatales, perseguirán la eficiencia, transparencia y
buen gobierno en la gestión de dichas sociedades mercantiles, para lo cual promoverán las buenas prácticas y
códigos de conducta adecuados a la naturaleza de cada entidad. Todo ello sin perjuicio de la supervisión
general que ejercerá el accionista sobre el funcionamiento de la sociedad mercantil estatal, conforme prevé la
Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas.

Artículo 113. Régimen jurídico.
Las sociedades mercantiles estatales se regirán por lo previsto en esta Ley, por lo previsto en la Ley 33/2003,
de 3 de noviembre, y por el ordenamiento jurídico privado, salvo en las materias en que le sea de aplicación la
normativa presupuestaria, contable, de personal, de control económico-financiero y de contratación. En
ningún caso podrán disponer de facultades que impliquen el ejercicio de autoridad pública, sin perjuicio de
que excepcionalmente la ley pueda atribuirle el ejercicio de potestades administrativas.

Artículo 114. Creación y extinción.
1. La creación de una sociedad mercantil estatal o la adquisición de este carácter de forma sobrevenida será
autorizada mediante acuerdo del Consejo de Ministros que deberá ser acompañado de una propuesta de
estatutos y de un plan de actuación que contendrá, al menos:

a) Las razones que justifican la creación de la sociedad por no poder asumir esas funciones otra entidad ya
existente, así como la inexistencia de duplicidades. A estos efectos, deberá dejarse constancia del análisis
realizado sobre la existencia de órganos o entidades que desarrollan actividades análogas sobre el mismo
territorio y población y las razones por las que la creación de la nueva sociedad no entraña duplicidad con
entidades existentes.

b) Un análisis que justifique que la forma jurídica propuesta resulta más eficiente frente a la creación de un
organismo público u otras alternativas de organización que se hayan descartado.

c) Los objetivos anuales y los indicadores para medirlos. Al acuerdo de creación de la sociedad mercantil
estatal se acompañará un informe preceptivo favorable del Ministerio de Hacienda y Administraciones
Públicas o la Intervención General de la Administración del Estado, según se determine
reglamentariamente, que valorará el cumplimiento de lo previsto en este artículo. El Programa de
Actuación Plurianual que conforme a la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, deben elaborar las sociedades
cada año incluirá un plan de actuación anual que servirá de base para el control de eficacia de la sociedad.
La falta de aprobación del plan de actuación dentro del plazo anual fijado, por causa imputable a la
sociedad y hasta tanto se subsane la omisión, llevará aparejada la paralización de las aportaciones que
deban realizarse a favor de la sociedad con cargo a los presupuestos generales del Estado.

2. La liquidación de una sociedad mercantil estatal recaerá en un órgano de la Administración General del
Estado o en una entidad integrante del sector público institucional estatal. La responsabilidad que le
corresponda al empleado público como miembro de la entidad u órgano liquidador será directamente
asumida por la entidad o la Administración General del Estado que lo designó, quien podrá exigir de oficio al
empleado público la responsabilidad que, en su caso, corresponda cuando concurra dolo, culpa o negligencia
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grave conforme a lo previsto en las leyes administrativas en materia de responsabilidad patrimonial.

Artículo 115. Régimen de responsabilidad aplicable a los miembros de los consejos de administración 
de las sociedades mercantiles estatales designados por la Administración General del Estado.
1. La responsabilidad que le corresponda al empleado público como miembro del consejo de administración
será directamente asumida por la Administración General del Estado que lo designó.

2. La Administración General del Estado podrá exigir de oficio al empleado público que designó como
miembro del consejo de administración la responsabilidad en que hubiera incurrido por los daños y
perjuicios causados en sus bienes o derechos cuando hubiera concurrido dolo, o culpa o negligencia graves,
conforme a lo previsto en las leyes administrativas en materia de responsabilidad patrimonial.

Artículo 116. Tutela.
1. Al autorizar la constitución de una sociedad mercantil estatal con forma de sociedad anónima, de acuerdo
con lo previsto en el artículo 166.2 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, el Consejo de Ministros podrá
atribuir a un Ministerio, cuyas competencias guarden una relación específica con el objeto social de la
sociedad, la tutela funcional de la misma.

2. En ausencia de esta atribución expresa corresponderá íntegramente al Ministerio de Hacienda y
Administraciones Públicas el ejercicio de las facultades que esta Ley y la Ley 33/2003, de 3 de noviembre,
otorgan para la supervisión de la actividad de la sociedad.

3. El Ministerio de tutela ejercerá el control de eficacia e instruirá a la sociedad respecto a las líneas de
actuación estratégica y establecerá las prioridades en la ejecución de las mismas, y propondrá su
incorporación a los Presupuestos de Explotación y Capital y Programas de Actuación Plurianual, previa
conformidad, en cuanto a sus aspectos financieros, de la Dirección General del Patrimonio del Estado si se
trata de sociedades cuyo capital corresponda íntegramente a la Administración General del Estado, o del
organismo público que sea titular de su capital.

4. En casos excepcionales, debidamente justificados, el titular del departamento al que corresponda su tutela
podrá dar instrucciones a las sociedades, para que realicen determinadas actividades, cuando resulte de
interés público su ejecución.

5. Cuando las instrucciones que imparta el Ministerio de tutela impliquen una variación de los Presupuestos
de Explotación y Capital de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, el órgano de
administración no podrá iniciar la cumplimentación de la instrucción sin contar con la autorización del
órgano competente para efectuar la modificación correspondiente.

6. En este caso, los administradores de las sociedades a las que se hayan impartido estas instrucciones
actuarán diligentemente para su ejecución, y quedarán exonerados de la responsabilidad prevista en el
artículo 236 del Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley
de Sociedades de Capital, si del cumplimiento de dichas instrucciones se derivaren consecuencias lesivas.

Artículo 117. Régimen presupuestario, de contabilidad, control económico-financiero y de personal.
1. Las sociedades mercantiles estatales elaborarán anualmente un presupuesto de explotación y capital y un
plan de actuación que forma parte del Programa Plurianual, que se integrarán con el Presupuesto General del
Estado. El Programa contendrá la revisión trienal del plan de creación a que se refiere el artículo 85.

2. Las sociedades mercantiles estatales formularán y rendirán sus cuentas de acuerdo con los principios y
normas de contabilidad recogidos en el Código de Comercio y el Plan General de Contabilidad y disposiciones
que lo desarrollan.

3. Sin perjuicio de las competencias atribuidas al Tribunal de Cuentas, la gestión económico financiera de las
sociedades mercantiles estatales estará sometida al control de la Intervención General de la Administración
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del Estado.

4. El personal de las sociedades mercantiles estatales, incluido el que tenga condición de directivo, se regirá
por el Derecho laboral, así como por las normas que le sean de aplicación en función de su adscripción al
sector público estatal, incluyendo siempre entre las mismas la normativa presupuestaria, especialmente lo
que se establezca en las Leyes de Presupuestos Generales del Estado.

CAPÍTULO VII DE LAS FUNDACIONES DEL SECTOR PÚBLICO ESTATAL

Artículo 128. Definición y actividades propias.
1. Son fundaciones del sector público estatal aquellas que reúnan alguno de los requisitos siguientes:

a) Que se constituyan de forma inicial, con una aportación mayoritaria, directa o indirecta, de la
Administración General del Estado o cualquiera de los sujetos integrantes del sector público institucional
estatal, o bien reciban dicha aportación con posterioridad a su constitución.

b) Que el patrimonio de la fundación esté integrado en más de un 50 por ciento por bienes o derechos
aportados o cedidos por la Administración General del Estado o cualquiera de los sujetos integrantes del
sector público institucional estatal con carácter permanente.

c) La mayoría de derechos de voto en su patronato corresponda a representantes de la Administración
General del Estado o del sector público institucional estatal.

2. Son actividades propias de las fundaciones del sector público estatal las realizadas, sin ánimo de lucro, para
el cumplimiento de fines de interés general, con independencia de que el servicio se preste de forma gratuita
o mediante contraprestación. Únicamente podrán realizar actividades relacionadas con el ámbito
competencial de las entidades del sector público fundadoras, debiendo coadyuvar a la consecución de los
fines de las mismas, sin que ello suponga la asunción de sus competencias propias, salvo previsión legal
expresa. Las fundaciones no podrán ejercer potestades públicas. En la denominación de las fundaciones del
sector público estatal deberá figurar necesariamente la indicación «fundación del sector público» o su
abreviatura «F.S.P.».

3. Para la financiación de las actividades y el mantenimiento de la fundación, debe haberse previsto la
posibilidad de que en el patrimonio de las fundaciones del sector público pueda existir aportación del sector
privado de forma no mayoritaria.
Se modifica por la disposción final 27.3 de la Ley 22/2021, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-21653

Artículo 129. Régimen de adscripción de las fundaciones.
1. Los estatutos de cada fundación determinarán la Administración Pública a la que estará adscrita de
conformidad con lo previsto en este artículo.

2. De acuerdo con los siguientes criterios, ordenados por prioridad en su aplicación, referidos a la situación
en el primer día del ejercicio presupuestario, la fundación del sector público quedará adscrita, en cada
ejercicio presupuestario y por todo este periodo, a la Administración Pública que:

a) Disponga de mayoría de patronos.

b) Tenga facultades para nombrar o destituir a la mayoría de los miembros de los órganos ejecutivos.

c) Tenga facultades para nombrar o destituir a la mayoría de los miembros del personal directivo.

d) Tenga facultades para nombrar o destituir a la mayoría de los miembros del patronato.

e) Financie en más de un cincuenta por ciento, en su defecto, en mayor medida la actividad desarrollada
por la fundación, teniendo en cuenta tanto la aportación del fondo patrimonial como la financiación
concedida cada año.

f) Ostente el mayor porcentaje de participación en el fondo patrimonial.

g) Si la aplicación de los anteriores no resultara determinante, se adscribirá a la Administración General
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del Estado, y, en el caso de que ésta no participe, se adscribirá a la administración que decida su patronato.

3. En el supuesto de que participen en la fundación entidades privadas sin ánimo de lucro, la fundación del
sector público estará adscrita a la Administración que resulte de acuerdo con los criterios establecidos en el
apartado anterior.

4. El cambio de adscripción a una Administración Pública, cualquiera que fuere su causa, conllevará la
modificación de los estatutos que deberá realizarse en un plazo no superior a tres meses, contados desde el
inicio del ejercicio presupuestario siguiente a aquél en se produjo el cambio de adscripción.

5. Las fundaciones estarán sujetas al régimen presupuestario, económico financiero y de control de la
Administración Pública a la que estén adscritas.
Se añaden la letra g) al apartado 2 y el apartado 5 por la disposición final 27.4 de la Ley 22/2021, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-21653

Artículo 130. Régimen jurídico.
Las fundaciones del sector público estatal se rigen por lo previsto en esta Ley, por la Ley 50/2002, de 26 de
diciembre, de Fundaciones, la legislación autonómica que resulte aplicable en materia de fundaciones, y por
el ordenamiento jurídico privado, salvo en las materias en que le sea de aplicación la normativa
presupuestaria, contable, de control económico-financiero y de contratación del sector público.

Artículo 131. Régimen de contratación.
La contratación de las fundaciones del sector público estatal se ajustará a lo dispuesto en la legislación sobre
contratación del sector público.

Artículo 132. Régimen presupuestario, de contabilidad, de control económico-financiero y de personal.
1. Las fundaciones del sector público estatal elaborarán anualmente un presupuesto de explotación y capital,
que se integrarán con el Presupuesto General del Estado y formularán y presentarán sus cuentas de acuerdo
con los principios y normas de contabilidad recogidos en la adaptación del Plan General de Contabilidad a las
entidades sin fines lucrativos y disposiciones que lo desarrollan, así como la normativa vigente sobre
fundaciones.

2. Las fundaciones del sector público estatal aplicarán el régimen presupuestario, económico financiero, de
contabilidad, y de control establecido por la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, y sin perjuicio de las
competencias atribuidas al Tribunal de Cuentas, estarán sometidas al control de la Intervención General de la
Administración del Estado.

3. El personal de las fundaciones del sector público estatal, incluido el que tenga condición de directivo, se
regirá por el Derecho laboral, así como por las normas que le sean de aplicación en función de su adscripción
al sector público estatal, incluyendo entre las mismas la normativa presupuestaria así como lo que se
establezca en las Leyes de Presupuestos Generales del Estado.

Artículo 133. Creación de fundaciones del sector público estatal.
1. La creación de las fundaciones del sector público estatal o la adquisición de este carácter de forma
sobrevenida se realizará por ley que establecerá los fines de la fundación y, en su caso, los recursos
económicos con los que se le dota.

2. El anteproyecto de ley de creación de una fundación del sector público estatal que se eleve al Consejo de
Ministros deberá ser acompañado de una propuesta de estatutos y del plan de actuación, de conformidad con
lo previsto en el artículo 92, junto con el informe preceptivo favorable del Ministerio de Hacienda y
Administraciones Públicas o la Intervención General de la Administración del Estado, según se determine
reglamentariamente.

3. Los estatutos de las fundaciones del sector público estatal se aprobarán por Real Decreto de Consejo de
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Ministros, a propuesta conjunta del titular del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas y del
Ministerio que ejerza el protectorado, que estará determinado en sus Estatutos. No obstante, por Acuerdo del
Consejo de Ministros podrá modificarse el Ministerio al que se adscriba inicialmente la fundación.

Artículo 134. Protectorado.
El Protectorado de las fundaciones del sector público será ejercido por el órgano de la Administración de
adscripción que tenga atribuida tal competencia, que velará por el cumplimiento de las obligaciones
establecidas en la normativa sobre fundaciones, sin perjuicio del control de eficacia y la supervisión continua
al que están sometidas de acuerdo con lo previsto en esta Ley.

Artículo 135. Estructura organizativa.
En las fundaciones del sector público estatal la mayoría de miembros del patronato serán designados por los
sujetos del sector público estatal. La responsabilidad que le corresponda al empleado público como miembro
del patronato será directamente asumida por la entidad o la Administración General del Estado que lo
designó. La Administración General del Estado podrá exigir de oficio al empleado público que designó a esos
efectos la responsabilidad en que hubiera incurrido por los daños y perjuicios causados en sus bienes o
derechos cuando hubiera concurrido dolo, o culpa o negligencia graves, conforme a lo previsto en las leyes
administrativas en materia de responsabilidad patrimonial.

Artículo 136. Fusión, disolución, liquidación y extinción.
A las fundaciones del sector público estatal le resultará de aplicación el régimen de fusión, disolución,
liquidación y extinción previsto en los artículos 94, 96 y 97.

LSPI-BAL
Ley 7/2010, de 21 de julio, del sector público instrumental de la CAIB
En este tema: arts. 1 a 4, 28 a 46 y 47 a 57 · 34 artículos · texto consolidado a 27 de julio de 2026 · BOE-
A-2010-13242

TÍTULO PRELIMINAR DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO I OBJETO, ÁMBITO DE APLICACIÓN Y CLASIFICACIÓN DE LOS ENTES QUE INTEGRAN EL SECTOR PÚB

Artículo 1. Objeto.
Esta ley regula el régimen general de organización y de funcionamiento del sector público instrumental de la
comunidad autónoma de las Illes Balears.

Artículo 2. Ámbito de aplicación y naturaleza de los entes.
1. Integran el sector público instrumental de la comunidad autónoma de las Illes Balears los entes que se
relacionan a continuación, siempre y cuando se encuentren bajo la dependencia o vinculación de la
Administración de la comunidad autónoma en los términos previstos en la presente ley:

a) Los organismos autónomos.

b) Las entidades públicas empresariales.

c) Las sociedades mercantiles públicas.

d) Las fundaciones del sector público.

e) Los consorcios.

2. Las entidades mencionadas en las letras a) y b) del apartado anterior son organismos públicos de naturaleza
institucional con personificación pública. Las entidades mencionadas en las letras c) y d) del apartado
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anterior son organismos de titularidad pública de naturaleza institucional con personificación privada. Los
consorcios tienen la consideración de ente de naturaleza corporativa de base asociativa con personificación
pública.

Artículo 3. Principios generales.
Las entidades que integran el sector público instrumental de la comunidad autónoma de las Illes Balears están
sometidas a los principios de legalidad, servicio al interés general, eficacia, eficiencia, estabilidad y
transparencia.

Artículo 4. Clasificación del sector público instrumental de la comunidad autónoma de las Illes Balears.
El sector público instrumental de la comunidad autónoma de las Illes Balears se clasifica en:

a) El sector público instrumental administrativo, integrado por los entes mencionados en las letras a) y e) del
artículo 2.1 de esta ley.

b) El sector público instrumental empresarial, integrado por los entes mencionados en las letras b) y c) del
artículo 2.1 de esta ley.

c) El sector público fundacional, integrado por las fundaciones del sector público a que se refiere la letra d) del
artículo 2.1 de esta ley.

TÍTULO I ORGANISMOS PÚBLICOS

CAPÍTULO I DISPOSICIONES GENERALES

SECCIÓN 1.ª CONCEPTO Y RÉGIMEN JURÍDICO

Artículo 28. Concepto.
Son organismos públicos los creados bajo la dependencia o vinculación de la Administración de la comunidad
autónoma de las Illes Balears para la realización de actividades de ejecución o gestión, tanto administrativas
como de contenido económico, de la competencia de la Administración de la comunidad autónoma, cuyas
características justifiquen su organización y funcionamiento en régimen de descentralización funcional.

Artículo 29. Personalidad jurídica y potestades.
1. Los organismos públicos tienen personalidad jurídica pública diferenciada y patrimonio propios, así como
autonomía de gestión, en los términos previstos en esta ley y en concordancia con la legislación de finanzas
de la comunidad autónoma. Asimismo los organismos públicos disponen de tesorería propia, con excepción
de los organismos autónomos.

2. En su esfera de competencias, les corresponden las potestades administrativas necesarias para el
cumplimiento de sus fines, en los términos que prevean sus estatutos, salvo la potestad expropiatoria.

Artículo 30. Clasificación y adscripción de los organismos públicos.
1. Los organismos públicos se clasifican en organismos autónomos y en entidades públicas empresariales.

2. Los organismos autónomos se adscriben a una consejería a la cual corresponden la dirección, la evaluación
y el control de los resultados de su actividad.

3. Las entidades públicas empresariales se adscriben a una consejería o a un organismo autónomo, que ha de
ejercer las funciones aludidas en el apartado anterior.

Artículo 31. Aplicación de los principios generales de la administración pública.
1. Los organismos públicos han de ajustarse al principio de instrumentalidad respecto de los fines y objetivos
que tengan específicamente asignados.

2. Asimismo, con respecto a su organización y funcionamiento, los organismos públicos han de aplicar los
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siguientes criterios:

a) Los organismos autónomos han de atenerse a los criterios previstos para la Administración de la
comunidad autónoma de las Illes Balears en la normativa reguladora de su régimen jurídico.

b) Las entidades públicas empresariales han de regirse igualmente por los criterios establecidos en la
normativa citada en la letra anterior, sin perjuicio de las singularidades previstas en el capítulo III de este
título, en consideración a la naturaleza de sus actividades.

3. No obstante lo establecido en el apartado anterior, la ley de creación del organismo público puede
reconocer una especial autonomía o independencia funcional del ente respecto de la Administración de la
comunidad autónoma por razón de las funciones atribuidas al ente. En estos casos, el organismo ha de regirse
por su normativa específica en los aspectos precisos para hacer plenamente efectiva esa autonomía o
independencia.

Artículo 32. Impugnaciones y reclamaciones previas a la vía civil o laboral.
1. Contra los actos y las resoluciones dictados por los órganos de los organismos públicos se pueden
interponer los recursos administrativos previstos en la legislación reguladora del régimen jurídico y del
procedimiento administrativo en el ámbito de la comunidad autónoma de las Illes Balears.

2. Las reclamaciones previas en materia de derecho civil o laboral las ha de resolver el órgano colegiado
superior de dirección del organismo público, excepto que, por sus estatutos, esta competencia esté atribuida a
un órgano superior de la consejería de adscripción.

Artículo 33. Revisión de oficio y declaración de lesividad.
1. Son competentes para resolver los procedimientos de revisión de oficio de los actos nulos y declarar la
lesividad de los actos anulables los siguientes órganos:

a) La persona titular de la consejería de adscripción del organismo respecto de los actos dictados por el
órgano colegiado superior de dirección del ente.

b) El órgano colegiado superior de dirección del organismo, respecto de los actos dictados por el resto de
órganos del ente.

2. En todo caso, la revisión de los actos en materia tributaria se regirá por lo dispuesto en la Ley general
tributaria y en el resto de disposiciones aplicables a esta materia.

SECCIÓN 2.ª CREACIÓN, MODIFICACIÓN Y EXTINCIÓN

Artículo 34. Creación.
1. La creación de los organismos públicos ha de realizarse por ley.

2. La ley de creación ha de indicar en todo caso:

a) El tipo de organismo que crea, con la indicación de sus fines generales.

b) Las funciones y competencias del organismo, con indicación de las potestades administrativas generales
que éste pueda ejercer.

c) La consejería o el organismo autónomo al que inicialmente se adscribe.

d) En su caso, los recursos económicos y las particularidades de su régimen de personal, de contratación,
patrimonial, económico-financiero, así como cualesquiera otros que, por su naturaleza, exijan norma con
rango de ley.

e) En relación con los organismos autónomos, la determinación de la existencia de un presupuesto propio
e independiente del presupuesto de la Administración de la comunidad autónoma de las Illes Balears o, en
su defecto, de un presupuesto integrado en el de la Administración de la comunidad autónoma, de
conformidad con lo previsto en el artículo 40 de la presente ley.
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f) En su caso, el reconocimiento expreso de una especial autonomía o independencia funcional del ente
respecto de la Administración de la comunidad autónoma de las Illes Balears por razón de las funciones
que ha de ejercer el ente.

3. El Consejo de Gobierno ha de aprobar el proyecto de ley de creación a propuesta de la consejería a la cual se
prevea adscribir el organismo. A la propuesta ha de adjuntarse el proyecto de estatutos del organismo, el plan
de actuación inicial, el informe económico-financiero y el resto de documentos a que se refiere el artículo 5 de
esta ley, que serán aprobados, en su caso, conjuntamente. La consejería competente en materia de hacienda y
presupuestos ha de emitir un informe preceptivo sobre la propuesta de aprobación y la documentación
adjunta.

Artículo 35. Estatutos.
1. Una vez en vigor la ley de creación del organismo, el Consejo de Gobierno, a propuesta de la persona titular
de la consejería de adscripción, y con el informe preceptivo de la consejería competente en materia de
hacienda y presupuestos, ha de aprobar los estatutos por decreto.

2. Los estatutos de los organismos públicos han de regular:

a) Las funciones y competencias del organismo, con indicación de las potestades administrativas que éste
pueda ejercer y la distribución de las competencias entre los órganos de dirección, así como el rango
administrativo de éstos en el caso de los organismos autónomos. En el caso de las entidades públicas
empresariales, los estatutos también han de determinar los órganos que tengan atribuido el ejercicio de
potestades administrativas.

b) La configuración de los órganos colegiados, con las siguientes indicaciones: las competencias; la
integración administrativa o dependencia jerárquica; la composición y los criterios para la designación de
su presidente y del resto de miembros; las funciones de decisión, propuesta, informe, seguimiento o
control y cualquier otra que les sea atribuida; y la indicación de aquellos actos y resoluciones que agoten la
vía administrativa.

c) La determinación del presidente y del resto de órganos unipersonales de dirección del organismo y
también su forma de designación; y la indicación de los actos y las resoluciones que agoten la vía
administrativa.

d) La determinación, en su caso, de los órganos de participación.

e) La determinación de los órganos de contratación.

f) El patrimonio que, en su caso, les sea asignado para el cumplimiento de sus fines y los recursos
económicos a través de los cuales deba financiarse el organismo.

g) La facultad de instar la creación o la participación en otros entes instrumentales cuando sea adecuado
para la consecución de las finalidades asignadas.

h) Cualquier otra cuestión que se considere necesaria para el buen funcionamiento y la organización del
organismo público.

Artículo 36. Modificación y refundición.
1. La modificación o refundición de los organismos públicos ha de hacerse por ley del Parlamento de las Illes
Balears.

2. No obstante, cuando se trate de modificaciones que afecten únicamente a aspectos establecidos sólo en los
estatutos, la modificación ha de hacerse por decreto, de acuerdo con las previsiones de esta ley, a propuesta de
la persona titular de la consejería de adscripción y con el informe preceptivo de la consejería competente en
materia de hacienda y presupuestos.

3. En todo caso, las modificaciones o refundiciones que afecten sustancialmente a aspectos propios del plan
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de actuación inicial o del estudio económico-financiero a que se refiere el artículo 5 de esta ley, requieren la
elaboración de un nuevo plan de actuación y de un nuevo estudio económico-financiero.

Artículo 37. Extinción y liquidación.
1. La extinción de los organismos públicos se produce:

a) Por determinación de una ley.

b) Por decreto del Consejo de Gobierno, a propuesta de la consejería de adscripción, y con el informe
previo y favorable de las consejerías competentes en materia de hacienda y en materia de función pública,
en los siguientes casos:

1.º Por el transcurso del tiempo de existencia fijado en la ley de creación.

2.º Porque sus fines y objetivos han sido asumidos en su totalidad por los servicios de la Administración
de la comunidad autónoma.

3.º Porque sus fines y objetivos han sido cumplidos en su totalidad, de forma que no se justifica la
pervivencia del organismo público.

2. La norma que determine la extinción ha de establecer las medidas aplicables al personal del organismo
afectado en el marco de la legislación reguladora de los empleados públicos y, en particular, de la legislación
de función pública de la comunidad autónoma. Además, ha de determinar, en su caso, la integración en el
patrimonio de la comunidad autónoma de los bienes y derechos sobrantes que resulten del proceso de
liquidación del organismo, indicando la afectación a servicios de la Administración de la comunidad
autónoma o la adscripción a los organismos públicos que corresponda, de acuerdo con lo previsto en las
disposiciones reguladoras del patrimonio de la comunidad autónoma.

CAPÍTULO II ORGANISMOS AUTÓNOMOS

Artículo 38. Concepto y régimen general.
1. Los organismos autónomos son organismos públicos a los que se encomienda, en ejecución de programas
específicos de la actividad de una consejería, la realización de actividades administrativas, de fomento, de
prestación o de gestión de servicios públicos.

2. Los organismos autónomos se rigen por el derecho administrativo.

Artículo 39. Régimen de personal.
1. El personal al servicio de los organismos autónomos puede ser personal funcionario o personal laboral, en
los términos previstos en la normativa reguladora de la función pública de la comunidad autónoma de las Illes
Balears.

2. Salvo que la ley de creación del organismo autónomo disponga otra cosa, el personal al servicio de éste
depende orgánicamente de la persona titular de la consejería competente en materia de función pública y
funcionalmente del órgano superior unipersonal de dirección del organismo autónomo.

3. Al personal al servicio de los organismos autónomos le es aplicable la legislación autonómica de función
pública, en los mismos términos establecidos para el personal al servicio de la Administración de la
comunidad autónoma de las Illes Balears, sin perjuicio de las determinaciones específicas que la ley de
creación pueda establecer en cuanto al régimen de personal.

Artículo 40. Régimen presupuestario y de control.
1. Los presupuestos de los organismos autónomos se integran en el presupuesto de la Administración de la
comunidad autónoma en secciones separadas para cada organismo. No obstante, la ley de creación de cada
organismo autónomo puede establecer que el ente disponga de un presupuesto propio, el cual no se integrará
en el de la Administración de la comunidad autónoma.
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2. El régimen económico-financiero, de contabilidad, intervención y control de los organismos autónomos es
el que prevé la presente ley y la legislación de finanzas de la comunidad autónoma, sin perjuicio de las
particularidades que se puedan establecer en la ley de creación del ente.

Artículo 41. Actos y resoluciones.
Los actos y las resoluciones de los órganos de los organismos autónomos han de regirse por las reglas
correspondientes previstas en la legislación reguladora del régimen jurídico y del procedimiento
administrativo en el ámbito de la Administración de la comunidad autónoma de las Illes Balears.

CAPÍTULO III ENTIDADES PÚBLICAS EMPRESARIALES

Artículo 42. Concepto y régimen general.
1. Las entidades públicas empresariales son organismos públicos a los cuales se encomienda la realización de
actividades de prestación, gestión de servicios o producción de bienes de interés público susceptibles de
contraprestación.

2. Excepcionalmente, la ley de creación puede autorizar que se incluya en los estatutos de la entidad la
realización de actividades de fomento, siempre que se trate de actuaciones accesorias respecto de las
funciones y competencias principales atribuidas a la entidad.

3. Las entidades públicas empresariales se rigen por el derecho público en la formación de la voluntad de sus
órganos, en el ejercicio de las potestades administrativas que tengan atribuidas y en lo previsto en esta ley,
otra norma con rango de ley o los estatutos de la entidad. En el resto de aspectos se rigen por el derecho
privado.

Artículo 43. Ejercicio de potestades administrativas.
Las potestades administrativas atribuidas a las entidades públicas empresariales sólo pueden ser ejercidas por
aquellos órganos de las entidades a los cuales se asigne expresamente en sus estatutos esta facultad.

Artículo 44. Régimen de personal.
1. El personal al servicio de las entidades públicas empresariales puede ser:

a) Personal laboral propio.

b) Personal funcionario de la Administración de la comunidad autónoma o de los organismos autónomos
que le sea adscrito.

c) Personal funcionario de cualquier administración pública que se incorpore por cualquier procedimiento
de provisión o de ocupación de puestos de trabajo, de acuerdo con la normativa de función pública de la
comunidad autónoma de las Illes Balears.

2. El personal laboral propio de las entidades públicas empresariales se rige, además de por las disposiciones
contenidas en el Estatuto básico del empleado público que le sean de aplicación y por el resto de normas
laborales y convencionales aplicables al personal de esta naturaleza, por los preceptos de la presente ley y por
las normas que la desarrollen, así como por las normas de empleo público de la comunidad autónoma de las
Illes Balears que lo dispongan expresamente.

3. El personal funcionario al servicio de las entidades públicas empresariales se regula por la normativa de
función pública de la comunidad autónoma, sin perjuicio de las determinaciones específicas que, en su caso,
contenga su norma de creación.

Artículo 45. Régimen presupuestario y de control.
El régimen presupuestario, económico-financiero, de contabilidad, intervención y control de las entidades
públicas empresariales es el previsto en la presente ley y en la legislación de finanzas de la comunidad
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autónoma, sin perjuicio de las particularidades que puedan establecerse en la ley de creación del ente y en sus
estatutos.

Artículo 46. Actos y resoluciones.
Los actos y las resoluciones de los órganos de las entidades públicas empresariales, cuando se dicten en el
ejercicio de potestades administrativas, han de regirse por las reglas correspondientes previstas en la
legislación reguladora del régimen jurídico y del procedimiento administrativo en el ámbito de la
Administración de la comunidad autónoma de las Illes Balears.

TÍTULO II ORGANISMOS DE NATURALEZA PRIVADA DE TITULARIDAD PÚBLICA

CAPÍTULO I DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 47. Concepto y clasificación.
Son organismos de naturaleza privada de titularidad pública las sociedades mercantiles públicas y las
fundaciones del sector público.

Artículo 48. Personalidad jurídica y potestades.
Los organismos de naturaleza privada de titularidad pública tienen personalidad jurídica privada y no pueden
ejercer potestades públicas reservadas a los funcionarios y a las autoridades. No obstante, el personal de estos
organismos, mediante las plataformas, los sistemas y los medios electrónicos establecidos por la
Administración de la comunidad autónoma, podrá realizar tareas técnicas o auxiliares relacionadas o
asociadas con la tramitación de expedientes relativos a procedimientos administrativos concretos o con otras
actuaciones inherentes a las potestades administrativas propias de la comunidad autónoma de las Illes
Balears, tales como la distribución de registros de entrada a los efectos de lo que establece la letra a) del
artículo 16.4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de las
administraciones públicas, la revisión de documentación y el envío de comunicaciones y notificaciones. Estas
tareas técnicas o auxiliares no pueden incluir, en ningún caso, el dictado de actos administrativos en sentido
estricto, la recepción de escritos de forma presencial con la correspondiente obligación de expedición de
copias auténticas de los documentos, la identificación y la firma electrónica en nombre de la persona
interesada, y el apoderamiento apud acta por comparecencia personal. De acuerdo con ello, el personal que, a
tal efecto, designe el presidente o la presidenta del organismo podrá disponer del acceso necesario y limitado
a las herramientas de tramitación de la Administración de la comunidad autónoma de las Illes Balears para
poder ejercer estas tareas.
Se modifica por la disposición final 6.2 de la Ley 12/2023, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2024-1569
Se modifica por la disposición final 9.4 de la Ley 9/2011, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2012-2272

Artículo 49. Régimen del personal.
1. El personal al servicio de los organismos de naturaleza privada de titularidad pública es personal laboral.

2. El personal laboral al servicio de estos organismos se rige, además de por las disposiciones contenidas en el
Estatuto básico del empleado público que le sean de aplicación y por el resto de normas laborales y
convencionales aplicables al personal de esta naturaleza, por los preceptos de la presente ley y por las normas
que la desarrollen, así como por las normas de empleo público de la comunidad autónoma de las Illes Balears
que, en el marco de lo establecido en la disposición adicional primera del Estatuto básico del empleado
público, lo dispongan expresamente.

Artículo 50. Régimen presupuestario y de control.
El régimen presupuestario, económico-financiero, de contabilidad, intervención y control de los organismos
de naturaleza privada de titularidad pública es el previsto en la presente ley y en la legislación de finanzas de
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la comunidad autónoma, sin perjuicio del cumplimiento del resto de normas que, en materia contable,
financiera o de control, sean aplicables a estos entes, de conformidad con la legislación general de derecho
privado sobre sociedades y fundaciones.

CAPÍTULO II SOCIEDADES MERCANTILES PÚBLICAS

Artículo 51. Concepto y régimen general.
1. Son sociedades mercantiles públicas de la comunidad autónoma de las Illes Balears las sociedades
mercantiles con participación mayoritaria en el capital social, directa o indirecta, de la Administración de la
comunidad autónoma de las Illes Balears o de los entes que integran el sector público instrumental regulados
en la presente ley.

2. Las sociedades mercantiles públicas se rigen por el ordenamiento jurídico privado, excepto en los aspectos
a que se refiere esta ley y demás normativa de derecho público que les sea de aplicación.

Artículo 52. Creación, modificación y extinción.
1. La creación de sociedades mercantiles públicas de la comunidad autónoma de las Illes Balears y las
eventuales modificaciones de la escritura pública de constitución, así como los actos de adquisición o pérdida
de la posición mayoritaria, directa o indirecta, de la comunidad autónoma y la extinción de la entidad,
requieren el acuerdo previo del Consejo de Gobierno.

2. El acuerdo se adoptará a propuesta de la consejería interesada y con un informe preceptivo de la consejería
competente en materia de hacienda y presupuestos.

3. En todo caso, las modificaciones de la escritura de constitución que afecten sustancialmente a aspectos
propios del plan de actuación inicial o del estudio económico-financiero a que se refiere el artículo 5 de esta
ley, requieren la elaboración de un nuevo plan de actuación y de un nuevo estudio económico-financiero. El
mismo régimen debe aplicarse a las modificaciones de los estatutos a que se refiere el artículo 53.3 siguiente.

4. Las sociedades mercantiles públicas se pueden extinguir por cualquiera de las causas previstas en la
legislación societaria y, en particular, por medio de la cesión global de activos y pasivos, sin liquidación de la
sociedad, a que se refieren el artículo 81 y el resto de disposiciones concordantes de la Ley 3/2009, de 3 de
abril, sobre modificaciones estructurales de las sociedades mercantiles, teniendo en cuenta asimismo lo
establecido en la disposición adicional décima de esta ley con relación al régimen del personal.
Se añade el apartado 4 por la disposición final 9.5 de la Ley 9/2011, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2012-2272

Artículo 53. Estatutos.
1. Los estatutos de las sociedades mercantiles públicas han de elevarse al Consejo de Gobierno junto con la
propuesta de acuerdo por el que se autoriza su creación.

2. Junto con la propuesta de acuerdo y los estatutos, el Consejo de Gobierno ha de aprobar el plan de actuación
inicial, el estudio económico-financiero y el resto de documentos a que se refiere el artículo 5 de esta ley.

3. Las propuestas de acuerdo de aumento y reducción de capital y las demás que impliquen modificación de
los estatutos de las sociedades mercantiles públicas de la comunidad autónoma de las Illes Balears, han de ser
elevadas, en todo caso y con carácter previo a su aprobación por el órgano societario que corresponda, al
Consejo de Gobierno para su autorización previa, junto con, en su caso, el plan de actuación y el estudio
económico-financiero a que se refiere el segundo párrafo del artículo 52.3 anterior. Este acuerdo se adoptará a
propuesta de la consejería interesada, con el informe preceptivo de la consejería competente en materia de
hacienda y presupuestos.

4. Los estatutos de las sociedades mercantiles públicas y sus modificaciones han de publicarse en el ««Boletín
Oficial de las Illes Balears» .
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Artículo 54. Socio único y junta general.
1. En las sociedades mercantiles públicas en que la Administración de la comunidad autónoma sea titular del
cien por cien del capital social, las competencias de la junta general que de acuerdo con la legislación
societaria corresponden al socio único, las ha de ejercer el Consejo de Gobierno.

2. En las sociedades mercantiles públicas de la comunidad autónoma de las Illes Balears en que la
administración tenga una participación inferior al cien por cien de su capital social, corresponde al Consejo
de Gobierno designar, entre sus miembros, los representantes de este capital en la junta general.
Se modifica el epígrafe y el apartado 1 por la disposición final 9.6 y 7 de la Ley 9/2011, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2012-2272

CAPÍTULO III FUNDACIONES DEL SECTOR PÚBLICO

Artículo 55. Concepto y régimen general.
1. Son fundaciones del sector público de la comunidad autónoma de las Illes Balears las que estén adscritas a
la Administración de la comunidad autónoma de las Illes Balears de acuerdo con los criterios que, a tal efecto,
se establecen en la legislación estatal básica relativa al régimen jurídico del sector público.

2. Las fundaciones del sector público se rigen por el ordenamiento jurídico privado, excepto en los aspectos a
que se refiere esta ley y demás normativa de derecho público que les sea de aplicación.

3. Ejerce el protectorado de las fundaciones del sector público la Administración de la comunidad autónoma
de las Illes Balears, de conformidad con lo que se establezca reglamentariamente.

Se modifica el apartado 1 por la disposición final 8.2 de la Ley 18/2016, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2017-558
Se modifica el apartado 3 por la disposición final 9.11 de la Ley 9/2011, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2012-2272

Artículo 56. Creación, modificación, transformación, fusión y extinción.
1. La creación, la modificación de la escritura de constitución y la extinción de fundaciones del sector público
requerirán el acuerdo previo del Consejo de Gobierno. También requerirán este acuerdo los actos o negocios
que determinen que una fundación quede adscrita al sector público autonómico porque se verifique
cualquiera de los criterios a que hace referencia el artículo 55.1 anterior o la pérdida del carácter de fundación
del sector público autonómico.

2. El acuerdo ha de adoptarse a propuesta de la consejería interesada, con los informes preceptivos de las
consejerías competentes en materia de hacienda y presupuestos y en materia de fundaciones, y también, en el
caso de extinción del ente, de la consejería competente en materia de función pública.

3. En todo caso, las modificaciones de la escritura de constitución que afecten sustancialmente a aspectos
propios del plan de actuación inicial o del estudio económico-financiero a que se refiere el artículo 5 de esta
ley, requieren la elaboración de un nuevo plan de actuación y de un nuevo estudio económico-financiero. El
mismo régimen debe aplicarse a las modificaciones de los estatutos a que se refiere el artículo 57.3 siguiente.

4. Las fundaciones del sector público se pueden fusionar con otras fundaciones y pueden ser absorbidas por
otros entes de derecho público integrados en el sector público autonómico, incluida la integración en la
Administración de la comunidad autónoma. También se pueden transformar en cualquier otro tipo de ente de
derecho público que se integre en el sector público autonómico. La fusión, la absorción, la integración o la
transformación de las fundaciones del sector público no conllevan la apertura del procedimiento de
liquidación. La fusión, la absorción, la integración o la transformación de fundaciones del sector público
requieren el acuerdo previo del Consejo de Gobierno, a propuesta de la consejería de adscripción y con los
informes previos de las consejerías competentes en materia de hacienda y presupuestos y en materia de
fundaciones, así como con el informe previo a que se refiere el apartado 4 de la disposición adicional décima
de esta ley. Hasta que no se complete el procedimiento de fusión, absorción, integración o transformación de
las fundaciones, éstas tienen que continuar desarrollando las actividades propias de su objeto y finalidades.
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Una vez completado todo el procedimiento, la Administración de la comunidad autónoma o el ente
instrumental correspondiente se subrogará en todos los derechos y las obligaciones y en todas las relaciones
jurídicas de la fundación extinguida, sin perjuicio, en lo que respecta al régimen de personal, de las
limitaciones derivadas de lo establecido en la disposición adicional décima de esta ley, y se cancelará el
asiento de la fundación en el Registro de Fundaciones de las Illes Balears.

5. A los efectos de lo previsto en el artículo 31.e) de la Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de fundaciones, los
estatutos de las fundaciones del sector público pueden prever como causa de extinción de la entidad el hecho
de que las actividades de interés general que desarrollan de acuerdo con sus estatutos pasen a ser
desarrolladas por la Administración de la comunidad autónoma o por otra entidad del sector público
autonómico, de naturaleza fundacional o no. La extinción por este motivo puede tener lugar tanto en el caso
en que la fundación se integre en la Administración autonómica o en otro ente instrumental, de acuerdo con
lo que prevé el apartado anterior del presente artículo, como en el caso en que no tenga lugar la integración,
supuesto en el cual la fundación disuelta entra en periodo de liquidación.
Se modifica el apartado 1 por la disposición final 8.3 de la Ley 18/2016, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2017-558
Se modifica el epígrafe y se añaden los apartados 4 y 5 por la disposición final 9.8 y 9 de la Ley 9/2011, de 23 de diciembre. Ref. BOE-
A-2012-2272

Artículo 57. Estatutos.
1. Los estatutos de las fundaciones del sector público han de elevarse al Consejo de Gobierno junto con la
propuesta de acuerdo por el cual se dispone su creación.

2. Junto con la propuesta de acuerdo y los estatutos, el Consejo de Gobierno ha de aprobar el plan de actuación
inicial de la fundación, el estudio económico-financiero y el resto de documentos a que se refiere el artículo 5
de esta ley.

3. Las modificaciones de los estatutos de las fundaciones del sector público han de elevarse, en todo caso y
con carácter previo a su aprobación por el órgano de la entidad que corresponda, al Consejo de Gobierno para
que proceda a su autorización previa, junto con, en su caso, el plan de actuación y el estudio económico-
financiero a que se refiere el segundo párrafo del artículo 56.3 anterior. Este acuerdo se adoptará a propuesta
de la consejería interesada, con el informe preceptivo de la consejería competente en materia de hacienda y
presupuestos.

4. Los estatutos de las fundaciones del sector público y sus modificaciones han de publicarse en el «Boletín
Oficial de las Illes Balears».
Se añade un segundo párrafo al apartado 3 por la disposición final 1.7 del Decreto-ley 5/2012, de 1 de junio. Ref. BOIB-i-2012-90028

Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 2

1 ¿Cuáles son los principios que recoge el artículo 103 de la Constitución referidos con el acceso a la función 
pública?

A) Igualdad, mérito y capacidad.

B) Mérito y capacidad.

C) Igualdad, mérito, capacidad y publicidad.

D) Igualdad, mérito y publicidad.
Ayuntamiento de Nerja, 2021
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2 Según el artículo 99 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, los 
organismos autónomos se rigen, entre otras normas:

A) Por el Derecho privado en materia patrimonial.

B) Por el Derecho administrativo y por su ley de creación.

C) Por el Derecho laboral común.

D) Por el régimen mercantil general.
Administración General del Estado (INAP), 2025

3 Según lo establecido en el artículo 103 de la Constitución Española, la Administración Pública sirve con 
objetividad los intereses generales y actúa de acuerdo con los principios de:

A) Eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno a la ley y al 
Derecho.

B) Eficacia, eficiencia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno a la 
ley y al Derecho

C) Eficacia, eficiencia, jerarquía, descentralización, desconcentración y cooperación, con sometimiento pleno a la 
ley y al Derecho

D) Eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y cooperación, con sometimiento pleno a la ley y al 
Derecho.

Ayuntamiento de Yecla, 2023

4 Los organismos autónomos del Ayuntamiento de Toledo se organizan en régimen de:

A) Descentralización territorial.

B) Desconcentración territorial.

C) Consorcio administrativo.

D) Descentralización funcional.
Ayuntamiento de Toledo, 2022

5 El artículo 3 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, establece que las 
Administraciones Públicas sirven con objetividad los intereses generales y actúan de acuerdo con los 
principios de:

A) Eficiencia, eficacia, jerarquía, descentralización y coordinación

B) Eficacia, cooperación, descentralización, desconcentración y coordinación

C) Eficacia, eficiencia, colaboración, descentralización y coordinación

D) Eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación
Ayuntamiento de Redondela, 2022
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Soluciones — Tema 2 Cada una con su explicación y su artículo

1 B Art. 103 CE pág. 36 El acceso al empleo público en la Constitución descansa sobre dos exigencias: el mérito
y la capacidad de quien aspira al puesto. La igualdad, aunque garantiza que todos puedan concurrir en las
mismas condiciones, no se recoge en este precepto, sino en el derecho de los ciudadanos a acceder a cargos y
funciones públicas. La publicidad tampoco figura en este artículo. Por eso conviene no mezclar el mandato
concreto que regula el ingreso con otros principios constitucionales relacionados.

2 B Art. 99 LRJSP pág. 46 Los organismos autónomos se rigen por el Derecho administrativo, que constituye su
régimen propio. Se aplican esta ley, su norma de creación, sus estatutos, la ley reguladora del procedimiento
administrativo común y las restantes normas administrativas generales y especiales aplicables. También se
rigen por la legislación sobre contratos y sobre patrimonio de las Administraciones públicas. Solo en defecto de
norma administrativa procede el derecho común. Por ello queda claro que su marco jurídico principal es el
administrativo junto a su ley de creación.

3 A Art. 103 CE pág. 36 La norma fundamental enumera los principios que rigen la actuación administrativa:
eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, siempre con sujeción completa a la ley y
al Derecho. Conviene precisar que no aparece la eficiencia entre estos principios, pues es término propio de
leyes posteriores, y el último principio enumerado es la coordinación, no la cooperación. Distinguir esas dos
palabras y descartar la eficiencia evita el error más frecuente.

4 D Art. 98 LRJSP pág. 46 Cuando una entidad pública crea un ente con personalidad jurídica propia para
gestionar un servicio o función concreta, hablamos de descentralización funcional. Los organismos autónomos
encajan justo aquí: dependen de la Administración matriz pero asumen competencias especializadas con
autonomía de gestión. La descentralización territorial, en cambio, traslada poder a otra entidad de base
geográfica, como un municipio o una comunidad autónoma, algo distinto del reparto interno por funciones que
caracteriza a estos organismos.

5 D Art. 3 LRJSP Para servir con objetividad los intereses generales, las Administraciones deben funcionar con
cinco principios organizativos clásicos: hacer las cosas (eficacia), respetar la cadena de mando (jerarquía),
acercar competencias a entes inferiores (descentralización), repartir funciones dentro de un mismo órgano
(desconcentración) y actuar de forma ordenada entre sí (coordinación). Conviene no confundir estos principios
de organización con otros como eficiencia, cooperación o colaboración, que pertenecen a relaciones
interadministrativas distintas y no figuran en esta enumeración inicial.

Practica con más de 100 preguntas de este tema en 
haztefuncionario.com
Apunta con la cámara: test del Tema 2, corregido al momento y con el artículo de la ley delante 
de cada respuesta.

haztefuncionario.com/oposicion/tag-a1-ayto-inca
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TEMAS INCLUIDOS 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

3
La organización territorial del Estado. Naturaleza jurídica y principios. Los 
Estatutos de Autonomía. La organización política y administrativa de las 
comunidades autónomas. La reforma de los Estatutos de Autonomía

Qué entra en este tema

CE · Constitución Española
arts. 137 a 147 y 151 a 152 · 13 artículos

EA-BAL · LO 1/2007 Estatuto de Autonomía de las Illes Balears
arts. 1 a 12, 39 a 60, 76 a 87 y 139 · 47 artículos

LGob-BAL · Ley 1/2019, de 31 de enero, del Gobierno de las Il…
arts. 1 a 41 · 41 artículos

101 artículos · empieza en la pág. 71

Lo más preguntado de este tema

Art. 137 CE 83
Art. 140 CE 73
Art. 141 CE 45
Art. 147 CE 33
Art. 142 CE 20

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 290 sobre el tema entero.

CE
Constitución Española
En este tema: arts. 137 a 147 y 151 a 152 · 13 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-1978-31229

TÍTULO VIII DE LA ORGANIZACIÓN TERRITORIAL DEL ESTADO

CAPÍTULO PRIMERO PRINCIPIOS GENERALES

Artículo 137.
El Estado se organiza territorialmente en municipios, en provincias y en las Comunidades Autónomas que se
constituyan. Todas estas entidades gozan de autonomía para la gestión de sus respectivos intereses.

Artículo 138.
1. El Estado garantiza la realización efectiva del principio de solidaridad consagrado en el artículo 2 de la
Constitución, velando por el establecimiento de un equilibrio económico, adecuado y justo entre las diversas
partes del territorio español, y atendiendo en particular a las circunstancias del hecho insular.

2. Las diferencias entre los Estatutos de las distintas Comunidades Autónomas no podrán implicar, en ningún
caso, privilegios económicos o sociales.

Artículo 139.
1. Todos los españoles tienen los mismos derechos y obligaciones en cualquier parte del territorio del Estado.

2. Ninguna autoridad podrá adoptar medidas que directa o indirectamente obstaculicen la libertad de
circulación y establecimiento de las personas y la libre circulación de bienes en todo el territorio español.

CAPÍTULO SEGUNDO DE LA ADMINISTRACIÓN LOCAL

Artículo 140. La Constitución garantiza la autonomía de los municipios.
Estos gozarán de personalidad jurídica plena. Su gobierno y administración corresponde a sus respectivos
Ayuntamientos, integrados por los Alcaldes y los Concejales. Los Concejales serán elegidos por los vecinos del
municipio mediante sufragio universal, igual, libre, directo y secreto, en la forma establecida por la ley. Los
Alcaldes serán elegidos por los Concejales o por los vecinos. La ley regulará las condiciones en las que
proceda el régimen del concejo abierto.
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Artículo 141.
1. La provincia es una entidad local con personalidad jurídica propia, determinada por la agrupación de
municipios y división territorial para el cumplimiento de las actividades del Estado. Cualquier alteración de
los límites provinciales habrá de ser aprobada por las Cortes Generales mediante ley orgánica.

2. El gobierno y la administración autónoma de las provincias estarán encomendados a Diputaciones u otras
Corporaciones de carácter representativo.

3. Se podrán crear agrupaciones de municipios diferentes de la provincia.

4. En los archipiélagos, las islas tendrán además su administración propia en forma de Cabildos o Consejos.

Artículo 142.
Las Haciendas locales deberán disponer de los medios suficientes para el desempeño de las funciones que la
ley atribuye a las Corporaciones respectivas y se nutrirán fundamentalmente de tributos propios y de
participación en los del Estado y de las Comunidades Autónomas.

CAPÍTULO TERCERO DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS

Artículo 143.
1. En el ejercicio del derecho a la autonomía reconocido en el artículo 2 de la Constitución, las provincias
limítrofes con características históricas, culturales y económicas comunes, los territorios insulares y las
provincias con entidad regional histórica podrán acceder a su autogobierno y constituirse en Comunidades
Autónomas con arreglo a lo previsto en este Título y en los respectivos Estatutos.

2. La iniciativa del proceso autonómico corresponde a todas las Diputaciones interesadas o al órgano
interinsular correspondiente y a las dos terceras partes de los municipios cuya población represente, al
menos, la mayoría del censo electoral de cada provincia o isla. Estos requisitos deberán ser cumplidos en el
plazo de seis meses desde el primer acuerdo adoptado al respecto por alguna de las Corporaciones locales
interesadas.

3. La iniciativa, en caso de no prosperar, solamente podrá reiterarse pasados cinco años.

Artículo 144.
Las Cortes Generales, mediante ley orgánica, podrán, por motivos de interés nacional:

a) Autorizar la constitución de una comunidad autónoma cuando su ámbito territorial no supere el de una
provincia y no reúna las condiciones del apartado 1 del artículo 143.

b) Autorizar o acordar, en su caso, un Estatuto de autonomía para territorios que no estén integrados en la
organización provincial.

c) Sustituir la iniciativa de las Corporaciones locales a que se refiere el apartado 2 del artículo 143.

Artículo 145.
1. En ningún caso se admitirá la federación de Comunidades Autónomas.

2. Los Estatutos podrán prever los supuestos, requisitos y términos en que las Comunidades Autónomas
podrán celebrar convenios entre sí para la gestión y prestación de servicios propios de las mismas, así como el
carácter y efectos de la correspondiente comunicación a las Cortes Generales. En los demás supuestos, los
acuerdos de cooperación entre las Comunidades Autónomas necesitarán la autorización de las Cortes
Generales.

Artículo 146.
El proyecto de Estatuto será elaborado por una asamblea compuesta por los miembros de la Diputación u
órgano interinsular de las provincias afectadas y por los Diputados y Senadores elegidos en ellas y será
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elevado a las Cortes Generales para su tramitación como ley.

Artículo 147.
1. Dentro de los términos de la presente Constitución, los Estatutos serán la norma institucional básica de
cada Comunidad Autónoma y el Estado los reconocerá y amparará como parte integrante de su ordenamiento
jurídico.

2. Los Estatutos de autonomía deberán contener:

a) La denominación de la Comunidad que mejor corresponda a su identidad histórica.

b) La delimitación de su territorio.

c) La denominación, organización y sede de las instituciones autónomas propias.

d) Las competencias asumidas dentro del marco establecido en la Constitución y las bases para el traspaso
de los servicios correspondientes a las mismas.

3. La reforma de los Estatutos se ajustará al procedimiento establecido en los mismos y requerirá, en todo
caso, la aprobación por las Cortes Generales, mediante ley orgánica.

Artículo 151.
1. No será preciso dejar transcurrir el plazo de cinco años, a que se refiere el apartado 2 del artículo 148,
cuando la iniciativa del proceso autonómico sea acordada dentro del plazo del artículo 143.2, además de por
las Diputaciones o los órganos interinsulares correspondientes, por las tres cuartas partes de los municipios
de cada una de las provincias afectadas que representen, al menos, la mayoría del censo electoral de cada una
de ellas y dicha iniciativa sea ratificada mediante referéndum por el voto afirmativo de la mayoría absoluta de
los electores de cada provincia en los términos que establezca una ley orgánica.

2. En el supuesto previsto en el apartado anterior, el procedimiento para la elaboración del Estatuto será el
siguiente:

1.º El Gobierno convocará a todos los Diputados y Senadores elegidos en las circunscripciones
comprendidas en el ámbito territorial que pretenda acceder al autogobierno, para que se constituyan en
Asamblea, a los solos efectos de elaborar el correspondiente proyecto de Estatuto de autonomía, mediante
el acuerdo de la mayoría absoluta de sus miembros.

2.º Aprobado el proyecto de Estatuto por la Asamblea de Parlamentarios, se remitirá a la Comisión
Constitucional del Congreso, la cual, dentro del plazo de dos meses, lo examinará con el concurso y
asistencia de una delegación de la Asamblea proponente para determinar de común acuerdo su
formulación definitiva.

3.º Si se alcanzare dicho acuerdo, el texto resultante será sometido a referéndum del cuerpo electoral de las
provincias comprendidas en el ámbito territorial del proyectado Estatuto.

4.º Si el proyecto de Estatuto es aprobado en cada provincia por la mayoría de los votos válidamente
emitidos, será elevado a las Cortes Generales. Los plenos de ambas Cámaras decidirán sobre el texto
mediante un voto de ratificación. Aprobado el Estatuto, el Rey lo sancionará y lo promulgará como ley.

5.º De no alcanzarse el acuerdo a que se refiere el apartado 2 de este número, el proyecto de Estatuto será
tramitado como proyecto de ley ante las Cortes Generales. El texto aprobado por éstas será sometido a
referéndum del cuerpo electoral de las provincias comprendidas en el ámbito territorial del proyectado
Estatuto. En caso de ser aprobado por la mayoría de los votos válidamente emitidos en cada provincia,
procederá su promulgación en los términos del párrafo anterior.

3. En los casos de los párrafos 4.º y 5.º del apartado anterior, la no aprobación del proyecto de Estatuto por una
o varias provincias no impedirá la constitución entre las restantes de la Comunidad Autónoma proyectada, en
la forma que establezca la ley orgánica prevista en el apartado 1 de este artículo.
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Artículo 152.
1. En los Estatutos aprobados por el procedimiento a que se refiere el artículo anterior, la organización
institucional autonómica se basará en una Asamblea Legislativa, elegida por sufragio universal, con arreglo a
un sistema de representación proporcional que asegure, además, la representación de las diversas zonas del
territorio; un Consejo de Gobierno con funciones ejecutivas y administrativas y un Presidente, elegido por la
Asamblea, de entre sus miembros, y nombrado por el Rey, al que corresponde la dirección del Consejo de
Gobierno, la suprema representación de la respectiva Comunidad y la ordinaria del Estado en aquélla. El
Presidente y los miembros del Consejo de Gobierno serán políticamente responsables ante la Asamblea. Un
Tribunal Superior de Justicia, sin perjuicio de la jurisdicción que corresponde al Tribunal Supremo, culminará
la organización judicial en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma. En los Estatutos de las
Comunidades Autónomas podrán establecerse los supuestos y las formas de participación de aquéllas en la
organización de las demarcaciones judiciales del territorio. Todo ello de conformidad con lo previsto en la ley
orgánica del poder judicial y dentro de la unidad e independencia de éste. Sin perjuicio de lo dispuesto en el
artículo 123, las sucesivas instancias procesales, en su caso, se agotarán ante órganos judiciales radicados en
el mismo territorio de la Comunidad Autónoma en que esté el órgano competente en primera instancia.

2. Una vez sancionados y promulgados los respectivos Estatutos, solamente podrán ser modificados mediante
los procedimientos en ellos establecidos y con referéndum entre los electores inscritos en los censos
correspondientes.

3. Mediante la agrupación de municipios limítrofes, los Estatutos podrán establecer circunscripciones
territoriales propias, que gozarán de plena personalidad jurídica.

EA-BAL
LO 1/2007 Estatuto de Autonomía de las Illes Balears
En este tema: arts. 1 a 12, 39 a 60, 76 a 87 y 139 · 47 artículos · texto consolidado a 11 de julio de 2026 · BOE-
A-2007-4233

TÍTULO I DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Illes Balears.
1. La nacionalidad histórica que forman las islas de Mallorca, de Menorca, de Ibiza y de Formentera, como
expresión de su voluntad colectiva y en el ejercicio del derecho al autogobierno que la Constitución reconoce a
las nacionalidades y a las regiones, se constituye en Comunidad Autónoma en el marco de la propia
Constitución y del presente Estatuto.

2. La denominación de la Comunidad Autónoma es Illes Balears.

Artículo 2. El territorio.
El territorio de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears es el formado por el de las islas de Mallorca,
Menorca, Ibiza, Formentera y Cabrera y por el de las otras islas menores adyacentes.

Artículo 3. Insularidad.
1. El Estatuto ampara la insularidad del territorio de la Comunidad Autónoma como hecho diferencial y
merecedor de protección especial.

2. Los poderes públicos, de conformidad con lo que establece la Constitución, garantizan la realización
efectiva de todas las medidas necesarias para evitar que del hecho diferencial puedan derivarse desequilibrios
económicos o de cualquier otro tipo que vulneren el principio de solidaridad entre todas las comunidades
autónomas.
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Artículo 4. La lengua propia.
1. La lengua catalana, propia de las Illes Balears, tendrá, junto con la castellana, el carácter de idioma oficial.

2. Todos tienen el derecho de conocerla y utilizarla, y nadie podrá ser discriminado por razón del idioma.

3. Las instituciones de las Illes Balears garantizarán el uso normal y oficial de los dos idiomas, tomarán las
medidas necesarias para asegurar su conocimiento y crearán las condiciones que permitan llegar a la
igualdad plena de las dos lenguas en cuanto a los derechos de los ciudadanos de las Illes Balears.

Artículo 5. Los territorios con vínculos lingüísticos y culturales con las Illes Balears.
El Gobierno ha de promover la comunicación, el intercambio cultural y la cooperación con las comunidades y
los territorios, pertenecientes o no al Estado español, que tienen vínculos lingüísticos y culturales con las Illes
Balears. A estos efectos, el Gobierno de las Illes Balears y el Estado, de acuerdo con sus respectivas
competencias, podrán suscribir convenios, tratados y otros instrumentos de colaboración.

Artículo 6. Los símbolos de las Illes Balears.
1. La bandera de las Illes Balears, integrada por símbolos distintivos legitimados históricamente, estará
constituida por cuatro barras rojas horizontales sobre fondo amarillo, con un cuartel situado en la parte
superior izquierda de fondo morado y con un castillo blanco de cinco torres en medio.

2. Cada isla podrá tener su bandera, su día de celebración y sus símbolos distintivos propios, por acuerdo del
Consejo Insular respectivo.

3. El día de las Illes Balears es el 1 de marzo.

Artículo 7. Capital de las Illes Balears.
La capital de las Illes Balears es la ciudad de Palma, que es la sede permanente del Parlamento, de la
Presidencia del Gobierno y del Gobierno, sin perjuicio de que el Parlamento y el Gobierno puedan reunirse en
otros lugares de las Illes Balears, de acuerdo con lo que establecen, respectivamente, el Reglamento del
Parlamento y la ley.

Artículo 8. La organización territorial.
1. La Comunidad Autónoma articula su organización territorial en islas y en municipios. Las instituciones de
gobierno de las islas son los Consejos Insulares, y las de los municipios, los Ayuntamientos.

2. Esta organización será regulada, en el marco de la legislación básica del Estado, por ley del Parlamento de
las Illes Balears, de acuerdo con este Estatuto y con los principios de eficacia, jerarquía, descentralización,
desconcentración, delegación y coordinación entre los organismos administrativos y de autonomía en sus
ámbitos respectivos.

Artículo 9. La condición política de los isleños.
1. A los efectos de este Estatuto, tienen la condición política de ciudadanos de la Comunidad Autónoma los
españoles que, de acuerdo con las leyes generales del Estado, tengan vecindad administrativa en cualquiera de
los municipios de las Illes Balears.

2. Gozan de los derechos políticos definidos en este Estatuto los ciudadanos españoles residentes en el
extranjero que hayan tenido su última vecindad administrativa en las Illes Balears y acrediten esta condición
en el correspondiente consulado de España. Gozan también de estos derechos sus descendientes inscritos
como españoles, si lo solicitan, en la forma que determine la ley del Estado.

3. Los extranjeros que, teniendo vecindad en cualquiera de los municipios de las Illes Balears, adquieran la
nacionalidad española quedan sujetos al Derecho Civil de las Illes Balears excepto en el caso en que
manifiesten su voluntad en sentido contrario.
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Artículo 10. Las disposiciones de los poderes públicos de las Illes Balears.
Las normas, las disposiciones y el Derecho Civil de la Comunidad Autónoma tienen eficacia en su territorio,
sin perjuicio de las normas para resolver los conflictos de leyes y de las excepciones que puedan establecerse
en cada materia.

Artículo 11. Comunidades isleñas fuera del territorio.
1. Las comunidades baleares establecidas fuera del territorio de la Comunidad Autónoma podrán solicitar
como tales el reconocimiento de su personalidad de origen, entendida como el derecho a colaborar y
compartir la vida social y cultural de las islas. Una ley del Parlamento de las Illes Balears regulará, sin
perjuicio de las competencias del Estado, el alcance y contenido del reconocimiento mencionado que, en
ningún caso, implicará la concesión de derechos políticos.

2. La Comunidad Autónoma podrá solicitar del Estado español que, para facilitar la disposición anterior,
celebre, en su caso, los pertinentes tratados internacionales.

Artículo 12. Principios rectores de la actividad pública.
1. La Comunidad Autónoma fundamenta el derecho al autogobierno en los valores del respeto a la dignidad
humana, la libertad, la igualdad, la justicia, la paz y los derechos humanos.

2. Este Estatuto reafirma, en el marco de las competencias de la Comunidad Autónoma, los derechos
fundamentales que emanan de la Constitución, de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión
Europea, del Convenio Europeo para la protección de los Derechos Humanos y de las Libertades
Fundamentales y de los tratados y los acuerdos sobre la materia ratificados por el Estado.

3. Las instituciones propias de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears, para cumplir las finalidades que
les son propias y en el marco de las competencias que les atribuye este Estatuto, deben promover, como
principios rectores de la política económica y social, el desarrollo sostenible encaminado a la plena
ocupación, la cohesión social y el progreso científico y técnico de manera que asegure a toda la ciudadanía el
acceso a los servicios públicos y el derecho a la salud, la educación, la vivienda, la protección social, el ocio y
la cultura.

4. Las instituciones propias deben orientar la función del poder público en el sentido de consolidar y
desarrollar las características de nacionalidad común de los pueblos de Mallorca, de Menorca, de Ibiza y de
Formentera, así como las peculiaridades de cada isla como vínculo de solidaridad entre ellas.

TÍTULO IV DE LAS INSTITUCIONES DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LAS ILLES BALEARS

Artículo 39. Las instituciones.
El sistema institucional autonómico está integrado por el Parlamento, el Gobierno, el Presidente de la
Comunidad Autónoma y los Consejos Insulares de Mallorca, Menorca, Ibiza y Formentera sin perjuicio de su
autonomía constitucionalmente garantizada.

CAPÍTULO I DEL PARLAMENTO

Artículo 40. Funciones y sede del Parlamento.
1. El Parlamento representa al pueblo de las Illes Balears, ejerce la potestad legislativa, aprueba los
presupuestos de la Comunidad Autónoma, controla la acción de gobierno y ejerce todas las competencias que
le atribuyen este Estatuto, las leyes del Estado y las del mismo Parlamento.

2. El Parlamento es inviolable y sólo podrá ser disuelto en los supuestos previstos en este Estatuto.

3. La sede del Parlamento de las Illes Balears radica en la ciudad de Palma.
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Artículo 41. Composición y régimen electoral.
1. El Parlamento estará formado por los Diputados del territorio autónomo, elegidos por sufragio universal,
igual, libre, directo y secreto, mediante un sistema de representación proporcional que asegurará una
adecuada representación de todas las zonas del territorio.

2. La duración del mandato de los Diputados será de cuatro años.

3. Las circunscripciones electorales son las de Mallorca, Menorca, Ibiza y Formentera.

4. Una ley del Parlamento, aprobada por mayoría cualificada de dos tercios, regulará el total de Diputados que
deben integrarlo, el número de Diputados que debe corresponder elegir en cada una de las circunscripciones
electorales y las causas de inelegibilidad y de incompatibilidad que les afecten.

5. El Parlamento se constituirá en el plazo máximo de treinta días después de la celebración de las elecciones.

Artículo 42. Elegibles.
Podrán ser elegidos Diputados del Parlamento los ciudadanos españoles residentes en las Illes Balears e
inscritos en el censo electoral de éstas, siempre que sean mayores de edad y se hallen en pleno ejercicio de
sus derechos civiles y políticos.

Artículo 43. Electores.
Serán electores todos los ciudadanos españoles mayores de edad que figuren en el censo electoral de las Illes
Balears.

Artículo 44. Estatuto de los Diputados.
1. Los diputados y las diputadas del Parlamento de las Illes Balears no estarán vinculados por ningún mandato
imperativo y gozarán, aunque sea después de haber cesado su mandato, de inviolabilidad por las opiniones
manifestadas y por los votos emitidos en el ejercicio de su cargo. Durante su mandato gozan de inmunidad
con el efecto concreto de que no pueden ser detenidos ni retenidos, salvo en caso de delito flagrante. El
conocimiento de las causas penales y de las demandas de responsabilidad civil por hechos cometidos en el
ejercicio del cargo corresponde al órgano jurisdiccional predeterminado por la ley.

2. El voto de los diputados y las diputadas es personal e indelegable.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley Orgánica 1/2022, de 28 de febrero. Ref. BOE-A-2022-2050
Téngase en cuenta, sobre el conocimiento de los procedimientos penales y civiles ya iniciados, la disposición transitoria de la citada Ley 
Orgánica.

Artículo 45. Organización y funcionamiento.
1. El Parlamento tendrá un Presidente, una Mesa y una Diputación Permanente. El Reglamento regulará su
composición y sus reglas de elección.

2. El Parlamento funcionará en Pleno y en Comisiones. Las Comisiones permanentes podrán elaborar y
aprobar leyes por delegación expresa del Pleno, sin perjuicio de la facultad del mismo para reclamar su
debate y aprobación en cualquier momento del proceso legislativo. Quedan exceptuadas de dicha delegación
las leyes de bases y los Presupuestos de la Comunidad Autónoma.

3. El Parlamento podrá crear Comisiones especiales de investigación.

4. El Parlamento se reunirá durante ocho meses al año, en dos períodos de sesiones comprendidos entre
septiembre y diciembre, el primero, y entre febrero y junio, el segundo. El Parlamento se reunirá en sesión
extraordinaria, a petición del Gobierno o por acuerdo de la Diputación Permanente o del Pleno, a propuesta
de una quinta parte de los Diputados. La sesión extraordinaria acabará una vez finalizado el orden del día
determinado para el que fue convocada.

5. Los acuerdos, sean en el Pleno, sean en las Comisiones, para que sean válidos, deberán ser adoptados en
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sesiones convocadas reglamentariamente, con la asistencia de la mayoría de sus componentes y por
aprobación de la mayoría de los presentes, excepto en aquellos casos en que la ley o el reglamento exijan un
quórum más elevado.

6. El Parlamento debe establecer su propio Reglamento que regulará los períodos de sesiones, el régimen y el
lugar de las sesiones, la formación de Grupos Parlamentarios y su intervención en el proceso legislativo, las
funciones de la Junta de Portavoces, y demás cuestiones necesarias o pertinentes para el buen
funcionamiento del Parlamento. La aprobación y la reforma del Reglamento requerirán la mayoría absoluta
de los componentes del Parlamento.

Artículo 46. Diputación Permanente.
1. El Parlamento elegirá una Diputación Permanente, en la que estarán representados todos los Grupos
Parlamentarios, en proporción a su respectiva importancia numérica. Estará presidida por el Presidente del
Parlamento.

2. La Diputación Permanente tendrá por función velar por el poder del Parlamento cuando éste no se halle
reunido, haya sido disuelto o haya expirado su mandato. En estos dos últimos casos, seguirá ejerciendo sus
funciones hasta que se constituya el nuevo Parlamento, al que rendirá cuentas de la gestión realizada.

Artículo 47. Iniciativa de la potestad legislativa.
1. La iniciativa para el ejercicio de la potestad legislativa corresponde a los Diputados y al Gobierno de las Islas.

2. Los Consejos Insulares podrán solicitar del Gobierno la adopción de un proyecto de ley o remitir a la Mesa
del Parlamento una proposición de ley, delegando ante dicha cámara a un máximo de tres miembros
encargados de su defensa.

3. La iniciativa popular se ejercerá en la forma y las condiciones que establezca la ley.

Artículo 48. Potestad legislativa.
1. El Parlamento, mediante la elaboración de leyes, ejerce la potestad legislativa. El Parlamento podrá delegar
en el Gobierno de la Comunidad Autónoma la potestad de dictar normas con rango de ley, en los mismos
términos y supuestos de delegación previstos en la Constitución. No podrán ser objeto de delegación la
aprobación de las leyes que necesitan, para ser aprobadas, una mayoría especial.

2. Las leyes del Parlamento serán promulgadas en nombre del Rey por el Presidente de la Comunidad
Autónoma, quien ordenará su publicación en el Butlletí Oficial de les Illes Balears, en el plazo de los quince
días siguientes a su aprobación, así como también en el «Boletín Oficial del Estado». Al efecto de la entrada en
vigor de las mismas, regirá la fecha de publicación en el Butlletí Oficial de les Illes Balears. La versión oficial
castellana será la que la Presidencia de la Comunidad Autónoma enviará.

Artículo 49. Decretos leyes.
1. En caso de extraordinaria y urgente necesidad, el Consejo de Gobierno podrá dictar medidas legislativas
provisionales en forma de Decretos leyes que no podrán afectar a los derechos establecidos en este Estatuto, a
las materias objeto de leyes de desarrollo básico del Estatuto de Autonomía, a los presupuestos generales de la
Comunidad Autónoma, a la reforma del Estatuto, al régimen electoral ni al ordenamiento de las instituciones
básicas de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears.

2. Los Decretos leyes quedarán derogados si en el plazo improrrogable de treinta días subsiguientes a su
promulgación no son convalidados expresamente por el Parlamento después de un debate y una votación de
totalidad. Durante el plazo establecido en el párrafo anterior, el Parlamento podrá acordar la tramitación de
los Decretos leyes como proyectos de ley por el procedimiento de urgencia.
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Artículo 50. Funciones.
Corresponde también al Parlamento:

1. Designar, en aplicación del criterio de representación proporcional, al senador o a los Senadores que han
de representar a la Comunidad Autónoma de las Illes Balears en el Senado, de acuerdo con lo que establece el
artículo 69.5 de la Constitución. Los designados cesarán en el cargo en los casos previstos en el ordenamiento
jurídico y, en todo caso, al acabar la legislatura del Parlamento de las Illes Balears en la que fueron
designados, una vez que tomen posesión los nuevos Senadores. En el supuesto de disolución del Senado, el
Parlamento de las Illes Balears entregará las credenciales de la designación de los mismos Senadores, que
continuarán su mandato hasta que acabe la legislatura del Parlamento y sean designados los nuevos
Senadores. El senador o los Senadores designados por el Parlamento de las Illes Balears comparecerán ante la
comisión parlamentaria pertinente a iniciativa propia o a requerimiento de un grupo parlamentario o de una
quinta parte de los Diputados para informar de su actividad en el Senado en los términos que establezca el
Reglamento del Parlamento de las Illes Balears.

2. Remitir proposiciones de ley a la Mesa del Congreso de los Diputados y nombrar un máximo de tres
Diputados encargados de defenderlas, de acuerdo con lo que permite el artículo 87.2 de la Constitución.

3. Solicitar del Gobierno del Estado la adopción de un proyecto de ley.

4. Interponer el recurso de inconstitucionalidad ante el Tribunal Constitucional en los casos previstos en la
legislación vigente.

5. Fijar las previsiones de orden político, social y económico que, de acuerdo con lo que dispone el apartado 2
del artículo 131 de la Constitución, deban adoptarse para la elaboración de proyectos de planificación.

6. Aprobar y decidir transferencias o delegaciones de competencias a favor de los Consejos Insulares y demás
entes locales de la Comunidad Autónoma.

7. Examinar y aprobar las cuentas de la Comunidad Autónoma, sin perjuicio del control que pueda
corresponder a otros organismos del Estado o de la Comunidad Autónoma.

8. Ejercer cualesquiera otras competencias que le atribuyan este Estatuto, las leyes del Estado y las del mismo
Parlamento.

Artículo 51. Sindicatura de Greuges.
El Parlamento, mediante ley, creará la institución de la Sindicatura de Greuges para la defensa de las
libertades y de los derechos fundamentales de los ciudadanos, así como para supervisar e investigar las
actividades de la Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears. El Síndico será elegido por el
Parlamento, por la mayoría favorable de las tres quintas partes de los Diputados de la Cámara. El Síndico
actuará como Alto Comisionado del Parlamento y le rendirá cuentas de su actividad. El Síndico coordinará su
actuación con el Defensor del Pueblo.

Artículo 52. Causas de finalización de la legislatura.
La legislatura finaliza por expiración del mandato al cumplirse cuatro años de la fecha de las elecciones.
Puede finalizar también, anticipadamente, si no tiene lugar la investidura del Presidente o de la Presidenta de
las Illes Balears. Finalizará de manera anticipada por disolución acordada por el Presidente o la Presidenta del
Gobierno de las Illes Balears.

Artículo 53. Comisión General de Consejos Insulares.
Se crea en el seno del Parlamento la Comisión General de Consejos Insulares, de composición paritaria
Parlamento-Consejos Insulares. Dicha comisión elaborará su propio reglamento que debe ser aprobado por
las dos terceras partes de sus miembros, y regulará su composición, organización y funciones.
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CAPÍTULO II DEL PRESIDENTE

Artículo 54. Elección del Presidente de las Illes Balears.
1. El Presidente de las Illes Balears será elegido por el Parlamento de entre sus miembros y nombrado por el
Rey.

2. El candidato propuesto presentará al Parlamento el programa político del Gobierno que pretenda formar y,
previo debate, solicitará su confianza.

3. Si el Parlamento, por el voto de la mayoría absoluta de sus miembros, otorga la confianza al candidato, será
nombrado Presidente, de acuerdo con lo que se prevé en el apartado 1 de este mismo artículo. Si no se
consigue esta mayoría, la misma propuesta se someterá a nueva votación cuarenta y ocho horas después de la
anterior y la confianza será otorgada por mayoría simple.

4. Si en estas votaciones no se otorga la confianza del Parlamento, se tramitarán sucesivas propuestas en la
forma prevista en los apartados anteriores.

5. En el caso de que hayan transcurrido sesenta días a partir de la primera votación para la investidura y
ningún candidato haya obtenido la confianza del Parlamento, éste quedará disuelto y se convocarán nuevas
elecciones.

Artículo 55. Disolución del Parlamento.
1. El Presidente del Gobierno, previa deliberación del Consejo de Gobierno de las Illes Balears y bajo su
exclusiva responsabilidad, podrá acordar la disolución del Parlamento de las Illes Balears con anticipación al
plazo natural de la legislatura.

2. La disolución se acordará por Decreto, en el que se convocarán a su vez elecciones, indicando los requisitos
exigidos en la legislación electoral aplicable.

3. El Parlamento de las Illes Balears no podrá disolverse cuando esté en trámite una moción de censura.

4. No procederá ninguna nueva disolución antes de que haya transcurrido un año desde la anterior,
exceptuando lo que se dispone en el artículo 54.5 de este Estatuto.
Redactado el apartado 4 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 77, de 30 de marzo de 2007. Ref. BOE-A-2007-6720

Artículo 56. Funciones del Presidente o de la Presidenta.
1. El Presidente de las Illes Balears nombra y separa a los miembros que han de formar el Gobierno, dirige y
coordina su acción y ejerce la más alta representación de la Comunidad Autónoma, así como la ordinaria del
Estado en las Illes Balears.

2. El Presidente podrá delegar temporalmente funciones ejecutivas y de coordinación en alguno de los
miembros del Gobierno.

3. El Presidente, previa deliberación del Consejo de Gobierno, podrá plantear ante el Parlamento la cuestión
de confianza sobre su programa o sobre una declaración de política general. La confianza se considerará
otorgada cuando vote a favor de la misma la mayoría simple. Si el Parlamento le niega la confianza, el
Presidente presentará su dimisión ante el Parlamento, cuyo Presidente convocará, en el plazo máximo de
quince días, la sesión plenaria para la elección de un nuevo Presidente de la Comunidad Autónoma, de
acuerdo con el procedimiento que se prevé en el artículo 54 de este Estatuto.

4. El Presidente será políticamente responsable ante el Parlamento, que podrá exigir la responsabilidad del
Gobierno de las Illes Balears mediante la adopción, por mayoría absoluta, de la moción de censura. Esta
deberá ser propuesta, como mínimo, por un quince por ciento de los Diputados y deberá incluir un candidato
a la Presidencia.

5. Si la moción de censura no se aprueba, los que la hayan firmado no podrán presentar otra durante el mismo
periodo de sesiones. Si se aprueba, el Presidente y su gobierno cesarán en sus funciones, y el candidato que se
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haya incluido en ella será nombrado Presidente por el Rey.

6. El Presidente del Gobierno, habiéndolo considerado el Consejo de Gobierno, y bajo su exclusiva
responsabilidad, podrá disolver anticipadamente el Parlamento. El Decreto de disolución fijará la fecha de las
elecciones.

7. La responsabilidad penal y civil del presidente o de la presidenta será exigible en los mismos términos que
se señalan para los diputados y las diputadas del Parlamento de las Illes Balears.

8. Por ley del Parlamento, aprobada por mayoría absoluta, se determinará la forma de elección del Presidente,
su Estatuto personal y demás atribuciones que le son propias.

9. En caso de ausencia o enfermedad del Presidente, ejercerá la representación de las Illes Balears el
Presidente del Parlamento, sin perjuicio de que interinamente presida el Gobierno uno de sus miembros
designado por el Presidente.

10. El Presidente no podrá ejercer ningún otro cargo público en el ámbito de las Illes Balears.

Se modifica el apartado 7 por el art. 1.2 de la Ley Orgánica 1/2022, de 28 de febrero. Ref. BOE-A-2022-2050
Téngase en cuenta, sobre el conocimiento de los procedimientos penales y civiles ya iniciados, la disposición transitoria de la citada Ley 
Orgánica.
Redactado el apartado 3 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 77, de 30 de marzo de 2007. Ref. BOE-A-2007-6720

CAPÍTULO III DEL GOBIERNO DE LAS ILLES BALEARS

Artículo 57. El Gobierno y su sede.
1. El Gobierno de las Illes Balears es el órgano colegiado que ejerce funciones ejecutivas y administrativas y
dirige la política general.

2. El Gobierno está formado por el Presidente, los Vicepresidentes, en su caso, y los consejeros.

3. Por ley del Parlamento, aprobada por mayoría absoluta, se establecerá la organización del Gobierno, las
atribuciones y el Estatuto personal de cada uno de sus componentes.

4. El Gobierno responde políticamente de manera solidaria ante el Parlamento, sin perjuicio de la
responsabilidad directa de cada uno de sus miembros por su gestión.

5. La responsabilidad penal y civil de los miembros del Gobierno será exigible en los mismos términos que se
establezcan para los diputados y las diputadas del Parlamento de las Illes Balears.

6. La sede del Gobierno será la ciudad de Palma, pero, previa convocatoria, podrá reunirse en cualquier otro
lugar del territorio de la Comunidad Autónoma.

7. Solamente en el ejercicio de sus competencias, el Gobierno podrá establecer organismos, servicios y
dependencias en cualquiera de las Islas, de acuerdo con lo que establece el presente Estatuto.

8. El Gobierno cesa:

a) Después de la celebración de elecciones al Parlamento.

b) Por dimisión, incapacidad o defunción de su Presidente.

c) Por pérdida de la confianza del Parlamento o por la adopción de una moción de censura. El gobierno
cesante continuará en funciones hasta la toma de posesión del nuevo gobierno.

Se modifica el apartado 5 por el art. 1.3 de la Ley Orgánica 1/2022, de 28 de febrero. Ref. BOE-A-2022-2050
Téngase en cuenta, sobre el conocimiento de los procedimientos penales y civiles ya iniciados, la disposición transitoria de la citada Ley 
Orgánica.

Artículo 58. Competencias del Gobierno.
1. Corresponde al Gobierno de las Illes Balears el ejercicio de las competencias de la Comunidad Autónoma a
que se refiere el título III de este Estatuto, excepto las que son propias de los Consejos Insulares o les hayan
sido transferidas, sin perjuicio de las competencias legislativas que corresponden al Parlamento de las Illes
Balears.
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2. El Gobierno tiene la potestad reglamentaria en sus competencias y elabora los presupuestos de la
Comunidad Autónoma sin perjuicio de su examen, enmienda y aprobación por el Parlamento. Se le podrán
atribuir otras facultades de acuerdo con la ley.

3. En las competencias que, de acuerdo con este Estatuto, los Consejos Insulares hayan asumido como
propias, el Gobierno de las Illes Balears podrá establecer los principios generales sobre la materia,
garantizando el ejercicio de la potestad reglamentaria por parte de los Consejos Insulares.

Artículo 59. Presentación de recursos.
El Gobierno podrá interponer recurso de inconstitucionalidad, suscitar conflictos de competencia y
personarse ante el Tribunal Constitucional en los supuestos y términos previstos en la Constitución y en la Ley
Orgánica del Tribunal Constitucional.

Artículo 60. Publicación de los actos del Gobierno.
Todas las normas, las disposiciones y los actos emanados del Gobierno y de la Administración de la
Comunidad Autónoma que lo requieran deben publicarse en el Butlletí Oficial de les Illes Balears.

CAPÍTULO VI ÓRGANOS DE CONSULTA Y ASESORAMIENTO

Artículo 76. El Consejo Consultivo de las Illes Balears.
1. El Consejo Consultivo de las Illes Balears es el superior órgano de consulta de la Comunidad Autónoma de
las Illes Balears.

2. El Consejo Consultivo estará integrado como máximo por diez juristas de reconocido prestigio, dos quintas
partes de los cuales serán elegidos por el Parlamento mediante el voto favorable de las tres quintas partes de
los Diputados, y las otras tres quintas partes de los miembros serán elegidos por el Gobierno.

3. Una ley del Parlamento regulará su número, su organización y su funcionamiento.

Artículo 77. Consejo Audiovisual de las Illes Balears.
El Consejo Audiovisual de las Illes Balears se configura como una entidad pública independiente, cuya misión
es velar en los medios de comunicación social de titularidad pública por el cumplimiento de los principios
rectores del modelo audiovisual, concretamente: promover las condiciones para garantizar la información
veraz, objetiva y neutral, y promover la sociedad de la información; garantizar el acceso de los grupos
políticos y sociales representativos a los medios de comunicación social; fomentar el pluralismo lingüístico en
los medios de comunicación; que se cumplan los principios que inspiran el modelo lingüístico del Estatuto de
Autonomía de las Illes Balears; garantizar y favorecer el acceso de las personas con discapacidad auditiva o
visual a los medios de comunicación social y a las nuevas tecnologías. Los miembros del Consejo Audiovisual
son nombrados por el Parlamento de las Illes Balears mediante el voto favorable de las tres quintas partes de
sus miembros. La composición y las funciones concretas serán desarrolladas por una ley del Parlamento.

Artículo 78. Consejo Económico y Social.
1. El Consejo Económico y Social de las Illes Balears es el órgano colegiado de participación, estudio,
deliberación, asesoramiento y propuesta en materia económica y social.

2. Una ley del Parlamento regulará su composición, la designación de sus miembros, su organización y sus
funciones.

CAPÍTULO VII DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LAS ILLES BALEARS

Artículo 79. La administración propia.
Corresponden a la Comunidad Autónoma de las Illes Balears la creación y la organización de una
administración propia, en el marco de los principios generales y de las normas básicas de la legislación del
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Estado y de este Estatuto.

Artículo 80. Ejecución de las funciones administrativas.
1. La Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears ejercerá sus funciones mediante los
entes y los organismos que dependen del Gobierno de las Illes Balears y de los Consejos Insulares y a través de
los municipios.

2. El Gobierno de las Illes Balears podrá ejercer la gestión ordinaria de sus competencias a través de los
Consejos Insulares y de los Ayuntamientos.

CAPÍTULO VIII DEL CONTROL DE LOS PODERES DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA

Artículo 81. Control jurisdiccional.
1. Las leyes del Parlamento de la Comunidad Autónoma estarán únicamente sujetas al control de
constitucionalidad ejercido por el Tribunal Constitucional.

2. Contra los actos, los acuerdos y las normas reglamentarias emanadas de los órganos ejecutivos y
administrativos de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears se podrá interponer recurso ante la
jurisdicción contencioso-administrativa.

Artículo 82. Sindicatura de Cuentas.
1. Sin perjuicio de las competencias que correspondan al Tribunal de Cuentas, la Sindicatura de Comptes es el
órgano al cual corresponde la fiscalización externa de la actividad económica, financiera y contable del sector
público de las Illes Balears.

2. La «Sindicatura de Comptes» estará formada por tres Síndicos, elegidos por el Parlamento por mayoría de
tres quintas partes de los Diputados.

3. Una ley del Parlamento regulará su funcionamiento y organización.

CAPÍTULO IX DEL RÉGIMEN JURÍDICO DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA

Artículo 83. Ámbito territorial.
Las competencias establecidas en este Estatuto se entienden referidas al ámbito territorial de la Comunidad
Autónoma de las Illes Balears.

Artículo 84. Potestad legislativa y función ejecutiva de las competencias exclusivas.
1. Sobre las materias que sean de su competencia exclusiva, corresponde al Parlamento de las Illes Balears la
potestad legislativa, según los términos previstos en este Estatuto, sin perjuicio de las competencias atribuidas
al Estado en la Constitución 2. Corresponden al Gobierno de la Comunidad Autónoma y a los Consejos
Insulares la función ejecutiva, incluidas la potestad reglamentaria y la inspección, y la actuación de fomento
de las competencias que les son propias.

Artículo 85. Desarrollo legislativo y función ejecutiva.
1. Por lo que se refiere a las competencias previstas en el artículo 31, corresponderán a la Comunidad
Autónoma el desarrollo legislativo y la ejecución de la legislación básica del Estado.

2. En cuanto a las competencias relacionadas en el artículo 32, la potestad ejecutiva de la Comunidad
Autónoma podrá llevar aneja la potestad reglamentaria cuando sea necesaria para la ejecución de la
normativa del Estado.

3. Los Consejos Insulares, además de las competencias que les corresponden de acuerdo con lo que se prevé
en este Estatuto, tendrán las facultades de gestión y ejecución en el propio territorio de las decisiones del
Gobierno de las Illes Balears cuando corresponda.
Redactados los apartados 1 y 2 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 77, de 30 de marzo de 2007. Ref. BOE-A-2007-6720
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Artículo 86. Actividad de fomento.
Corresponde al Gobierno de las Illes Balears, en las materias de su competencia, el ejercicio de la actividad de
fomento, sin perjuicio de la actividad que corresponda al Estado.

Artículo 87. Derecho propio.
1. En materias de competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma, el derecho propio de las Illes Balears es
aplicable en su territorio con preferencia a cualquier otro, en los términos previstos en este Estatuto.

2. En la determinación de las fuentes del Derecho Civil de las Illes Balears se respetarán las normas que en el
mismo se establezcan.

3. En todo aquello que no esté regulado por el derecho propio de las Illes Balears será de aplicación supletoria
el derecho del Estado.

TÍTULO IX DE LA REFORMA DEL ESTATUTO

Artículo 139. Iniciativa.
1. La iniciativa de reforma corresponderá al Parlamento, a propuesta de una quinta parte de los Diputados, al
Gobierno de la Comunidad Autónoma y a las Cortes Generales.

2. La propuesta de reforma requerirá para prosperar la aprobación del Parlamento por mayoría de dos tercios
de los Diputados y la aprobación de las Cortes Generales mediante una ley orgánica.

3. En todo lo no previsto en este artículo, se estará a lo dispuesto en la Constitución sobre esta materia.

4. En el supuesto de tramitación en el Congreso de los Diputados y en el Senado de una propuesta de reforma
del Estatuto de Autonomía de las Illes Balears, el Parlamento podrá retirarla.

LGob-BAL
Ley 1/2019, de 31 de enero, del Gobierno de las Illes Balears
En este tema: arts. 1 a 41 · 41 artículos · texto consolidado a 27 de julio de 2026 · BOE-A-2019-2862

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1. Objeto de la Ley.
1. Esta ley tiene por objeto establecer, de acuerdo con el Estatuto de Autonomía, el régimen jurídico aplicable
al Presidente, al Gobierno de las Illes Balears y a sus miembros, así como regular el ejercicio de la iniciativa
legislativa y de las potestades normativas del Gobierno.

2. También establece los principios y valores que deben informar la actuación del Gobierno y regula el
proceso de transición entre gobiernos.

TÍTULO I EL PRESIDENTE DE LAS ILLES BALEARS

CAPÍTULO I ELECCIÓN Y ESTATUTO PERSONAL

Artículo 2. El Presidente.
1. El Presidente de las Illes Balears ejerce la más alta representación de la comunidad autónoma y la ordinaria
del Estado en las Illes Balears. Asimismo, preside el Gobierno, dirige sus acciones y coordina las funciones de
sus miembros, de acuerdo con lo establecido en el Estatuto de Autonomía y esta ley.

2. El Presidente recibe el tratamiento de señor o señora . Tiene derecho a utilizar la bandera de la Comunidad
Autónoma de las Illes Balears como guión y a los honores correspondientes al cargo.
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Artículo 3. Elección y nombramiento.
1. El Presidente de las Illes Balears será elegido por el Parlamento entre sus miembros y será nombrado por el
rey.

2. En el plazo de cinco días que se contarán desde el día en el que se haya publicado el real decreto de
nombramiento en el «Boletín Oficial del Estado», y sin perjuicio de que también se publique en el «Butlletí
Oficial de les Illes Balears», el Presidente nombrado tomará posesión de su cargo. El acto de toma de posesión,
público y solemne, consistirá en la aceptación del cargo y el acatamiento de la Constitución y del Estatuto de
Autonomía y el resto del ordenamiento jurídico, y se ha de comprometer a guardar secreto respecto a las
deliberaciones del Consejo de Gobierno.

Artículo 4. Incompatibilidades.
1. El cargo de Presidente es incompatible con el ejercicio de cualquier otro cargo público, como también de
cualquier otra actividad laboral, profesional, mercantil o industrial. Asimismo, le es de aplicación la
legislación específica sobre incompatibilidades y conflicto de intereses de los miembros del Gobierno y altos
cargos de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears.

2. En todo caso, el cargo de Presidente es compatible con las siguientes actividades:

a) El desarrollo de las funciones propias de la condición de parlamentario y las de carácter representativo
en instituciones, organismos o entidades de carácter público cuando deriven de la condición de Presidente.

b) Las actividades correspondientes a la administración del patrimonio personal y familiar.

c) El ejercicio de cargos representativos, sin remuneración, en un partido político.

d) El ejercicio de cargos honoríficos en instituciones, organismos o entidades de carácter social, asistencial
o no lucrativo.

Artículo 5. Cese.
1. El Presidente cesa por alguna de las siguientes causas:

a) Después de las elecciones al Parlamento de las Illes Balears.

b) La aprobación de la moción de censura.

c) La denegación de la cuestión de confianza.

d) La dimisión comunicada por escrito al Presidente del Parlamento.

e) La incapacidad física o psíquica permanente que lo imposibilite para el ejercicio del cargo.

f) La sentencia firme de los tribunales que lo inhabilite para el ejercicio del cargo.

g) La pérdida de la condición de diputado del Parlamento.

h) La incompatibilidad declarada y publicada, de acuerdo con la normativa específica de aplicación.

2. En las causas contempladas en las letras a), b), c) y d) del apartado 1 del presente artículo, el Presidente
continuará en el ejercicio del cargo hasta que su sucesor haya tomado posesión.

3. La incapacidad a la que hace referencia la letra e) del apartado 1 del presente artículo deberá ser apreciada
motivadamente por el Consejo de Gobierno, mediante un acuerdo, como mínimo, de las tres quintas partes de
sus miembros, y propuesta al Parlamento, el cual, en caso de que la estime, debe declararla por mayoría
absoluta de sus miembros.

4. Las personas que hayan ocupado el cargo de Presidente de las Illes Balears tienen derecho a recibir, con
carácter permanente, las correspondientes atenciones honoríficas y protocolarias, siempre que no hayan
cesado por alguna de las causas establecidas en las letras f) y h) del apartado 1 del presente artículo. En todo
caso, este derecho a recibir, con carácter permanente, las atenciones honoríficas y protocolarias
correspondientes se pierde por motivo de cualquier sentencia firme con declaración de culpabilidad a título
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de dolo, por cualquier delito. A estos efectos se tramitará el correspondiente procedimiento en el que se dará
audiencia al interesado.

Artículo 6. Vacante del cargo y presidencia interina.
1. Si el cargo de Presidente queda vacante porque se ha producido su cese por alguna de las causas
establecidas en las letras e), f), g) y h) del apartado 1 del artículo anterior, así como en el caso de defunción, el
Gobierno tiene que ser presidido interinamente, hasta la toma de posesión del nuevo Presidente, por el
Vicepresidente, si lo hubiera, siempre que este tenga la condición de diputado del Parlamento de las Illes
Balears, y, si no lo hubiera, por el Consejero que, siendo también diputado, tenga atribuida la secretaría del
Consejo de Gobierno.

2. Si ningún Consejero cumple los requisitos antes mencionados, el Gobierno será presidido interinamente
por el Consejero con mayor antigüedad en el cargo, que también deberá ser diputado del Parlamento, y si
ninguno de los Consejeros lo fuera, por el de mayor antigüedad en el cargo de Consejero y, finalmente, en
igualdad entre ellos, por el de mayor edad.

3. Quien ocupe interinamente la Presidencia tiene derecho a los mismos honores y tratamiento que el
Presidente y ejercerá las funciones y las competencias que esta ley y el resto del ordenamiento jurídico
otorgan al Presidente en funciones.

4. Cuando el cese del Presidente se produzca por alguna de las causas establecidas en las letras d), e), f), g) y h)
del apartado 1 del artículo anterior, y también en el caso de defunción, el Presidente del Parlamento, en el
plazo máximo de dos meses, reunirá la cámara para elegir a un nuevo Presidente.

Artículo 7. Ausencias temporales y suplencia en la Presidencia.
1. En los casos de ausencia, enfermedad u otro impedimento temporal del Presidente, será sustituido por el
Vicepresidente, o, si no lo hubiera, por el miembro del Gobierno que el Presidente haya designado a estos
efectos. Si no se produce la designación expresa, el Presidente será sustituido por el Consejero que resulte del
orden de precedencias de las consejerías establecido por decreto de la Presidencia.

2. La sustitución comprende las atribuciones de dirección determinadas en el artículo 10 siguiente, salvo las
relativas a las letras i) y l).

Artículo 8. Representación de las Illes Balears.
Durante el tiempo en que el cargo de Presidente esté vacante o en que el Presidente sea sustituido
temporalmente, e independientemente de quien lo sustituya al frente del Gobierno, el Presidente del
Parlamento ejercerá las atribuciones de representación de las Illes Balears.

CAPÍTULO II ATRIBUCIONES DEL PRESIDENTE

Artículo 9. Atribuciones de representación.
1. Corresponde al Presidente, como más alto representante de la comunidad autónoma:

a) Ejercer la representación de las Illes Balears en las relaciones con las instituciones del Estado y las otras
administraciones públicas.

b) Convocar elecciones al Parlamento de las Illes Balears y a los consejos insulares, en los términos
regulados por la ley.

c) Convocar la sesión constitutiva del Parlamento, una vez proclamados los resultados de las elecciones, de
conformidad con el Reglamento del Parlamento de las Illes Balears.

2. Corresponde al Presidente, como representante ordinario del Estado en las Illes Balears:

a) Promulgar, en nombre del rey, las leyes y ordenar su publicación, así como la de los decretos legislativos
y de los decretos ley, en el «Butlletín Oficial de les Illes Balears» y en el «Boletín Oficial del Estado», en el
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plazo de quince días que se contarán desde la fecha de su aprobación.

b) Ordenar la publicación en el «Butlletí Oficial de les Illes Balears» del nombramiento del Presidente del
Tribunal Superior de Justicia, de acuerdo con lo establecido en el Estatuto de Autonomía.

Artículo 10. Atribuciones de dirección.
Corresponde al Presidente, como responsable de la dirección del Gobierno:

a) Establecer las directrices generales de la acción de gobierno, de acuerdo con su programa político, e
impartir las instrucciones pertinentes a los miembros del Gobierno.

b) Mantener la unidad de dirección política y administrativa, y coordinar las acciones de las diferentes
consejerías.

c) Determinar la estructura de la Presidencia y designar a los responsables de gabinete de cualquier rango.

d) Crear y extinguir las consejerías, así como establecer su denominación y competencias.

e) Nombrar y separar a los Consejeros y al Vicepresidente, si lo hubiera.

f) Resolver los conflictos de atribuciones entre las consejerías.

g) Determinar, mediante decreto, las suplencias de los Consejeros y del Vicepresidente, si lo hubiera, en caso
de ausencia, enfermedad o en los casos de abstención obligada.

h) Encomendar transitoriamente, en caso de vacante, la titularidad de una consejería a otro miembro del
Gobierno.

i) Disolver el Parlamento y convocar anticipadamente elecciones con la deliberación previa del Consejo de
Gobierno, en los términos previstos en el Estatuto de Autonomía.

j) Suscribir instrumentos de colaboración y cooperación con el Estado y con las otras comunidades
autónomas o con otras instituciones públicas internacionales o de otros estados.

k) Convocar las reuniones del Consejo de Gobierno, fijar su orden del día, presidirlas, suspenderlas y levantar
sus sesiones, así como dirigir los debates y las deliberaciones que se produzcan en estas.

l) Plantear la cuestión de confianza ante el Parlamento de las Illes Balears, previa deliberación del Consejo de
Gobierno.

m) Firmar los decretos aprobados por el Gobierno y ordenar su publicación en el «Butlletí Oficial de les Illes
Balears».

n) Firmar los acuerdos del Consejo de Gobierno.

o) Solicitar el dictamen del Consejo Consultivo de las Illes Balears, en los supuestos previstos en la legislación
vigente.

p) Someter a deliberación y acuerdo del Consejo de Gobierno la interposición del recurso de
inconstitucionalidad, así como el planteamiento de conflictos de competencias ante el Tribunal
Constitucional.

q) Ejercer acciones judiciales, en caso de urgencia, e informar de ellas al Consejo de Gobierno en la primera
reunión que lleve a cabo.

r) Designar al representante de las Illes Balears en el Patronato del Archivo de la Corona de Aragón.

s) Ejercer el resto de funciones que le atribuya el ordenamiento jurídico.

Artículo 11. Delegación de competencias.
El Presidente puede delegar en el Vicepresidente, si lo hubiera, o en un Consejero las funciones y las
competencias previstas en las letras b), f), j), p), q) y r).
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CAPÍTULO III RESPONSABILIDAD Y CONTROL PARLAMENTARIO

Artículo 12. Responsabilidad política.
1. El Presidente responde políticamente ante el Parlamento, sin perjuicio de la responsabilidad solidaria del
Gobierno y de la directa de cada uno de sus miembros por su gestión.

2. La delegación de funciones ejecutivas del Presidente en el Vicepresidente o en un Consejero no lo exime de
la responsabilidad política ante el Parlamento.

Artículo 13. Moción de censura y cuestión de confianza.
El planteamiento de la cuestión de confianza y la adopción de la moción de censura se llevarán a cabo de
acuerdo con lo dispuesto en el Estatuto de Autonomía y el Reglamento del Parlamento.

TÍTULO II EL GOBIERNO DE LAS ILLES BALEARS

CAPÍTULO I RÉGIMEN GENERAL

Artículo 14. Naturaleza y composición.
1. El Gobierno, de acuerdo con las directrices del Presidente, establece la política general y dirige la
Administración de la comunidad autónoma. Asimismo, ejerce la función ejecutiva y la potestad reglamentaria
en el marco de la Constitución, del Estatuto de Autonomía y de esta ley.

2. El Gobierno está integrado por el Presidente, por el Vicepresidente, si lo hubiera, y por los Consejeros. Cada
Consejero está al frente de una consejería, sin perjuicio de la existencia de los Consejeros sin cartera.

3. El Gobierno reunido para el ejercicio de sus funciones constituye el Consejo de Gobierno.

Artículo 15. Funcionamiento del Consejo de Gobierno.
El funcionamiento del Consejo de Gobierno se ajustará a las siguientes reglas:

a) La convocatoria, la constitución, el desarrollo de las sesiones y la adopción de acuerdos del Consejo de
Gobierno se pueden llevar a cabo tanto de forma presencial como a distancia. En este último supuesto, los
medios telemáticos han de contar con las garantías establecidas legalmente para este tipo de comunicación y,
en todo caso, han de permitir garantizar la identidad de los comunicantes y la autenticidad de los mensajes,
informaciones y manifestaciones verbales o escritas transmitidas, sin interceptación o alteración de los
contenidos. A estos efectos, se considerará como lugar de la reunión donde esté la sede del Gobierno o
cualquier otro lugar del territorio de la comunidad autónoma, de acuerdo con el artículo 57.6 de la Ley 1/2007,
de 28 de febrero, de reforma del Estatuto de Autonomía de las Illes Balears.

b) El Presidente convoca por medios electrónicos las sesiones del Consejo de Gobierno. Se adjuntarán a la
convocatoria el orden del día y la documentación correspondiente a los asuntos de los que se deba tratar; si
procede, también se hará mención del sistema de conexión o de los lugares en los que estén disponibles los
medios técnicos necesarios para asistir a la sesión y participar en ella.

c) La constitución del Consejo de Gobierno es válida si asisten, de forma presencial o a distancia, el
Presidente, o la persona que lo sustituya, y la mitad, como mínimo, de los Consejeros.

d) Las deliberaciones del Consejo de Gobierno, así como las opiniones y los votos que se emitan, presencial o
telemáticamente, tienen carácter secreto y sus miembros están obligados a observar el deber de reserva,
incluso después del cese. Este carácter secreto se extiende a los documentos que, sin formar parte de un
expediente administrativo, se utilizan para tomar decisiones en las reuniones del Consejo de Gobierno, salvo
que este acuerde hacerlos públicos.

e) Los acuerdos del Consejo de Gobierno se adoptan por mayoría de los miembros presentes, física o
telemáticamente. El Presidente dirime con su voto los posibles empates.
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f) Solo pueden adoptarse acuerdos sobre los asuntos que figuren en el orden del día. No obstante, y por
razones de urgencia, el Consejo de Gobierno puede deliberar sobre otros asuntos no incluidos en el orden del
día y, si procede, adoptar los acuerdos pertinentes.

g) El Presidente puede convocar a las reuniones del Consejo de Gobierno a cargos públicos, funcionarios de la
administración y expertos cuya opinión se considere necesaria. Su intervención se limitará al asunto sobre el
que tengan que informar. En cualquier caso, les es de aplicación el deber de reserva de los miembros del
Consejo de Gobierno.

Artículo 16. Secretaría del Consejo de Gobierno.
1. De las sesiones del Consejo de Gobierno se extenderá un acta en formato electrónico en la que tienen que
constar, como mínimo, las circunstancias relativas al tiempo, al lugar y a los asistentes, así como los acuerdos
adoptados y, en su caso, si han comparecido de forma presencial o a distancia, con indicación de las razones
por las que la asistencia no ha podido ser presencial.

2. Por decreto de la Presidencia se determinará el Consejero que ejercerá la secretaría del Consejo de
Gobierno y el régimen de suplencia.

CAPÍTULO II ATRIBUCIONES DEL CONSEJO DE GOBIERNO

Artículo 17. Atribuciones del Consejo de Gobierno.
Corresponde al Consejo de Gobierno:

a) Establecer la política general de la comunidad autónoma, de acuerdo con el programa político definido por
el Presidente, y dirigir la administración.

b) Aprobar los proyectos de ley y remitirlos al Parlamento para que los tramite, y también determinar
retirarlos en los términos establecidos en el Reglamento de la cámara.

c) Aprobar el proyecto de ley de presupuestos generales de la comunidad autónoma.

d) Aprobar los decretos ley y, previa delegación del Parlamento, los decretos legislativos, en los términos
previstos en el Estatuto de Autonomía.

e) Ejercer la potestad reglamentaria mediante la aprobación de decretos.

f) Manifestar el criterio respecto de la toma en consideración de las proposiciones de ley que le remita la Mesa
del Parlamento, así como la conformidad o no a la tramitación de las que supongan incremento de los gastos o
disminución de los ingresos presupuestarios.

g) Deliberar sobre la cuestión de confianza que el Presidente proponga presentar ante el Parlamento de las
Illes Balears.

h) Deliberar sobre la decisión del Presidente de disolver de manera anticipada el Parlamento.

i) Acordar la interposición del recurso de inconstitucionalidad y todas las otras actuaciones ante el Tribunal
Constitucional que correspondan al Gobierno de las Illes Balears.

j) Proponer al Parlamento de las Illes Balears la incapacitación del Presidente en los términos establecidos en
esta ley.

k) Solicitar que el Parlamento de las Illes Balears se reúna en sesión extraordinaria.

l) Autorizar la firma de los instrumentos de colaboración y cooperación con el Estado y con las otras
comunidades autónomas, o con otras instituciones públicas internacionales o de otros países.

m) Nombrar y separar por decreto a los cargos públicos de la Administración de la comunidad autónoma
cuando se lo atribuya la legislación vigente.

n) Adoptar las medidas necesarias para ejecutar, dentro del propio territorio, los tratados y los convenios
internacionales y los actos normativos en lo que afecte a las competencias de la comunidad autónoma.
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o) Ejercer las facultades de coordinación de los consejos insulares de conformidad con la legislación vigente.

p) Conceder honores y distinciones cuando no corresponda a otro órgano, de acuerdo con la normativa
específica.

q) Ejercitar acciones judiciales y desistir de acuerdo con la legislación específica aplicable.

r) Ejercer todas las otras facultades que le atribuyan las disposiciones vigentes.

Artículo 18. Comisiones delegadas.
1. El Gobierno de las Illes Balears, mediante decreto, puede constituir comisiones delegadas sobre materias
específicas, integradas por el Presidente o el Vicepresidente y por dos o más Consejeros.

2. El decreto de creación indicará la composición de estas comisiones, la presidencia y la secretaría, así como
las funciones que tenga asignadas. En cualquier caso, el régimen general de funcionamiento de las citadas
comisiones se ajustará a los criterios establecidos para el Consejo de Gobierno.

CAPÍTULO III ÓRGANOS DE APOYO Y DE COLABORACIÓN DEL GOBIERNO

Artículo 19. La Comisión de Secretarios Generales.
1. La Comisión de Secretarios Generales es el órgano colegiado encargado de preparar las deliberaciones y los
acuerdos del Consejo de Gobierno. La convocatoria, la constitución, el desarrollo de las sesiones y la adopción
de acuerdos de la Comisión se pueden realizar tanto de forma presencial como a distancia por medios
electrónicos legalmente establecidos, en los mismos términos previstos para el Consejo de Gobierno.

2. Un decreto del Consejo de Gobierno ha de regular el funcionamiento, la composición y la organización de la
Comisión de Secretarios Generales.

Artículo 20. Gabinetes.
1. Los gabinetes constituyen estructuras de apoyo político y técnico, de asistencia y de asesoramiento directo
de la Presidencia y de los miembros del Gobierno.

2. El Gabinete de la Presidencia está integrado por órganos directivos, personal eventual, personal funcionario
y personal laboral, en los términos establecidos en el decreto de estructura orgánica y en las relaciones de
puestos de trabajo.

3. Los gabinetes de las consejerías están integrados por personal eventual, de conformidad con la legislación
de función pública. Este personal cumple tareas de confianza y de asesoramiento cualificado y, en ningún
caso, no puede ejecutar actos o adoptar resoluciones que correspondan a los órganos de la Administración de
la comunidad autónoma ni ejercer funciones propias del personal funcionario.

4. En el supuesto del Gobierno en funciones, el personal eventual de los gabinetes se mantendrá en ellos hasta
la toma de posesión del nuevo gobierno.

Artículo 21. Comisionados autonómicos.
1. Los comisionados autonómicos son personas de reconocido prestigio que desarrollan con carácter
temporal funciones concretas de representación de la comunidad autónoma en los ámbitos y los foros que se
determinen.

2. Los comisionados autonómicos son nombrados por decreto del Consejo de Gobierno, que determinará la
duración y el alcance específico del mandato de representación, así como las retribuciones, dietas o
indemnizaciones que, si procede, les correspondan por razón de las funciones ejercidas.

Artículo 22. El Portavoz del Gobierno.
El Presidente puede nombrar a un portavoz del Gobierno de entre los miembros del Consejo de Gobierno.
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CAPÍTULO IV CONTROL DEL GOBIERNO Y REPRESENTACIÓN ANTE EL PARLAMENTO

Artículo 23. Control de los actos del Gobierno.
1. El Gobierno de las Illes Balears actúa de acuerdo con la Constitución, el Estatuto de Autonomía y el resto del
ordenamiento jurídico.

2. El control político de la acción del Gobierno es ejercido por el Parlamento de las Illes Balears, de acuerdo
con esta ley y el Reglamento de la cámara. El Gobierno facilitará a los diputados del Parlamento de las Illes
Balears el control de la acción política.

3. La actuación del Gobierno se puede impugnar ante las jurisdicciones competentes, de acuerdo con sus leyes
reguladoras.

Artículo 24. Control parlamentario del Gobierno en funciones.
El gobierno cesante, mientras está en funciones, queda sometido al control parlamentario en los mismos
términos que el Gobierno.

Artículo 25. Representación del Gobierno ante el Parlamento.
1. La representación del Gobierno ante el Parlamento corresponde al Presidente de las Illes Balears.

2. No obstante, el despacho ordinario de asuntos entre el Gobierno y el Parlamento se canalizará por medio
del secretario del Consejo de Gobierno y del representante del Gobierno ante la Junta de Portavoces.

CAPÍTULO V CESE DEL GOBIERNO Y PROCESO DE TRANSICIÓN

Artículo 26. El cese del Gobierno.
1. El Gobierno cesa:

a) Después de la celebración de elecciones al Parlamento.

b) Por dimisión de su Presidente.

c) Por pérdida de la confianza del Parlamento o por la aprobación de una moción de censura.

2. El Gobierno también cesa con motivo del cese del Presidente por las causas previstas en las letras e), f), g) y
h) del artículo 5 de esta ley, o con motivo de su defunción.

Artículo 27. El Gobierno en funciones.
1. El gobierno cesante continúa en funciones hasta la toma de posesión del nuevo gobierno y se regula por los
principios y las reglas de actuación establecidos en este capítulo.

2. La acción del gobierno en funciones se limita a la gestión ordinaria de los asuntos públicos y a la adopción
de las medidas que resulten necesarias en casos de urgencia o por razones de interés general.

Artículo 28. Principios de actuación del Gobierno en funciones.
Durante el proceso de transición entre gobiernos, el gobierno en funciones actuará de conformidad con los
siguientes principios de actuación:

a) Principio de intervención mínima: el Gobierno se limitará a las previsiones establecidas en este capítulo, y
se abstendrá de adoptar cualquier otra medida, excepto en casos de urgencia o por razones de interés general,
cuya acreditación expresa así lo justifique.

b) Principio de neutralidad política: el Gobierno se abstendrá de adoptar medidas susceptibles de condicionar,
comprometer o impedir las actuaciones futuras del nuevo gobierno.

c) Principios de lealtad y colaboración: la acción de gobierno facilitará el desarrollo normal del proceso de
formación del nuevo gobierno y el traspaso de poderes, y se garantizará la entrega de la documentación
necesaria.
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d) Principios de información y transparencia: el Gobierno, después de su cese, debe proporcionar de manera
transparente la información sobre el estado de tramitación de los procedimientos y de los asuntos pendientes
de cada consejería y de los órganos directivos.

Artículo 29. Limitaciones del Gobierno en funciones.
1. El gobierno en funciones y sus miembros no pueden llevar a cabo las siguientes actuaciones:

a) Presentar proyectos de ley ante el Parlamento, incluido el proyecto de ley de presupuestos de la
comunidad autónoma.

b) Crear comisiones delegadas del Consejo de Gobierno.

2. Las delegaciones legislativas otorgadas por el Parlamento de las Illes Balears quedan en suspenso durante el
tiempo que el Gobierno esté en funciones como consecuencia de la celebración de elecciones al Parlamento
de las Illes Balears.

Artículo 30. El Presidente en funciones.
El Presidente, como integrante de un gobierno cesante, está sometido a las mismas limitaciones que el
gobierno en funciones y, además, no puede:

a) Disolver anticipadamente el Parlamento.

b) Plantear una cuestión de confianza.

c) Variar la estructura del Gobierno ni modificar la estructura orgánica básica de las consejerías.

Artículo 31. Otras limitaciones.
El gobierno en funciones y sus miembros se abstendrán de tomar decisiones que excedan de las
imprescindibles para el funcionamiento habitual de la administración o que condicionen la actuación del
gobierno entrante y, en consecuencia, únicamente podrán llevar a cabo las actuaciones que se indican a
continuación por razón de urgencia o de interés general, que quedará acreditado y motivado debidamente,
mediante una memoria justificativa que se incorporará al expediente:

a) Aprobar decretos ley.

b) Solicitar que el Parlamento de las Illes Balears se reúna en sesión extraordinaria.

c) Aprobar reglamentos.

d) Suscribir convenios con entidades públicas o privadas que supongan el reconocimiento de obligaciones
para la hacienda de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears.

e) Aprobar expedientes de contratos sujetos a regulación armonizada; también en los casos de expedientes de
acuerdos marco o de sistemas dinámicos de contratación.

f) Aprobar las bases o la convocatoria de procesos selectivos para acceder a puestos de trabajo para proveerlos.

g) Aprobar o modificar las relaciones de puestos de trabajo, cuando no se trate de modificaciones puntuales
requeridas en ejecución de una sentencia firme.

h) Conceder honores o distinciones.

i) Aprobar o autorizar convenios de colaboración y acuerdos de cooperación con el Estado y con otras
administraciones públicas.

j) Nombrar a personal eventual o contratar a personal directivo.

k) Nombrar o separar a cargos públicos de la Administración de la comunidad autónoma.

l) Autorizar subvenciones excepcionadas de los requisitos de publicidad y concurrencia debido a las
características especiales del beneficiario o de la actividad, o bien por razones de interés público u otras
debidamente justificadas.
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Artículo 32. Información de traspaso.
1. En la última sesión antes de la celebración de elecciones, si esta es la causa del cese del Gobierno, o bien en
la primera sesión posterior a que se produzca alguna de las otras causas de cese, el Consejo de Gobierno
aprobará una memoria que incluya:

a) El estado de ejecución del presupuesto del ejercicio en curso.

b) Las disponibilidades existentes en la Tesorería.

c) El importe de las obligaciones pendientes de pago del ejercicio en curso.

d) El importe de los compromisos que afecten a los dos ejercicios siguientes.

e) El importe de las operaciones de endeudamiento concertadas en la anualidad en curso, así como sus
características.

f) La relación de las actuaciones en curso más relevantes, así como el estado de tramitación o de ejecución.

2. En la última sesión del Consejo de Gobierno en funciones se aprobará la memoria general de actuaciones
realizadas como gobierno en funciones, y se adjuntarán a esta las memorias justificativas que prevé el artículo
anterior.

Artículo 33. Deber de colaboración.
Los miembros del Gobierno y los titulares de los órganos directivos de la Administración de la comunidad
autónoma deben colaborar con lealtad y transparencia en relación con la información enviada a los nuevos
cargos públicos y abstenerse de llevar a cabo cualquier actuación que impida o dificulte el traspaso normal de
poderes entre los gobiernos.

TÍTULO III MIEMBROS DEL GOBIERNO

CAPÍTULO I VICEPRESIDENTE

Artículo 34. El Vicepresidente.
1. El Vicepresidente sustituye al Presidente en los casos previstos en esta ley. También le corresponde el
ejercicio de las funciones que este le encomiende o le delegue.

2. El Vicepresidente puede asumir también la titularidad de una consejería, cuando así lo disponga el
Presidente.

3. El estatuto personal, el nombramiento y el cese del Vicepresidente se regirán por lo dispuesto en esta ley
para los Consejeros.

CAPÍTULO II LOS CONSEJEROS

Artículo 35. Los Consejeros.
1. Los Consejeros son miembros del Gobierno y titulares de la consejería que tengan asignada. No obstante,
puede haber Consejeros sin cartera.

2. Para ser Consejero se requiere tener la nacionalidad española, ser mayor de edad, disfrutar de los derechos
de sufragio activo y pasivo, y no estar inhabilitado para ejercer cargo o empleo públicos por sentencia judicial
firme.

3. Los Consejeros reciben el tratamiento de señor o señora y tienen derecho a los honores que les
corresponden por razón del cargo.

Artículo 36. Nombramiento.
1. Los Consejeros son nombrados y separados libremente por el Presidente del Gobierno e inician su mandato
en el momento de la toma de posesión.
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2. En el decreto de nombramiento se consignará la consejería cuya titularidad se les asigna. Cuando se trate
del Vicepresidente o de un Consejero sin cartera, el nombramiento especificará el ámbito de funciones
conferido, que en ningún caso supondrá la existencia de responsabilidad ejecutiva.

3. Los decretos de nombramiento se publicarán en el «Butlletí Oficial de les Illes Balears».

4. Los Consejeros toman posesión del cargo ante el Presidente, en un acto público y solemne, en el que deben
aceptar el cargo, acatar la Constitución, el Estatuto de Autonomía y el resto del ordenamiento jurídico, y
deben comprometerse a guardar secreto respecto a las deliberaciones del Consejo de Gobierno.

Artículo 37. Cese.
1. Los Consejeros cesan por cualquiera de las siguientes causas:

a) El cese o la defunción del Presidente, si bien tienen que continuar en funciones hasta la toma de
posesión del nuevo gobierno.

b) La decisión del Presidente.

c) La incompatibilidad declarada y publicada, de acuerdo con lo dispuesto en la legislación específica
aplicable.

d) La incapacidad e inhabilitación en el ejercicio de su cargo declarada por sentencia firme.

e) La dimisión.

2. El cese produce efectos desde el momento de la publicación del correspondiente decreto del Presidente en
el «Butlletí Oficial de les Illes Balears».

Artículo 38. Vacantes y suplencias.
1. En caso de vacante del cargo de Consejero, y mientras no haya tomado posesión el nuevo titular, el
Presidente, mediante decreto, encargará transitoriamente a otro miembro del Gobierno el despacho de los
asuntos de la consejería.

2. En caso de ausencia, enfermedad o de otro impedimento temporal de un Consejero, este será suplido por el
Consejero que designe el Presidente mediante decreto.

3. Los decretos relativos a vacantes y suplencias de los Consejeros se publicarán en el «Butlletí Oficial de les
Illes Balears».

Artículo 39. Incompatibilidades.
Los miembros del Gobierno no pueden ejercer otro cargo público, ni ninguna otra actividad laboral,
profesional, mercantil o industrial, salvo la mera administración de su patrimonio personal o familiar.
Asimismo, les es aplicable la legislación específica sobre incompatibilidades y conflicto de intereses de los
miembros del Gobierno y altos cargos de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears.

Artículo 40. Responsabilidad.
Sin perjuicio de la responsabilidad política solidaria del Gobierno ante el Parlamento de las Illes Balears, los
Consejeros responden directamente de su gestión.

Artículo 41. Atribuciones de los Consejeros.
Corresponde a los Consejeros, como miembros del Gobierno:

a) Desarrollar la acción de gobierno en su área de responsabilidad.

b) Preparar y presentar al Gobierno los anteproyectos de ley y proyectos de decreto relativos a las cuestiones
propias de su consejería.

c) Dictar órdenes en las materias propias de su consejería.

d) Formular los programas de actuación y fijar los objetivos de la consejería, a efectos de elaborar el
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anteproyecto de presupuestos generales de la comunidad autónoma.

e) Proponer al Consejo de Gobierno el nombramiento y el cese de los cargos públicos dependientes de su
consejería.

f) Ejercer todas las competencias que les atribuya la legislación vigente.

Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 3

1 Al tenor literal del artículo 142 CE las Haciendas Locales se nutrirán:

A) De tributos propios clasificados en impuestos tasas y contribuciones especiales, y de la participación en tributos 
del Estado y de las Comunidades Autónomas.

B) Fundamentalmente de tributos propios y de participación en los del Estado y de las Comunidades Autónomas.

C) Fundamentalmente de la participación en tributos del Estado y de las Comunidades Autónomas.

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta.
Ayuntamiento de Requena, 2022

2 La Constitución española recoge que los estatutos de autonomía son:

A) Normas jurídicas aprobadas siempre unilateralmente por los parlamentos autonómicos.

B) Las constituciones de las comunidades autónomas, por lo cual pueden prever normas contrarias a la 
Constitución española.

C) La norma institucional básica de las comunidades autónomas.

D) Unos documentos políticos de carácter programático.
Ayuntamiento de Premià de Dalt, 2021

3 Indique cuál de las siguientes afirmaciones es falsa:

A) Las Cortes Generales podrán autorizar la constitución de una comunidad autónoma cuando su ámbito 
territorial no supere el de una provincia y no reúna las condiciones del apartado 1 del artículo 143.

B) Las Cortes Generales podrán sustituir la iniciativa de las Corporaciones locales a que se refiere el apartado 2 del 
artículo 143.

C) Las Cortes Generales podrán autorizar y modificar, en su caso, un Estatuto de Autonomía para incluir municipios 
pertenecientes a otro territorio.

D) Las Cortes Generales podrán autorizar o acordar, en su caso, un Estatuto de autonomía para territorios que no 
estén integrados en la organización provincial.

Ayuntamiento de Alcalá la Real, 2026

4 Según la Constitución, los municipios disponen de:

A) Personalidad jurídica, pero no plena capacidad para el cumplimiento de sus fines

B) Personalidad jurídica plena

C) Capacidad para el cumplimiento de sus fines, pero no de personalidad jurídica

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
Ayuntamiento de Madrid, 2025

5 ¿Qué Título de la Constitución Española regula la organización territorial del Estado?

A) El Título VII

B) El Título IX

C) El Título VIII

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
Ayuntamiento de Utiel, 2024
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Soluciones — Tema 3 Cada una con su explicación y su artículo

1 B Art. 142 CE pág. 72 El texto constitucional establece que las entidades locales se financiarán principalmente
con sus propios tributos y con la participación en los recaudados por el Estado y las Comunidades Autónomas.
La palabra clave es "fundamentalmente", que marca el carácter prioritario de ambas fuentes sin enumerar las
clases de tributos. Conviene distinguir esta redacción de las clasificaciones detalladas en impuestos, tasas y
contribuciones especiales, que pertenecen a la ley reguladora de las haciendas locales y no al precepto
constitucional.

2 C Art. 147 CE pág. 73 El estatuto de autonomía constituye la norma de cabecera de cada comunidad
autónoma: define sus instituciones, competencias y organización dentro del marco constitucional. No es un
simple programa político ni una constitución propia que pueda contradecir a la norma suprema, pues siempre
queda subordinado a ella. Tampoco se aprueba de forma unilateral por el parlamento autonómico, ya que su
elaboración y reforma exigen también la intervención de las Cortes Generales mediante ley orgánica.

3 C Art. 144 CE pág. 72 Las Cortes Generales, mediante ley orgánica y por motivos de interés nacional, disponen
de tres facultades excepcionales en materia autonómica: autorizar una comunidad cuyo territorio no supere una
provincia y no cumpla los requisitos generales, aprobar un Estatuto para territorios sin organización provincial y
sustituir la iniciativa de las corporaciones locales. No existe, en cambio, una facultad de modificar Estatutos para
incorporar municipios de otro territorio: esa afirmación es inventada y no figura entre las tres habilitaciones
tasadas.

4 B Art. 140 CE pág. 71 La norma fundamental reconoce a los ayuntamientos plena personalidad jurídica, lo que
les permite actuar como sujetos de derecho con capacidad para asumir derechos y obligaciones y gestionar sus
propios intereses. Esta condición se vincula a la autonomía local garantizada para administrar lo que afecta a la
comunidad vecinal. No se trata de una personalidad limitada ni meramente instrumental: el reconocimiento es
completo, abarcando también la capacidad para cumplir sus fines.

5 C Art. 137 CE pág. 71 La distribución del Estado en municipios, provincias y comunidades autónomas se
recoge en el Título dedicado precisamente a la organización territorial. Conviene situar cada bloque: el de
Economía y Hacienda antecede a este, y el del Tribunal Constitucional lo sigue. Ese orden ayuda a fijar que la
estructura territorial ocupa el octavo apartado, donde se reconocen la autonomía local y el derecho de las
nacionalidades y regiones a constituirse en comunidad autónoma.
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